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	4. ANEXOS
	


1. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL.

Doctor

GERMAN DARIO RODRIGUEZ

Director

Departamento Administrativo 

Defensoria del Especio Público – DADEP

Carrera 30  24-90  Piso 15

Ciudad

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral al Departamento Administrativo Defensoria del Espacio Público – DADEP a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, el examen del Balance General a 31 de diciembre de 2006 y 2007, y el Estado de Actividad Financiera, Económica y social por los períodos comprendidos entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2006 y 2007; (cifras que fueron comprobadas con las de la vigencia anterior), la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables, la evaluación y análisis de la ejecución de los planes y programas de gestión ambiental y de los recursos naturales y la evaluación al Sistema de Control Interno.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno, y la opinión sobre la razonabilidad de los Estados Contables.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoria, fueron corregidos (o serán corregidos) por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva producción y/o servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoria Gubernamental Colombianas compatibles con las de General Aceptación,  así como con las políticas y los procedimientos de auditoria establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral.  El control concluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad, las cifras y presentación de los Estados Contables y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

Concepto Sobre Gestión y los Resultados.   
Como resultado de la evaluación del Sistema de Control Interno, se pudo establecer que el sistema se encuentra en un nivel de confianza en condiciones de calidad y eficiencia.

Razón por la cual, presenta una calificación de  4.0, lo que sitúa a la entidad en un rango BUENO y un nivel de riesgo BAJO.

De otra parte, en ejercicio de la auditoria se determinaron 4 hallazgos con alcance fiscal, relacionados con capacitación programada en desarrollo de los proyectos 7229 y 332, situación que se presenta debido a la falta de controles por parte de los organizadores de los eventos.

Así mismo, se presentan 3 hallazgos administrativos con incidencia disciplinaria, relacionados con la falta de seguimiento y control por parte de la interventoria a los contratos suscritos en desarrollo del proyecto 7227.

La presentación y desarrollo de dichos hallazgos, se encuentra en el numeral 3.2.5 “Evaluación a la Contratación”, del presente informe. 
No obstante, los hallazgos presentados no inciden de manera significativa en los resultados de la administración, lo que nos permite conceptuar que la gestión adelantada acata, salvo lo expresado en el capítulo de Resultados de la Auditoría, las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones, cuenta con un efectivo Sistema de Control Interno y en la adquisición y uso de los recursos conserva acertados criterios de economía, eficiencia y equidad. Así mismo, cumplió en un porcentaje significativo con las metas y objetivos propuestos.

Opinión sobre los Estados Contables.
El presente análisis se realizó para las vigencia 2006 y 2007, por tanto, la opinión se dará individualmente, para cada una de las vigencias en estudio, así: 
Vigencia 2006

Los Estados Contables del Departamento Administrativo para la Defensoría del Espacio, correspondientes a la vigencia 2005, fueron  dictaminados con salvedades.

Como resultado del análisis a los Estados Contables con corte a 31 de diciembre de 2006, a continuación se relacionan las inconsistencias de mayor relevancia del periodo:

Propiedades Planta y Equipo - 1600  

Se presenta incertidumbre en el saldo de este rubro $295.949.4 millones, por los valores que representan los Bienes Pendientes de Legalizar -8330 con saldo de $45.078.1 millones. 

Bienes De Beneficio y Uso Público - 1700

El saldo de este rubro $490.711,1 millones, se ve afectado por la incertidumbre que representan los Bienes Pendientes de Legalizar -8330 con saldo de $65.248.4 millones

Las anteriores observaciones consideradas como “normales” en el desarrollo de la misión institucional “…adecuada administración del patrimonio inmobiliario…”, debido a las dificultades que representa el proceso de legalización permanente de los bienes del Distrito Capital y de la dinámica y procedimientos anexos que se derivan.

En nuestra opinión, excepto por lo expresado anteriormente, los Estados Contables del DADEP, presentan razonablemente la situación financiera, en sus aspectos más significativos por el año terminado el 31 de diciembre de 2006, de conformidad con las Normas de Contabilidad Generalmente Aceptadas, prescritas por la Contaduría General de la Nación.

Vigencia 2007

Los Estados Contables del Departamento Administrativo para la Defensoría del Espacio, correspondientes a la vigencia 2006, fueron  dictaminados con salvedades.

Como resultado del análisis a los Estados Contables con corte a 31 de esta vigencia, a continuación se relacionan las inconsistencias de mayor relevancia el periodo:

Propiedad Planta y Equipo – 1600 

Arroja un saldo de $354.444.1 millones, que reporta incertidumbre debido a los saldos a diciembre 31 de 2007 de los Bienes Pendientes de Legalizar,  cuenta 160504 Terrenos, $36.221.8 millones y la cuenta 164027 Edificaciones Pendientes de Legalizar, $4.884.1 millones, para un total bruto de $41.105.9 millones, con Depreciación Acumulada, cuenta 16850102 de $253.9 millones, para un saldo neto de $40.852.0 millones

Bienes de Beneficio y Uso Público - 1700

Este grupo representa el 19.5% del total del Activo, con un valor neto de $847.208.0 millones, y se encuentra afectado por la incertidumbre que representan el saldo de las cuentas 17100102 Bienes Pendientes de Legalizar Red Terrestre $64.252.2 millones, la cuenta 1785 Amortización Acumulada de Bienes de Beneficio y Uso Público $ 1.541.9 millones, para un total neto de $62.710.3 millones.

Al igual que en la vigencia anterior, se trata de una situación  “normal” en el desarrollo de la misión institucional: “…adecuada administración del patrimonio inmobiliario…”, debido a las dificultades que representa el proceso de legalización permanente de los bienes del Distrito Capital y de la dinámica y procedimientos, sujetos que intervienen y anexos que se derivan.

En nuestra opinión, excepto por lo expresado anteriormente, los Estados Contables del DADEP, presentan razonablemente la situación financiera, en sus aspectos más significativos por el año terminado el 31 de diciembre de 2007, de conformidad con las Normas de Contabilidad Generalmente Aceptadas, prescritas por la Contaduría General de la Nación.
Consolidación de Hallazgos.

En desarrollo de la presente auditoria tal como se detalla en el Anexo No.1 se establecieron 8 hallazgos administrativos de los cuales 4 de ellos corresponden a hallazgos con alcance fiscal en cuantía de $115.282.568.oo, que se trasladaran a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y 7 tienen alcance disciplinario los cuales se trasladaran a la Personería de Bogotá.

Concepto sobre Fenecimiento.
Por el concepto Favorable con Observaciones emitido en cuento a la Gestión realizada, el cumplimiento de la normatividad, la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno y la opinión expresada sobre la razonabilidad de los Estados Contables, la Cuenta Rendida por el DADEP, correspondiente a las vigencia 2006 y 2007, SE FENECE.
A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.
Bogotá, D.C., 30 de abril de 2008     


MÓNICA CERTAIN PALMA







Directora Técnica Sector Gobierno
2. ANALISIS SECTORIAL.
La evaluación de la gestión fiscal y de las políticas públicas de los 15 sujetos de control que tiene a su cargo la Dirección Sector Gobierno, se realizó con arreglo al nivel de  complejidad de los mismos, teniendo en cuenta el Acuerdo 257 de 2006 por medio del cual se efectuó la reforma administrativa del Distrito Capital  y la organización interna de la Contraloría de Bogotá  a través de la Resolución 009
 de  2007.  

En esta esfera de aplicación, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –DADEP-, es sujeto de control  asignado a esta  Dirección. 

El presente capítulo se realiza de conformidad con objetivos subsectoriales fijados en el encargo de auditoria del DADEP y se orienta a:

· Evaluar la implementación de la reforma administrativa en el Departamento Administrativo de la Defensoría Del Espacio Público –DADEP. 
· Análisis del proyecto de inversión 332 – Reestructuración Institucional del DADEP como instrumento de aplicación de la política de gestión pública humana. 

· Efectuar seguimiento a los pronunciamientos expedidos por la Dirección Sector Infraestructura durante el periodo 2004 a 2007.

El documento consta básicamente de tres apartes en donde se expone conceptos generales, normatividad, competencias, análisis del proyecto de inversión 0332.   

2.1  GENERALIDADES.
La Constitución Política Nacional, en su artículo 1° establece que Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”.

Es así que “En el marco del Estado Social de Derecho emerge el Espacio Público como un Derecho colectivo o común, que supera el concepto de su destinación para la sola contemplación, el paisajismo y la recreación.  Es decir, el Espacio Público debe entenderse como un activo económico y social para la comunidad en función de su plena convivencia”.
  
En este contexto, es responsabilidad de la administración el cumplimiento de los fines asignados al Estado, para ello, como elementos mínimos se debe contar con un presupuesto  que permita la implementación de usos regulados y ordenados del espacio público, donde a su vez se incorporan al efecto diversas posibilidades de aprovechamiento económico y social para los diferentes sectores donde interactúa la comunidad destinataria en garantía a derechos complementarios como la movilidad, el libre transito y la seguridad, e igualmente el derecho al trabajo...

En el Distrito Capital, el Acuerdo 18 de 1999
 le establece al DADEP la misión de contribuir al mejoramiento de la calidad de vida en Bogotá por medio de una eficaz defensa del Espacio Público, de una óptima administración del patrimonio inmobiliario de la ciudad y de la construcción de una nueva cultura del Espacio Público que garantice su uso y disfrute común y estimule la participación comunitaria.

Igualmente, le establece funciones tales como: la defensa, inspección, vigilancia, regulación y control del espacio público del D.C.; la administración de los bienes inmuebles, y la conformación del inventario general del patrimonio inmobiliario distrital…”.
Entre otros aspectos, corresponde al DADEP, formular las políticas, planes y programas distritales, en coordinación con otras autoridades competentes  tendientes a evitar que se ubiquen en el espacio publico construcciones que afecten la seguridad, la salubridad de los transeúntes o impidan su disfrute. E igualmente, la identificación de espacios en la ciudad, que permitan la ubicación de trabajadores  informales, en proceso de reubicación en zonas estratégicas para adelantar sus actividades, dando así cumplimiento a las sentencias de la corte SU-360 de 1999 y T-772 de 2003 para garantizar medios de subsistencia  como respuesta al desempleo y desplazamiento.
Además, el DADEP es encargado del recibo o toma de posesión de las zonas de cesión, mantener, administrar y aprovechar dichas zonas a nombre del D.C., mediante la suscripción de los contratos a que haya lugar de conformidad con las normas vigentes y de la construcción de una nueva cultura del Espacio Público que garantice su uso y disfrute común y estimule la participación comunitaria en la ciudad.
2.2 IMPLEMENTACION DE LA REFORMA ADMINISTRATIVA Y EL DADEP.
En el marco del Plan de Desarrollo 2004 – 2008 “Bogotá sin indiferencia” y en cumplimiento del programa administración moderna y humana del objetivo Gestión Pública Humana del Eje de Reconciliación, se dio comienzo al estudio, análisis, ajuste, revisión y socialización del proyecto de Reforma Administrativa del Distrito Capital, con el liderazgo de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor; proyecto que luego de ser presentado en marzo de 2006 al Concejo de la Ciudad, finalmente se tradujo en el Acuerdo 257 de 2006.
 

Es preciso señalar que mediante el Acuerdo 257 de 2006
  el Sector Gobierno, Seguridad y Convivencia se integra por la Secretaria Distrital de Gobierno, cabeza del Sector, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –DADEP-, el cual dará soporte técnico al sector.  

A diferencia de otras entidades afectadas por el Acuerdo 257 de 2006, el DADEP no sufrió cambios en su misión, estructura interna y funcional, mismas que fueron establecidas en el Acuerdo 18 de 1999.  Sin embargo, es de señalar que la estructura Organizacional ha sufrido leves modificaciones a través del Decreto 138 de 2002
, Decreto 092 de 2006
 y Decreto 342 de 2007
, como se describe a continuación: 

1. Despacho del Director.

1.1 Oficina Asesora Jurídica.

1.2 Oficina Asesora de Planeación.

1.3 Oficina de Control Interno.

1.4 Oficina de Sistemas.

2. Subdirección de Registro Inmobiliario.

3. Subdirección de Administración Inmobiliaria y del  Espacio Público.

4. Subdirección Administrativa y Financiera y de Control Disciplinario
De acuerdo a lo anterior,  al DADEP  le queda establecida la planta de personal, para desarrollar las funciones establecidas, como lo muestra el siguiente cuadro:

CUADRO No. 1
	SERVIDORES PUBLICOS DEL DADEP

	
	
	

	Nivel 
	No. Funcionarios
	

	Directivo
	8
	

	Asesor
	5
	

	Profesional
	42
	

	Técnico
	9
	

	Asistencial 
	20
	

	Total
	84
	


      
 Fuente: Informe Final de Gestión Enero 2004-Septiembre 2007 DADEP
Sin embargo, es de resaltar que esta planta no se ajusta  a la expansión y crecimiento de las necesidades de la ciudad en lo que hace relación al espacio público generado en la última década y menos a la constante modificación de la normatividad nacional y distrital,  con respecto al tema, como son el Plan de Ordenamiento Territorial –POT-, el Plan Maestro de Espacio Público –PMEP-.  Argumento que se sustenta en las clases de nombramientos que se presentan en el DADEP, reflejado en el siguiente cuadro: 

CUADRO No. 2
	CLASES DE NOMBRAMIENTOS EN EL DADEP

	TIPO DE EMPLEO
	No. SERVIDORES
	

	Provisionales
	71
	

	Contratistas
	129
	

	Libre Nombramiento
	13
	

	Total 
	213
	


Fuente: Informe Final de Gestión Enero 2004-Septiembre 2007 DADEP
Como se puede evidenciar de un total de 213 funcionarios al servicio del DADEP, 129  contratistas superan en un 65% a los 84 funcionarios que tiene vínculo laboral  71  de ellos de manera provisional y 13 de libre nombramiento y remoción.  Situación esta, que afecta a la entidad, porque en lo que hace a los contratistas genera rotación permanente de personal, y en relación  a los provisionales nombrados desde la puesta en marcha del DADEP  en 1999, con lo establecido en la  Ley 909 de 2004
 y la apertura de la convocatoria a concurso 01 de 2005,    de todos los cargos de carrera como en efecto son los 71 provisionales, se corre el riesgo que un porcentaje considerable de  estos funcionarios deba dejar el servicio público al no pasar el concurso que abrió  la Comisión Nacional del Servicio Civil, para proveer los cargos de carrera administrativa.

Situación esta, que representa al DADEP no solamente, perder esfuerzos de formación y especialización de su talento humano y tener que empezar de nuevo la tarea de capacitación y entrenamiento, sino que gran parte de su memoria institucional se desaproveche.

Pero igualmente, la ley en comento le presenta la oportunidad de elaborar y actualizar anualmente planes de previsión de recursos humanos, que le permita atender a las necesidades presentes y futuras derivadas del ejercicio de sus competencias.

2.3  PROYECTO 332 “REESTRUCTURACION INSTITUCIONAL”.

En concordancia con todo lo anteriormente descrito, el DADEP, en el marco del plan de desarrollo Bogotá sin Indiferencia. Un Compromiso Social contra la Pobreza y la Exclusión, en su objetivo: Gestión Pública Humana; programa: Administración moderna y humana, estableció el proyecto: 332 Reestructuración Institucional.

En la ficha EBI
 se bosqueja como problema a resolver y justificación, aspectos tales como asignación de funciones adicionales por efecto de los Decretos 530 de 2000, 619 y 181 de 2001, lo que requiere fortalecer los procesos institucionales, como su talento humano para atender las necesidades y los retos de la política social, la reconciliación y la participación ciudadana.”
;  adicionado “…con el fin atender las demandas de la ciudadanía mediante un servicio oportuno y adecuado, propiciando un mayor acercamiento y una interacción más abierta, transparente e incluyente del DADEP con toda la comunidad…”

Acompañado con la necesidad de implantar en la entidad, el modelo estándar de control interno, para dar cumplimiento a normas nacionales y distritales en este sentido  
Es así, como en los puntos 5 y 6 de la ficha, tanto en la justificación, como en la solución al problema se establece lo siguiente:

1. Ampliar las instalaciones físicas

2. Ampliar el recurso humano

3. Actualizar y/o modernizar el equipo automotor garantizando el acercamiento a la ciudadanía, la agilización de algunos procesos y trámites, así como una mayor participación y control directo por parte de los servidores públicos vinculados a la entidad.

4. Implantar el  Sistema de Gestión de la Calidad

5. E Implantar el modelo estándar de Control Interno
En los objetivos del proyecto se describen los siguientes:

1. Estudio técnico que permita la recopilación de información documentación necesaria sobre los elementos legales, estructurales, funcionales y procedimentales que deben caracterizar al DADEP, emitiendo juicios sobre su pertinente y oportuna reorganización.

2. Actualización del parque automotor para que se puedan atender todos los requerimientos de transporte para el cumplimiento de las funciones operativas y misionales de la entidad.

3. Implantación del sistema de gestión de calidad y el modelo estándar de control interno dando cumplimiento a la normativa vigente.

4. Adecuación física del DADEP dotándola de todos los elementos necesarios para mejorar el servicio a la comunidad
.
La ficha EBI presenta flujo financiero por $195 millones para la vigencia 2006; en la formulación elaborada por la Subdirección Administrativa y Financiera refleja la ejecución de los recursos en la vigencia 2006,  como lo muestra el siguiente cuadro:

CUADRO No. 3
	COSTOS Y FUENTES DE FINANCIAMIENTO

	
	
	
	En millones de pesos

	COMPONENTE DE COSTOS
	RECURSOS

	
	2006
	2007
	TOTAL

	
	Saldo
	Traslado
	Nuevo Saldo
	
	

	1, Estudios para la adecuación administrativa del DADEP
	90
	 
	90
	0
	90

	2.    Adecuación de las oficinas del DADEP
	0
	12,3
	12,3
	0
	12,3

	2,1 Maquinaria, planta y equipo
	0
	12,3
	12,3
	0
	12,3

	3,    Renovación parque automotor
	105
	-12,3
	92,7
	0
	92,7

	3,1 Reposición vehículos
	105
	-12,3
	92,7
	0
	92,7

	TOTALES
	195
	0
	195
	0
	195

	Fuente: Subdirección Administrativa y Financiera DADEP 


Se le asignaron metas físicas, como lo muestra el siguiente cuadro:

CUADRO No. 4
METAS FISICAS DEL PROYECTO 332 REESTRUCTURACION INSTITUCIONAL

	No
	PROCESOS
	ANUALIZACION METAS

	
	
	PROGRAMADO META
	EJECUTADO META
	% META POR CUMPLIR
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008

	1
	Realizar Para la adecuación administrativa del DADEP
	1
	1
	0
	0
	0
	0
	1
	0

	2
	Renovar las Del parque automotor
	2
	2
	0
	0
	0
	2
	0
	0

	3
	Implantar Estándar de Control Interno
	1
	0
	100
	0
	0
	0
	1
	0

	4
	Implantar De Gestión de la calidad
	1
	0
	100
	0
	0
	0
	1
	0


Fuente: Justificación del Proyecto 332. Subdirección Administrativa y Financiera – Plan Estratégico 2004-2008
Como denota el cuadro No. 3, en el 2006 se cumplió la renovación del parque automotor, a 2007, la  realización de un estudio para la adecuación administrativa del DADEP, se presenta como cumplida. Sin embargo, la estructura organizacional y funcional no sufrió ninguna modificación, ni se amplió la planta en razón a la aplicación del Acuerdo 257 de 2006. Por otro lado, las metas de implementación de control interno y sistema de gestión de la calidad para la vigencia 2007, no lograron cumplirse. 

Dados todos los elementos descritos, se concluye que el DADEP y su alta gerencia, tendrán que esperar un poco más y ser más ágiles en la consecución de los recursos, para lograr una mejora sustancial en las condiciones de trabajo, en lo que hace referencia a la reorganización de la estructura administrativa y a la adecuación de las oficinas que le permita fortalecer los procesos institucionales y misionales, mejorar las condiciones de su talento humano para atender las necesidades y los retos de la política social, la reconciliación y la participación ciudadana. 

2.4  SEGUIMIENTO A LOS PRONUNCIAMIENTOS DE LA CONTRALORIA 2004 – 2007.
No se encuentran pronunciamientos.

3. RESULTADOS DE LA AUDITORIA
3.1 SEGUIMIENTO AL PLAN DE MEJORAMIENTO. 

El Departamento Administrativo Defensoria del Espacio Público, presenta tres planes de mejoramiento vigentes,  los cuales  fueron objeto de seguimiento por parte de este ente de control.  

El primer plan de mejoramiento corresponde al suscrito el 29 de diciembre de 2005, con ocasión del informe final de la Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Regular Fase II PAD 2004-2005, el cual presenta 11 hallazgos administrativos.

De las 11 observaciones formuladas por este ente de control, y que fueron objeto de suscribir Plan de Mejoramiento, 8 fueron cumplidas en su totalidad, una parcialmente, y las observaciones 4.3.5.3 y 4.3.6.1 no aplican las actividades programadas, por cuanto, los  hechos cambiaron de rumbo, razón por la cual, las actividades programadas no operan actualmente; situación que se explica en el anexo No.2. 

Por lo anterior, las observaciones 4.3.5.3 y 4.3.6.1 y la que presenta cumplimiento parcial, serán objeto de seguimiento por este ente de control y deberán ser incluidas en el plan de mejoramiento a suscribir. 

De lo dicho anteriormente, se concluye que la entidad dio cumplimiento a este plan de mejoramiento en un 88.8%

La calificación y análisis de este  Plan de Mejoramiento, se encuentra en el Anexo No. 2
El segundo plan de mejoramiento corresponde al suscrito el 28 de noviembre de 2006, con ocasión del informe final de la Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial Fase II PAD 2005-2006, el cual presenta 2 hallazgos administrativos.

Las 2 observaciones formuladas por este ente de control, fueron cumplidas en su totalidad. De lo que se concluye que la entidad dio cumplimiento a este plan de mejoramiento en un 100%

La calificación y análisis de este  Plan de Mejoramiento, se encuentra en el Anexo No. 3

En tercer lugar, una vez revisado el plan de mejoramiento presentado en la cuenta 2007 por el DADEP, se encontró que la información suministrada en SIVICOF, no coincide en su totalidad con lo que reposa en el archivo físico de la Contraloría, situación que se evidencia en el Anexo No.4.

Una vez analizado el este plan de mejoramiento, se encontró que de las 9 observaciones presentadas en SIVICOF por la administración, se tiene que 4 fueron cumplidas en su totalidad, una parcialmente, la cual será objeto de seguimiento por este ente de control y por tanto, deberá ser incluida en el plan de mejoramiento a suscribir, y cuatro se encuentran en los anteriores planes de mejoramiento y cuentan con su respectiva calificación en estos.

De lo dicho anteriormente, se concluye que la entidad dio cumplimiento a este plan de mejoramiento en un 80%

3.2 RESULTADOS POR COMPONENTE DE INTEGRALIDAD
3.2.1
Evaluación al Sistema de Control Interno.

De conformidad con la ley 87 de 1993, los decretos reglamentarios y la Resolución 054 de 2001 de la Contraloría de Bogotá y mediante la aplicación de los cuestionarios de control interno y el desarrollo de los programas de auditoría, se evaluó el sistema de control interno del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público como parte del examen efectuado por este organismo de control a la gestión correspondiente a las vigencias 2006 y 2007.

Con la evaluación de este componente de integralidad se pretende establecer el nivel de implementación y confianza que tiene el Sistema de Control Interno en la Entidad, su participación en el logro del objeto misional y su aporte para que la gestión en el manejo de los recursos públicos sea eficiente, económica y transparente, resultados que se plasman en la calificación de cada una de las fases.

3.2.1.1 Ambiente de Control.

En esta fase se pudo establecer que la entidad cuenta con código de ética institucional, estableciendo claramente su misión, visión, principios, valores y objetivos debidamente socializados a través de su página institucional, como también canales de comunicación estructurados.

Así mismo, se evidenció que existe compromiso por parte de la alta dirección en la consecución de los objetivos institucionales, no obstante presentar observaciones de control interno.

En cuanto al autocontrol, aunque se evidencia compromiso por parte de los funcionarios provisionales en los procesos y tareas que desarrollan, se presenta una dificultad para la entidad el no contar con una  planta de personal de carrera, por cuanto esto genera permanencia transitoria en la entidad, lo que puede causar, pérdida de capacidad instalada que la entidad requiera más allá del mediano plazo.

3.2.1.2 Administración del Riesgo.

La entidad presenta un mapa de riesgos a nivel general y por procesos, de igual forma cuenta con planes de mitigación de riesgos. Se tienen identificados 127 riesgos en los procesos, presentando un completo análisis y conocimiento de ellos, lo que ha facilitado su tratamiento; para lo cual  el DADEP diseñó y ejecutó el Modelo de Riesgos – PSG.  

No obstante al analizar el Proyecto “Registro y Saneamiento del espacio público” -7227-  y evaluado en cuanto al logro de metas alcanzadas en el 2007, se evidenció que de los 60.586 predios del nivel central incorporados en el SIDEP, 29.204 predios fiscales, cesión y no cesión tienen escritura pública, el DADEP deberá trazar los correctivos necesarios para subsanar las deficiencias encontradas en la baja ejecución en el saneamiento de los inmuebles de propiedad del Distrito Capital, entre otras motivadas por la escasez del recurso humano en planta y falta de contratación de personal para que garanticen la continuidad y permanencia de esta función. La anterior situación  puede alterar, entorpecer o impedir el cumplimiento de los objetivos y metas  misionales.

Es importante resaltar el hecho de que aunque la entidad tiene identificado los riesgos, se pueden presentar algunos por posibles detrimentos del erario público debido a la falta de controles efectivos a la asistencia de los funcionarios a los diferentes programas de educación formal e informal.

3.2.1.3 Operacionalización de los Elementos.

El DADEP cuenta con una estructura organizacional funcional, con líneas de autoridad definidas en pocos niveles, donde hay delegación de competencias y grupos internos de trabajo que llevan a cabo los procesos institucionales.

Así mismo, cuenta con un proceso de planeación institucional, orientado al logro de los objetivos institucionales de una manera articulada y coherente entre las áreas, logrando una gestión adecuada.

Igualmente, presenta una identificación de sus procesos a través de un manual, los cuales guardan relación con sus planes, metas, objetivos y estructura orgánica de la entidad.

En cuanto al tema del recurso humano, se presenta una dificultad para la entidad al contar con una planta de personal provisional y no de carrera, por cuanto esto ocasiona permanencia transitoria en la entidad e inestabilidad, generando que la política de gestión del talento humano que tiene que ver con el manejo de capacitación, desempeño laboral, bienestar, entre otros, se vea afectada.

Así mismo, se evidencia que un funcionario puede tener a su cargo el desarrollo de varios puestos de trabajo, lo que conlleva a alterar o entorpecer el cumplimiento de los objetivos institucionales.

De otra parte, el DADEP cuenta con sistemas de información para las diferentes áreas de la entidad, pero no se encuentran integrados; así mismo, aún se procesa información a través de métodos manuales, utilización de hojas electrónicas y bases de datos pequeñas sin ninguna integración, situación que puede generar traumatismo a nivel organizacional y de toma de decisiones al no contar con una información racional.

El DADEP posee un sistema de participación ciudadana, con atención  personalizada, información a través de su página web, publicación de documentos informativos y de capacitación hacia la comunidad.

La Oficina de Control Interno se encuentra a nivel asesor.

Es de observar que la entidad durante la vigencia 2007, sólo ejecutó el 55.46%, del total de los recursos asignados para el proyecto 7229; así mismo, desarrollo un proceso licitatorio para el proyecto en mención el cual fue declarado desierto, sin que posteriormente, se tramitara proceso para la consecución de los objetivos inicialmente propuesto contenidos en el documento de conveniencia y justificación, de lo cual se puede inferir  que dicha contratación no era apremiante ni necesaria. Hecho que denota falta de planeación, afectando los principios de eficiencia, economía y eficacia en la programación y ejecución de los dineros públicos.
3.2.1.4 Documentación

La Entidad se encuentra en un nivel de documentación formal, cuenta con manuales de procesos y procedimientos, de funciones acordes con el esquema organizacional. Así mismo, presenta información general en la página web, la cual se encuentra a disposición para consulta.

3.2.1.5 Retroalimentación

El DADEP contaba con un Modelo de Autodiagnóstico del Sistema de Control Interno, el cual fue modificado a través de la Resolución 043 del 9 de marzo de 2006, pasando a ser un Modelo de Autoevaluación, como una herramienta gerencial, con mecanismos que permiten contar con patrones de medida articulados en toda la entidad. 

Posteriormente, mediante Resolución 265 del 22 de noviembre de 2007, se adoptó el Modelo Visor del Sistema de Control Interno del DADEP, como un Sistema de Autodiagnóstico del Sistema de Control Interno, el cual se encuentra en implementación. Los responsables de aplicar el presente modelo, son los jefes de las diferentes dependencias; dicha aplicación se deberá realizar a los procesos y subprocesos, informando los resultados y los planes de mejoramiento. Para lo cual, la Oficina de Control Interno efectuará asesoría sobre la metodología del modelo. 

De otra parte, el DADEP continúa suscribiendo los planes de mejoramiento para corregir las observaciones de carácter administrativo establecidas por la Contraloría de Bogotá, en cumplimiento de las Auditorias Gubernamentales.

CUADRO No. 5
CALIFICACIÓN FINAL DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO
	ITEM

	EVALUACIÓN POR FASES
	CALIFICACIÓN
	RANGO
	NIVEL DE RIESGO

	1
	AMBIENTE DE CONTROL 
	4.12
	EXCELENTE
	BAJO

	2
	ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO
	3.82
	BUENO
	MEDIO

	3
	OPERACIONALIZACIÓN DE LOS

ELEMENTOS
	3.89
	BUENO
	MEDIO

	4
	DOCUMENTACIÓN
	4.12
	EXCELENTE
	BAJO

	5
	RETROALIMENTACIÓN
	4.12
	EXCELENTE
	BAJO

	
	TOTAL 
	4.00
	BUENO
	BAJO


       Fuente: Equipo Auditor

La calificación  al Sistema de Control Interno de la entidad fue de 4.0, lo cual indica que su grado de implementación está ubicado en un rango BUENO y un nivel de riesgo BAJO.

3.2.1.6 Breve Descripción de la Implementación del MECI.

Mediante la Resolución No.020 del 13 de febrero de 2008, el DADEP  adoptó el Sistema Integral de Control Interno – SICI, compuesto por el Modelo Estándar de Control Interno – MECI 1000:2005, Sistema de Gestión de Calidad NTCGP 1000:2004, cuyo representante es el Jefe de la Oficina Asesora de Planeación, Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA, teniendo como representante al Coordinador del Grupo de Gestión de Apoyo Corporativo, Subdirección Administrativa, Financiera y  Control Disciplinario, Sistema de Seguimiento a Proyectos Institucionales  y Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno. La Evaluación del SICI esta a cargo del Jefe de la Oficina de Control Interno. El presente sistema, se encuentra en proceso de implementación.

3.2.2
Evaluación al Plan de Desarrollo y Balance Social.

En este componente se evaluaron los planes, programas y proyectos en lo referente a la generación oportuna y eficaz de resultados, evaluando la adecuada planeación, la organización y la racionalidad en la acción para el logro de las metas y objetivos.

3.2.2.1 Plan de Desarrollo.
Proyecto 7227 “Registro y Saneamiento del Espacio Público.” 

Programa Hábitat desde los barrios y las unidades de Planeación Zonal –UPZ- centralidades distritales -Eje Urbano Regional-

Para el desarrollo del objetivo de este proyecto el DADEP, realizó una serie de actividades para dar cumplimiento a las metas programadas relacionadas con saneamiento técnico y jurídico, registro en el sistema de información e incorporación del archivo físico de la propiedad inmobiliaria con el fin de permitir inventariar, registrar, sanear, administrar y garantizar que la propiedad de las zonas de uso público existentes y las que se generen por los procesos de urbanización legal como ilegal sean transferidas al Distrito Capital.

Al proyecto se destinó un presupuesto definitivo para las vigencias 2006 y 2007 de $1.505 y $1.359 millones, de los cuales se ejecutó $1.430 y $1.289 millones, correspondientes a una ejecución del 95,02% y 94,84% respectivamente. 

De acuerdo con los objetivos establecidos en el plan de acción para la vigencia 2006 y 2007. El DADEP, como se muestra en el cuadro No. 6, programó ejecutar las siguientes metas:

CUADRO No. 6

COMPONENTE DE INVERSION PLAN DE ACCION 2006-2007

	METAS PROGRAMADAS
	PROGRAMADO 2006
	PROGRAMADO 2007

	1. Sanear 726 aprobaciones de la propiedad inmobiliaria distrital.
	200
	180

	2. Diagnosticar 505 bienes fiscales registrados en el inventario en la propiedad inmobiliaria distrital.
	85
	250

	3. Diagnosticar 2300 bienes de uso público registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital.
	500
	750

	4. Realizar 569.600 metros cuadrados de levantamientos topográficos y avalúos de la propiedad inmobiliaria distrital.
	195.164
	80.000

	5. Diagnosticar y depurar 33.000 predios con la información registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital. 
	16.000
	17.000

	6. Diagnosticar y depurar 8000 predios de la propiedad inmobiliaria distrital, registrados en los saldos y cuentas de orden
	0
	0

	7. Actualizar 2.123 predios registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital 
	1.200
	0

	8. Realizar 5 estudios que contribuyan a la construcción de políticas planes y programas relacionados con el espacio público y la propiedad inmobiliaria distrital.
	2
	2|


Fuente: Plan de acción DADEP reportado en la cuenta vigencia 2006 y 2007

Del plan acción antes citado, se reprogramaron las actividades como se muestran en el siguiente cuadro:

CUADRO No. 7
COMPONENTE DE INVERSION PLAN DE ACCION 2006-2007

REPROGRAMADAS

	METAS PROGRAMADAS
	Programado 2006
	Ejecutado 2006
	Programado 2007
	Ejecutado 2007
	% de ejecución 2006
	% de ejecución 2007

	1. Sanear 726 aprobaciones de la propiedad inmobiliaria distrital.
	200
	148
	200
	143
	74
	71.5

	2. Diagnosticar 507 bienes fiscales registrados en el inventario en la propiedad inmobiliaria distrital.
	85
	85
	252
	252
	100
	100

	3. Diagnosticar 2050 bienes de uso público registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital.
	500
	500
	765
	610
	100
	79.9

	4. Realizar 623.800,05 metros cuadrados de levantamientos topográficos y avalúos de la propiedad inmobiliaria distrital.
	195.164
	249.363.80
	80.000
	570.219,77
	127.77


	712.77

	5. Diagnosticar y depurar 37.717 predios con la información registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital. 
	16.000
	6.567,00
	12.500
	12.721
	41
	101.77

	6. Diagnosticar y depurar 8000 predios de la propiedad inmobiliaria distrital, registrados en los saldos y cuentas de orden
	0
	
	0
	
	
	

	7. Actualizar 2.889 predios registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital 
	1.200
	1200
	0
	0
	100
	0

	8. Realizar 6 estudios que contribuyan a la construcción de políticas planes y programas relacionados con el espacio público y la propiedad inmobiliaria distrital.
	2
	0
	4
	2
	0%
	50


Fuente: Plan de acción DADEP reportado en la cuenta vigencia 2006 y 2007

Para el cumplimiento de la primera meta, la entidad suscribió 13 contratos en la vigencia 2006, y  para  el 2007, se suscribieron 14 contratos. 

En el contrato No.010 de 2007, se suscribieron 65 escrituras de las 65 contratadas; en el contrato 102 de 2007, se tramitaron 48 escrituras de la misma cantidad pactada y del 093 de 2007, con corte a 31 de diciembre de 2007, solo se  tramitaron seis escrituras de las 60 como mínimo exigidas, situación que generó incumplimiento en la meta programada para la vigencia. 

Adicionalmente, a través de la función del DADEP se culminaron trámites pendientes de escrituración, para un total 291, durante las vigencias de 2006 y 2007. Es decir, que el porcentaje de ejecución para estas dos vigencias de acuerdo con el número escrituras tramitadas según el plan de acción del DADEP fue del 72,75%.
Para la segunda meta la entidad suscribió en el año 2006,  los contratos 095 y 143 y para el año 2007, los contratos 032 y 101, con el propósito de diagnosticar los bienes de uso fiscal.

De acuerdo con la evaluación a la información suministrada por la entidad, para el cumplimiento del Plan de Desarrollo se propuso diagnosticar 507 bienes fiscales registrados en el inventario de la propiedad Inmobiliaria, diagnósticos que se cumplieron en un 100% durante este cuatrienio.

Para dar cumplimiento con la meta No.3, que consistió en “Diagnosticar 2050 bienes de uso público registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital”, durante los años de 2005, 2006 y 2007, se han adelantado 1.410 diagnósticos de los 2050 bienes de uso público registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital y se tiene previsto ejecutar 750 para el 2008.  

Para la vigencia 2006, se suscribieron los contratos 050 y 059 de los cuales se contrataron y se ejecutaron 500 diagnósticos. Para el año 2007, se suscribieron los contratos 103 y 105 a través de ellos, se contrataron y se ejecutaron 600 diagnósticos relacionados con el recibo y la toma de posesión de los bienes zonas de cesión de uso publico, bienes fiscales y bienes de uso público de no cesión, donde esta meta alcanzó un porcentaje del 89, 95% para las vigencias evaluadas.

Para la meta No.4: “Realizar 569.600 metros cuadrados de levantamientos topográficos y avalúos de la propiedad inmobiliaria distrital”.

Durante el 2005, 2006 y 2007, se realizaron levantamientos topográficos para un área total de 1.004.519.82 metros cuadrados, superando la meta prevista en el Plan de Acción.

Como parte del desarrollo de ésta  meta en el 2007, se celebró el contrato No.125 por valor de $40.000.000, actualmente en ejecución, a través del cual se adelantan los levantamientos topográficos, cuyo pago se efectúa con base en la cantidad de metros levantados y en la medida de los requerimientos exigidos por la entidad. 

Actualmente, se han entregado para la aprobación ocho (8) levantamientos topográficos, que involucran ocho (8) predios con área total de 570.219,77 metros cuadrados, con un pago de $23.353.679.00. Para el mes de febrero, se le entregaron al contratista 3 predios más, para realizar los respectivos levantamientos, hasta que se agote el monto total del valor del contrato.

Respecto de los avalúos para el año de 2007, se suscribió el contrato No.138 de 2005, por valor de $20.000.000, contrato  vigente a la fecha. El propósito de este contrato es elaborar avalúos para inmuebles de propiedad inmobiliaria Distrital en cabeza del DADEP, ubicados en la jurisdicción del D.C., de acuerdo con los requerimientos de la entidad, específicamente de bienes fiscales susceptibles de venta. 

A la fecha se han realizado 26 avalúos y en proceso de revisión se encuentran 21 de estos. Este contrato en términos generales se viene ejecutando en condiciones de normalidad, cumpliendo con lo pactado en el contrato.

En lo referente a la meta No.5 “Diagnosticar y depurar 33.000 predios con la información registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria”. 
Entre las vigencias 2006 y 2007, se ha ejecutado el 71,38% de lo programado.

Para efectos esta actividad El DADEP en el 2006, suscribió 3 contratos y en el 2007,  10 contratos.

Para la meta No. 6 que consistió en  “Diagnosticar y depurar 8000 predios de la propiedad inmobiliaria distrital, registrados en los saldos y cuentas de orden”, con respecto a esta meta, no se fijaron cantidades de cumplimiento para las vigencias 2006 y 2007.

Para dar cumplimiento con la meta No.7 que consistió en “Actualizar 2.889 predios registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital”. De acuerdo con la Ficha de Estadística Básica de Inversión Distrital (EBI-D), ésta meta se formuló para ejecutarla en las vigencias 2005 y 2006, en está última vigencia se suscribió el contrato No. 018 de 2006, para su ejecución, cuyo objeto consistió “En prestar sus servicios para apoyar a la Subdirección de Registro Inmobiliario, en el proyecto de saneamiento de la propiedad inmobiliaria distrital, realizando las incorporaciones y actualizaciones de 1.200 bienes inmuebles en el Inventario de la Propiedad inmobiliaria distrital, realizando las incorporaciones…”

En lo referente a la meta No.8 se programaron cuatro (4) estudios “que contribuyan a la construcción de políticas planes y programas relacionados con el espacio público y la propiedad inmobiliaria distrital”
 y para dar cumplimiento se suscribieron dos contratos:

El 108 del 30 marzo de 2007, cuyo objeto es de: “Prestar los servicios profesionales para realizar una investigación demostrativa que permita la tipificación de las formas de ocupación ilegal de los Antejardines en Bogotá D.C.,y plantee recomendaciones que orienten el diseño de acciones de prevención y regularización” por valor de $74.0 millones; para un plazo inicial de cinco meses. Se debe aclarar, que este contrato tiene como fecha de terminación el 14 de marzo de 2008, debido a las modificaciones en la ampliación del plazo de ejecución del contrato cuyo objeto consiste “En prestar los servicios profesionales para realizar una investigación demostrativa que permita la tipificación de las formas de ocupación ilegal de los Antejardines en Bogotá D.C., y plantee recomendaciones que orienten el diseño de acciones de prevención y regularización”.

Y el contrato No.100 de 2007, cuyo objeto es “Prestar los servicios profesionales para generar las líneas y protocolos que permitan la actualización del sistema de información geográfica del DADEP y de la capa de espacio público”.

El cumplimiento de esta meta fue del 50%, debido a que de los cuatro estudios programados para ser ejecutados en estas vigencias, únicamente fueron realizados dos (2). 

Conclusiones 

Del análisis general a la actividad de Registro y Saneamiento del espacio público del proyecto -7227- analizado en cuanto al logro de metas alcanzadas para las vigencias 2006 y 2007, se puede advertir que del inventario de los bienes de uso público y fiscales del Distrito Capital, que se encuentran incorporados al sistema de información de la Defensoria del Espacio Público – SIDEP - de la propiedad inmueble del D.C., como se muestra en el siguiente cuadro, únicamente se finalizaron 291 escrituras de las 400 programadas para las vigencias 2006 y 2007, que equivale al 72.75%. 

CUADRO No. 8

INVENTARIO DE BIENES INMUEBLES DEL D.C. 

INCORPORADOS EN EL SIDEP 

	TIPO DE PREDIOS
	NÚMERO DE PREDIOS
	NÚMERO DE PREDIOS CON ESCRITURA
	NÚMERO DE PREDIOS SIN ESCRITURA

	Predios fiscales 
	1.090
	1.024
	66

	Predios públicos de cesión 
	55.804

	24.888
	30.916

	Predios públicos de no cesión
	3.692
	3.292
	400

	SUBTOTAL
	60.586
	29.204
	31.362

	Predios registrados  de las entidades Descentralizas
	5.473
	
	

	TOTAL
	66.059
	
	



                 Fuente: DADEP a marzo 17 de 2008

La cantidad de predios que se les aplica el procedimiento de escrituración de las ZCOG
, de conformidad con lo establecido en el Decreto 161 de 1999, es muy bajo para cada vigencia, en comparación con el número que falta por escriturar, entendiéndose que una urbanización puede tener más de 100 bienes de uso público con una sola escritura pública.

La baja ejecución en el saneamiento de este tipo de bienes, se debe entre otras causas a: 

· Procedimientos complejos a los que se someten estos bienes de uso público, para ser saneados, con la marcada influencia de que para esta actividad, pese al gran esfuerzo realizado por la entidad, esta deba contratar de manera significativa la prestación de servicios en la mayoría de casos, con personas naturales y jurídicas, debido que la Entidad no cuenta con personal suficiente de planta que garantice la continuidad y permanencia en la labor, personal que entre otras cosas en la actualidad es de provisionalidad. 

· La falta de claridad en los títulos de propiedad, en los desarrollos de origen ilegal, que para ser subsanados ante la problemática existente, el Gobierno Nacional y Distrital han expedido los Decretos Nos. 564 de 2006 y Decreto Distrital 367 de 2005, que versan sobre el reconocimiento,  procedimientos y requisitos, donde se reconoce “La existencia de un asentamiento humano, constituido por viviendas de interés social realizado antes del 27 de junio de 2003
…”.

· Las Metas programadas para cada una de las vigencias en el Plan de Acción – componentes de Gestión y de Inversión en la Ficha de Estadística Básica de Inversión Distrital (EBI-D), son mínimas y por consiguiente en los logros que se obtienen, situación entendible desde el punto de vista de la entidad, dado el grado de complejidad del tema frente a los recursos dispuestos.

· No obstante lo expresado en párrafos anteriores sobre la problemática existente, en lo que tiene que ver con el plan de acción trazado por la entidad de acuerdo con los recursos y de gestión humana existentes, se puede evidenciar en términos generales, el adecuado cumplimiento de las metas para las vigencias evaluadas, aclarando que la actividad  No. 6 fue ejecutada en su totalidad en los años 2004 y 2005.

Proyecto 7229 “Campañas educativas y pedagógicas en el espacio público: El lugar donde se aprende lo público”.

Este proyecto se encuentra enmarcado en el componente “Eje urbano regional”, programa “Hábitat desde los Barrios y las Unidades de Planeación Zonal – UPZ”.

Este proyecto fue ejecutado a través de contratación, en el marco de la ley 80 de 1993. Para la vigencia 2006, se asignaron recursos por $320.6 millones, de los cuales se comprometieron $313.7 millones para una ejecución de recursos del 97.85%, quedando por ejecutar $6.9 millones.

Las metas programadas para el proyecto en el año 2006 fueron, “adelantar tres (3) ciclos de formación permanente de lo público en el espacio público” y el “desarrollar 5 piezas de comunicación y de campañas del espacio público”, de las cuales se desarrollaron seis (6).

CUDRO No. 9
 PROYECTOS DE INVERSION AÑO 2006

        En millones de pesos
	Nombre
	Código
	Valor Presupuesto
	Valor Ejecutado
	Saldo por Ejecutar

	Campañas educativas y pedagógicas en el espacio público el lugar donde se aprende lo público 
	7229
	320.587
	  313.689
	      6.897               


Fuente: Proyectos de inversión DADEP- análisis de auditor

Para la vigencia 2007, el proyecto contó con un presupuesto de $572.7 millones, de los cuales se ejecutaron $317.6 millones, para un porcentaje de ejecución de 55.46%, quedando por ejecutar el 44.54% que corresponde a $255.1 millones. 

La baja ejecución se debió a que el 20 de septiembre de 2007, se realizó la apertura al Concurso Público DADEP-CP005-2007, cuyo objeto era “Diseño, producción y ejecución de una estrategia de comunicación en temas de espacio público, de conformidad con lo establecido en los términos de referencia”, por valor de $238.5 millones, la cual fue declarada desierta mediante Resolución 234 de octubre de 2007, debido a que los proponentes no cumplieron con la evaluación financiera.

El proyecto estableció para esta vigencia tres (3) metas, como fueron: “consolidar un (1) sistema de información sobre qué es lo público y que es lo privado en espacio público”, el “adelantar dos (2) ciclos de formación permanente de lo público en el espacio público” y el “desarrollar doce (12) piezas de comunicación y de campañas del espacio público”, de las cuales desarrollaron 14, las metas programadas fueron ejecutadas en su totalidad. 

Si  bien  la entidad ejecutó las metas programadas para el proyecto en estudio, con el 55.46% del presupuesto asignado, se observa que no era necesario apropiar para el proyecto $255.1 millones, lo que evidencia la falta de planeación, eficiencia, economía y eficacia en la programación y ejecución de los dineros públicos.

CUADRO No.  10
PROYECTOS DE INVERSION AÑO 2007
	Nombre
	Código
	Valor Presupuesto
	Valor Ejecutado
	Saldo por Ejecutar

	Campañas educativas y pedagógicas en el espacio público el lugar donde se aprende lo público 
	7229
	572.695
	317.598
	  255.096


                                                           En millones de pesos 
Fuente: Proyectos de inversión DADEP- análisis de auditor

Lo anterior evidencia falta de planeación, incidiendo directamente en la eficiente ejecución de las metas, en la optimización de los recursos y en la minimización de los riesgos que se puedan presentar. 

Proyecto 7400 “Defensa Participativa y Sostenibilidad Territorial del Espacio Publico”

Este proyecto que adelanta el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, hace parte de los 7 proyectos que ejecuta esta entidad, incluidos en el Plan de desarrollo “Bogotá sin Indiferencia”, en el Eje Urbano Regional, concretamente al programa Hábitat desde los barrios y las UPZ, el cual tiene dentro de sus compromisos el Mejoramiento Integral de barrios. 

En este sentido la entidad se propuso establecer políticas urbanas que propendan la defensa, sostenibilidad y administración eficiente del espacio público, con el fin de hacer de él un factor esencial en la calidad de vida de los bogotanos. Así mismo, implementar mecanismos de cooperación interinstitucional que permitan aunar esfuerzos, recursos  e intereses en pro del mejoramiento social, económico y cultural de la ciudad, mediante la gestión sobre el espacio público; y finalmente crear espacios de participación donde la ciudadanía adquiera un papel protagónico, en la aprobación de lo público, haciendo de la gestión sobre él, un proceso de cogestión y corresponsabilidad.

Partiendo de esta base, este proyecto se estructuró a partir de procesos en los cuales el aporte de los ciudadanos o del sector privado, permitiera consolidar y mantener adecuadamente el sistema del espacio público de la ciudad, para lo cual desarrolló las siguientes estrategias:

1. Promover y motivar las entregas restituciones voluntarias y la adopción de cambio de comportamiento de los invasores por iniciativa particular como resultado del autoconvencimiento.

2. Crear espacios de resolución de conflictos, básicamente mediante el diálogo social para la concertación, que facilite la mediación y adopción de soluciones alternativas para alcanzar el respecto y el mejoramiento de espacios públicos, entre comunidades y autoridad pública.

3. Desarrollar actividades en espacios públicos, que acerquen a los ciudadanos a sus entornos e incrementen su conocimiento y valoración del espacio público.

4. Desarrollar actividades de capacitación, acompañamiento y asesoría que aumenten la capacidad de los grupos de población específicos para gestionar, sostener y mejorar espacios públicos.

5. Llevar a cabo el pago de compensaciones a las familias que suscribieron la conciliación, realizada con el Distrito Capital y homologada judicialmente por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

6. Apoyar técnica, logística, jurídica y operativamente a las localidades que lo requieran y lo soliciten, con el fin de agilizar procesos y llevar a cabo las diligencias y operativos de restitución.

7. Desarrollar acciones para asegurar la efectiva generación, administración, utilización, mantenimiento y protección del espacio público distrital.

Asignación y Ejecución Presupuestal

Para el desarrollo de estas estrategias, al proyecto se la asignó un presupuesto de $16.435 millones, correspondientes a los años 2004 al 2007, de los cuales se ejecutaron hasta el 31 de diciembre de 2007, un total de $10.587 millones. 

Durante las vigencias 2006 y 2007, objeto de análisis de este ente de control,  se asignaron recursos por un valor de $14.012 millones. 

De la vigencia 2006, se pudo establecer que se asignaron $6.830 millones, de los cuales se hicieron giros efectivos por $1.286 millones, que corresponden tan sólo al 18.84%; esto se debe a que gran parte de los recursos fueron  comprometidos.

Durante este año se suscribieron un total de 52 contratos por un valor total de $1.145 millones; 39 de ellos corresponden a prestación de servicios de apoyo técnico al Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público en la Subdirección de Administración Inmobiliaria y Espacio Público. Grupo interno de Sostenibilidad y Campañas para apoyar al DADEP en la gestión administrativa, financiera y contable de los proyectos inscritos y formulados por las organizaciones y asociaciones participantes dentro del programa “Acuerdos para la Sostenibilidad y gestión Concertada del espacio público”.

· Del análisis de esta contratación, se observa que en su mayoría fueron suscritos con profesionales, tales como: Arquitectos, Abogados y Contadores, por un plazo máximo de 11 meses.
Para la vigencia 2007, se asignó un presupuesto de $7.182,35 millones, para este proyecto, presentando una ejecución de $6.834 millones; gran parte de este presupuesto se destino para el Contrato 112 de 2007, cuyo objeto es la Fabricación, instalación y mantenimiento de mobiliario urbano denominado módulo de ventas, incluyendo la reposición; destinado al aprovechamiento económico del espacio público para la ciudad de Bogotá – Fase 1 de la Red Pública de Prestación de Servicios al usuario del Espacio Público - REDEP – , al cual se le destinaron el 68.9% de los recursos, un porcentaje que equivale a $4.951,39 millones, que se invirtieron en la construcción de los 154 módulos.

En total para este año, se suscribieron 55 contratos por un valor de $5.781,16 millones: 53 de ellos corresponden a prestación de servicios, con profesionales tales como: arquitectos, contadores y abogados; cuyos objetos ya se explicaron anteriormente. 
Mediante la Resolución No. 057 del 30 de Marzo de 2007, se adjudicó a través de licitación a la firma SOCODA S.A., el contrato No.112 de 2007, para la construcción de módulos de ventas, por valor inicial de $4.501 millones. Contrato mencionado en párrafos anteriores.

Posteriormente, mediante Resolución No.0236 del 26 de marzo de 2007, se incorpora el diseño del modulo de ventas doble, tipo básico, a la cartilla de Mobiliario Urbano del Distrito Capital. Razón por la cual, se suma la necesidad de fabricar 14 módulos más a los 140 inicialmente contratados, para tal fin se efectúa una prorroga de 3 meses y una adición por valor de $450.126 millones, al contrato 112 de 2007.

Otro de los contratos con mayor asignación de recursos fue el Contrato 113 de 2007, cuyo objeto fue ejercer la Interventoria técnica, administrativa, social, ambiental y jurídica del contrato 112 de 2007, correspondiente a la fabricación de los módulos de ventas. Este contrato se adelanta con la firma INGECON S.A. por un valor inicial de $435,36 millones; a este valor se efectuó una adición por $73 millones y una prorroga de 20 días.
Cumplimiento de Metas del Proyecto 7400.

Para lograr este objetivo, se programaron ocho (8) metas:

· Diagnosticar 628 organizaciones para la capacitación de acuerdos de sostenibilidad

· Formar 488 organizaciones comunitarias para la formulación de acuerdos de sostenibilidad

· Realizar 100 seguimientos a los contratos de administración, mantenimiento y aprovechamiento económico.

· Actualizar un inventario de bienes de uso público susceptible de ser aprovechados económica y temporalmente

· Apoyar 19 localidades que lo requieran  técnica y logísticamente

· Realizar 937 procesos de conciliación para la entrega voluntaria de espacios públicos indebidamente apropiados

· Ejecutar 40 programas de reasentamiento  de habitantes de los cerros de Monserrate

· Instalación de 154 módulos dobles para la Red Pública de Prestación de Servicios al usuario del espacio público.
De las tres primeras metas, se pudo establecer que estas forman parte del programa “Acuerdos para la sostenibilidad y la gestión concertada del espacio público”. Este programa es una actuación del DADEP para la gestión, administración, control, sostenibilidad del espacio público, el cual se ha estructurado bajo criterios de participación y transversalidad, para ello, se busca promover la gestión concertada con organizaciones cívicas, comunitarias y del sector privado interesadas en asumir responsabilidades en su cuidado, administración y mantenimiento. Se reciben y estudian numerosas iniciativas ciudadanas para administrar y mantener sus espacios públicos, especialmente zonas de cesión, que para materializarse en contratos de administración y mantenimiento deben acompañarse técnica e institucionalmente para formular planes de manejo viables financiera, social y técnicamente.

El programa aborda las siguientes etapas fundamentales, donde se enmarcan estas metas:

· De inscripción de las asociaciones u organizaciones comunitarias

· De capacitación o formación y formulación de proyectos de administración

· De suscripción o forma y perfeccionamiento del contrato o acuerdo

· De seguimiento y evaluación de los contratos de acuerdo.

En consecuencia, las metas formuladas para los años 2004 a 2007, fueron las siguientes:

1. Diagnosticar 628 organizaciones para la capacitación de acuerdos de sostenibilidad

2. Formar 488 organizaciones comunitarias para la formulación de acuerdos de sostenibilidad

De las metas antes descritas, se establecieron diferencias importantes en los reportes que presenta la entidad, lo cual deja un margen de duda respecto del cumplimiento real que tienen  las metas.

El DADEP tiene la obligación de reportar cual fue el nivel de cumplimiento de sus proyectos incluidos en el Plan de Acción a la Secretaria Distrital de Planeación, instancia encargada de consolidar  los avances de estos; un reporte oficial que tiene la Administración Distrital conocido como SEGPLAN, en el cual se puede determinar el nivel de cumplimiento de los proyectos que desarrollan las entidades. (Ver Documento de soporte Plan de Acción – Componentes de Gestión y de Inversión – Secretaria Distrital de Planeación) 

En este reporte que presenta el DADEP a la Secretaria Distrital de Planeación, se encontraron inconsistencias en las cifras reportadas para los años 2006 y 2007, que al momento de ser comparadas con el informe reportado a esta Contraloría en ejercicio del Plan de Auditoria Regular, el día 7 de febrero de 2008, con el número de Radicación 2008ER1712 (Ver Documento adjunto), se pudo establecer que: 

CUADRO No. 11
RELACION DE LAS INCONSISTENCIAS EN LA INFORMACIÓN SUMINISTRADA POR EL DADEP

	META
	AÑO
	INFORME PLAN DE ACCION – SECRETARIA DE PLANEACION
	INFORME DADEP 7 DE FEBRERO DE 2008 AL SAI

	
	
	PROGRAMADA
	EJECUTADO
	%
	EJECUTADO
	%

	Diagnosticar 628 organizaciones para la capacitación de acuerdos de sostenibilidad
	2006
	137
	178
	129.9
	192
	140.1

	
	2007
	90
	105
	116.6
	71
	78.8

	Formar 488 organizaciones comunitarias para la formulación de acuerdos de sostenibilidad
	2006
	223
	296
	132.7
	163
	73.09

	
	2007
	70
	76
	108.5
	67
	95.7


Fuente: Datos tomados del Plan de Acción – Componentes de Gestión y de Inversión. Secretaria de Planeación – Subsecretaria de Planeación de la Inversión. Fecha de Corte 31 – 12 – 2007

El cuadro indica que para el año 2006, la primera meta se cumplió en un 140% según el informe del DADEP, diferente al presentado a la Secretaria Distrital de Planeación que es del 129.9%.

Para el año 2007, el  Plan de Acción presentó en la primera meta un cumplimiento en un 116%, es decir, que se superó lo programado, sin embargo, se desmiente esta versión pues el cumplimiento de la meta sólo alcanzó el 78.8%, es decir, que solo se lograron 71 acuerdos de sostenibilidad.

Para la segunda meta, que contempla la formación de 488 organizaciones en el 2006, el reporte del Plan de Acción indica que se cumplió en un 132.7%, pero la verdad es que tampoco se cumplió, se logró tan solo un cumplimiento del 73,9%.

En el año 2007 sucedió lo  mismo, se reporta un cumplimiento muy superior 108,5%, cuando el cumplimiento fue de un 95%, respecto de lo programado que fue de 70 organizaciones comunitarias con las cuales se logró la formulación de acuerdos de sostenibilidad.

De lo anterior se solicitó explicación a la Subdirección de Administración Inmobiliaria y Espacio Público, sobre las inconsistencias reflejadas en las cifras reportadas a través del SEGPLAN, respondiendo que ratifican las cifras oficiales incorporadas en el Plan de Acción de la entidad y afirmando que las estadísticas relacionadas en el informe presentado por esta Subdirección fueron tomadas de los cuadros auxiliares que maneja el área de sostenibilidad.

A pesar de las correcciones antes descritas, se siguen presentando errores en la meta número 3  “Realizar 100 seguimientos a los contratos de administración, mantenimiento y aprovechamiento económico” sigue presentado inconsistencias en los reportes. En el Plan de Acción de la entidad, se programaron para el año 2006, 149 seguimientos y se cumplieron más de los previstos 164, sin embargo el porcentaje de cumplimiento que se indica fue del 90.8%, cuando el porcentaje real debió haber sido del 110%. 

Para el 2007 el caso es el mismo, se programaron 100, se cumplieron 99 y el porcentaje que se relaciono en el documento del Plan de Acción fue del 101.1%, el porcentaje real debe ser 99%. En el informe del DADEP dice que se cumplieron 98 seguimientos a los contratos de Administración, mantenimiento y aprovechamiento.

Respecto de la Meta No. 4, Actualizar un inventario de bienes de uso público susceptible de ser aprovechados económica y temporalmente, se indica que “la consolidación y actualización del inventario propiedad inmobiliaria del Distrito capital, constituye una atribución de la Subdirección de registro inmobiliario. En razón a ello, tal subdirección desarrolla esta gestión mediante los recursos de funcionamiento  y del proyecto 7227, alusivo al Registro y saneamiento del espacio público. El espacio de lo público donde se realizan las acciones de saneamiento, depuración y registro de los bienes que hacen parte del espacio público de la ciudad”  Tomado del informe presentado por la Subdirección de Administración Inmobiliaria”

En el Plan de Acción de la entidad, se habla de que esta meta se ha cumplido en un 100% durante los años 2006 y 2007, pero se menciona que se esta desarrollando con recursos del proyecto 7227; primero que todo no se entiende porque no se mencionó la modificación de la meta en el Plan de Acción y porque esta sigue apareciendo como parte del proyecto 7400,  y segundo porque no aparece relacionada en el proyecto 7227.

De la Meta No. 5 “Apoyar 19 localidades que lo requieran técnica y logísticamente, se estableció que como parte de la misión del DADEP en particular, se adelantaron actuaciones de recuperación de espacio público, bien a través de denuncias, quejas y derechos de petición tramitados ante las diferentes alcaldías locales y en otras ocasiones como  resultado  de restituciones voluntarias.

Para las vigencias señaladas a través de querellas se logró recuperar para la ciudad de Bogotá,  31.076 metros cuadrados de espacio público. 

Para poder dar cumplimiento de esta función, el DADEP hizo acompañamiento en operativos y diligencias de restitución de espacio público  en las 19 localidades, culminando con más de 1.763 visitas ejecutadas por profesionales en arquitectura. 

Este acompañamiento se dio como resultado tanto de solicitudes de las Alcaldías, como de abogados que adelantan la defensa judicial en representación del DADEP o para dar cumplimiento de derechos de petición invocados por los ciudadanos.

El DADEP impulsó para las dos vigencias en colaboración con los abogados,  5.198 querellas.

Adicionalmente en estos dos periodos, la entidad recibió y tramitó 3.296 denuncias por invasión de espacio publico, por el sistema S.Q.S  (Sistema de Quejas y Soluciones).

Como mecanismo alterno, la entidad ha venido participando de forma activa en el proceso de recuperación del espacio público, a través de la Restitución Voluntaria del Espacio Público
 y  en este sentido, en los dos años evaluados logró recuperar 139.420.46  metros cuadrados de espacio publico, invadido en las distintas localidades, cifra ésta que comparada con los metros de espacio recuperado a través de procesos administrativos policivos, ha brindado mayor eficacia, menor desgaste administrativo así como un mínimo de inconformismo de los ciudadanos. Por lo  tanto,  este  hecho  se resalta  positivamente frente a los resultados de la gestión fiscal adelantada por la entidad.

También se destacan las jornadas pedagógicas y de sensibilización  hacia vendedores  formales que extienden su negocio sobre espacio publico, de vendedores informales que ocupan indebidamente el espacio publico, la recuperación de zonas de cesión y la participación en conjunto con otras entidades distritales en el Plan de Manejo de Humedales.

De la Meta No. 6 “Realizar 937 procesos de conciliación para la entrega voluntaria de espacios públicos indebidamente apropiados”, se pudo establecer que para los años 2006 y 2007, superaron lo programado y que las cifras reportadas son consecuentes con el informe del Plan de Acción para el año 2007, pero no sucede lo mismo para el año 2006, por cuanto, se programaron 250 y se ejecutaron 381 para un 152.4% sin embargo, el informe del SAI, relaciona  tan solo 242. 

La Meta No.7 que consiste en ejecutar programas de reasentamiento de los habitantes de los cerros de Monserrate, mediante acuerdo con las familias que ocupaban la denominada zona VEREDAS DE MINAS DE MONSERRATE.

Al respecto se pudo establecer que para el 2006, se cumplieron las metas programadas. Para el 2007, según el informe presentado por el DADEP, se relacionaron la homologación de 7 conciliaciones que se vienen adelantando, y que se encuentran en el Tribunal Administrativo de Cundinamarca; sin embargo, en el Plan de Acción no se indica cumplimiento de la meta alguno.  Por lo tanto, se requiere la precisión de esta meta.

Lo anterior indica falta de controles y seguimiento en el reporte de la información que se suministra, razón por la cual se incurrió en errores que quedaron formalizados con la presentación de la cuenta
, no sólo la que se presentó a este organismo de control, sino a la Secretaria Distrital de Planeación, que es la instancia encargada de rendir cuentas de la Administración Distrital en su conjunto, lo mismo que al Concejo de Bogotá, sobre los alcances logrados por las entidades en el cumplimiento del Plan de Desarrollo de la ciudad. 

Suministrar información equívoca en un documento público, deja dudas, no solo porque no se pueden corregir, sino porque deja en entre dicho el real cumplimiento de la Administración, que debería tomar las acciones pertinentes a efectuar un verdadero seguimiento de la inversión pública.

Finalmente la Meta No. 8 “Instalación de 154 módulos dobles para la Red Pública de Prestación de Servicios al usuario del espacio público” se ha cumplido en un 100%. 
De acuerdo con la Subdirección de Administración Inmobiliaria y Espacio Público, la instalación de los Módulos tiene unos fundamentos jurídicos, urbanísticos y administrativos entre lo que pueden citarse como soportes de la decisión de la administración Distrital los siguientes:

· El Decreto 215 de 2005 – Plan Maestro de Espacio Público – se constituye en el marco normativo que busca regular de manera sistemática la generación, mantenimiento, administración, financiamiento y manejo del Espacio Público en el Distrito Capital.

Artículo 20.- La Red Pública para la Prestación de Servicios al Usuario del Espacio Público. La Red Pública es un sistema administrado y regulado integralmente por la Administración Distrital, constituido por la red de distribución de mercancías, el mobiliario urbano destinado al aprovechamiento económico del espacio público, los centros de acopio y el sistema de control de calidad.

El mobiliario urbano, su localización y características, serán determinados por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital o quien haga sus veces, previa consulta con la entidad que el Distrito designe para tal efecto. 

· Ley 9 de 1989 que en su articulo 7 determina:

Artículo 7. Los municipios y la Intendencia Especial de San Andrés y Providen​cia podrán crear de acuerdo con su organización legal, en​tidades que serán responsa​bles de administrar, desarro​llar, mante​ner y apoyar financieramente el espacio público, el patrimonio inmobilia​rio y las áreas de cesión obligatoria para vías, zonas verdes y servicios comuna​les. Así mismo podrán contratar con entidades privadas la administración, mantenimiento y aprovecha​miento económico de los bienes anteriores.

 
· Decreto Nacional 1504 del 4 de agosto de 1998, que en su articulo 18 establece:

Artículo 18. Los municipios y distritos podrán contratar con entidades privadas    la administración, mantenimiento y el aprovechamiento económico para el municipio o distrito del espacio publico, sin que impida a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito.

Adicionalmente son soportes jurídicos fundamentales las siguientes normas: Ley 388 de 1997, el Plan de Ordenamiento Territorial contenido en el Decreto Distrital 619 del 28 de julio de 2000, revisado por el Decreto Distrital 469 del 23 de diciembre de 2003, compilado por el Decreto Distrital 190 del 22 de junio de 2004, el Plan de desarrollo económico, social y de obras públicas “Bogotá sin indiferencia, un compromiso social contra la pobreza y la exclusión” contenido en el Acuerdo Distrital número 119 del 3 de junio de 2004 y, la sentencia T-772 de 2003 de la Honorable Corte Constitucional. 
A partir de esta Sentencia, los Modulares de Venta, son la respuesta de la Administración Distrital para acatar los mandatos de la Carta Política previstos en los artículos 82 y 63, para predicar los conceptos de los usos regulados y ordenados del espacio público, donde en el juicio de la Doctrina Jurisprudencial de la Honorable Corte Constitucional (Sentencia SU-360 de 1999 y T-772 de 2003), el espacio público debe apreciarse en un ejercicio de conciliación armónica con  el derecho al trabajo, que a su vez obra en conexidad con el derecho a la vida, que como derecho prevalente que es de la comunidad, comporta la razón que mueve la gestión pública y administrativa del aparato del Estado en el marco del Estado Social de Derecho. 
Respecto al Proceso de selección para construcción e instalación del mobiliario el Comité de Coordinación Interinstitucional decidió asignarle al Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público el liderazgo de la contratación del proyecto de adecuación física del espacio público, fabricación, instalación y el mantenimiento del mobiliario – módulos de venta- durante un año, estableciendo que para ello contaría con el apoyo y soporte del Instituto de Desarrollo Urbano IDU y de la Secretaría Distrital de Planeación teniendo en cuenta las competencias y facultades asignadas a estas dos entidades en este tema; mientras que la operación que comprende la red de distribución de mercancías, los centros de acopio y el sistema de control de calidad sería ejecutados por el Instituto para la Economía social “IPES”, dependencia de la Secretaría Distrital de Desarrollo Económico.

Mediante Resolución Nº 0236 del 26 de marzo de 2007 , el mencionado Módulo de Ventas fue incorporado a la Cartilla de Mobiliario Urbano del Distrito Capital , convirtiéndose no solamente en un elemento de Mobiliario Urbano complementario al Espacio Público, si no, como un elemento de mobiliario para el funcionamiento de la Red Pública para la Prestación de Servicios al Usuario del Espacio Público –REDEP, previstos en el Plan Maestro del Espacio Público que fue adoptado mediante el Decreto Distrital 215 de 2005. 
Finalmente, mediante la licitación Pública DADEP –LP 001 de 2007, se seleccionó a la Sociedad Comercial denominada SOCODA LTDA, para la ejecución de las obras requeridas en los procesos de Fabricación, instalación, mantenimiento, que incluye la reposición de mobiliario urbano denominado módulo de ventas destinado al aprovechamiento económico del espacio público para la ciudad de Bogotá – Fase 1 de la Red Pública de Prestación de Servicios al usuario del Espacio Público - REDEP –  al cual se le destinaron el 68.9% de los recursos, porcentaje que equivale a $4.951,39 millones, los cuales se invirtieron en la construcción de los 154 módulos.

La Interventoria técnica, administrativa, económica, social, ambiental y jurídica del contrato de fabricación, instalación y mantenimiento que incluye la reposición de mobiliario urbano denominado módulo de ventas fue adjudicado a la firma  INGENIERIA Y CONSULTORIA -INGECON S. A.
Para verificar el cumplimiento del Contrato 112 – 07, se efectuaron 50 visitas técnicas con el fin de establecer la construcción de los Módulos de Ventas, de acuerdo con las especificaciones técnicas que se definieron para su desarrollo. 
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En general los Módulos fueron bien fabricados de acuerdo con las especificaciones técnicas y urbanísticas y están respondiendo a las expectativas de sus usuarios.  Es necesario que se hagan los ajustes necesarios para corregir el diseño de las luminarias de piso, que en gran parte de los módulos de ventas, no se encuentran colocadas, sin bien es cierto, que fueron robadas, es necesario que se vuelvan a colocar los mas pronto posible de acuerdo con el nuevo diseño que se mencionó durante la visita por parte de la Interventoria y del Contratista.
[image: image3.jpg]


    [image: image4.jpg]



Igualmente las luminarias de techo requieren también ajustes, pues muchas de ellas se encuentran sueltas, los huecos que se abrieron para colocarlas no son muy grandes y las luces quedan sueltas, algunas están a punto de caerse.
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Conclusión del Proyecto.

A pesar de las deficiencias encontradas en las cifras reportadas en el Plan de Acción a la Secretaria de Planeación, no se puede desconocer la manera organizada como se ha trabajado para la ejecución del proyecto; los avances logrados en cada una de las metas están debidamente soportados, pero la falta de controles en el reporte de estos logros, opacaron las Gestión desarrollada por la Subdirección de Administración Inmobiliaria y Espacio Público. 

Si bien es cierto, se efectuaron las correcciones pertinentes de algunas dudas que se observaron en el Plan de Acción estas siguieron presentándose, y requieren nuevamente de las explicaciones pertinentes, no obstante, es necesario precisar que, en el momento que se solicito el informe del proyecto por parte de este Grupo Auditor, explicando cada uno de los avances de las metas, este debió tener los mismo datos que fueron relacionados en los informes presentados a la Contraloría (Cuenta Anual) y a la Secretaria de Planeación en el  Plan de Acción de la Entidad, sobre todo las cifras correspondientes al año 2006, que se supone no tienen derecho a explicaciones ni correcciones.

Proyecto 7401 “Optimización de la Gestión Inmobiliaria Distrital”
Este proyecto va encaminado a dar una gerencia inmobiliaria pública, que va de la mano con la gestión directa con entidades y arrendatarios, diseño de políticas y pago de servicios públicos, tributos y  facilidades para garantizar la seguridad de los inmuebles, además de lo anterior adelanta procesos judiciales, inventarios, diagnostico físicos legales, reparaciones locativas y actividades adicionales para el saneamiento y administración inmobiliaria.

El objetivo de este proyecto es desarrollar un sistema de administración inmobiliaria eficiente, que optimice el uso de los recursos existentes y que asegure la sostenibilidad del patrimonio público. 

El presupuesto total asignado para la ejecución de este proyecto fue de $6.170 millones. Para la vigencia 2006,  se apropio $1.240 millones, y para el 2007, $2.183 millones.  Para la vigencia 2007, el presupuesto fue modificado en $1.060 millones, quedando con un presupuesto de $993 millones, afectando significativamente, la actividad correspondiente a la reubicación de marmoleros del cementerio central, parte de la meta 5 “Administrar directa e indirectamente los inmuebles del D.C., situación que se muestra en el siguiente cuadro, donde se aprecia la proyección de costos para los años 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008.

CUADRO No. 12 

PRESUPUESTO PROYECTO 7401







           En millones de pesos

	Presupuesto Inicial

	Año 0
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Total proyecto

	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	

	1.089
	1.099
	1.240
	2.183
	536
	6.170

	Presupuesto modificado

	1.089
	1.099
	1.240
	993
	536
	5.862


         Fuente: Ficha EBID y Formulación 26-12-06 y Reformulación 08-01-08

La anterior reducción se debe a que la administración de los cementerios no era competencia del Departamento Administrativo de la Defensoria del Espacio Público “DADEP”, sino que dicha acción era competencia de la unidad administrativa de Servicios Públicos “”UAESP”, ya que esta y la extinta EDIS, suscribieron contratos de arrendamiento con particulares sobre algunos locales comerciales ubicados en los cementerios.

Sin embargo, según Decreto 557 de 2007 del Secretario Distrital de Salud entonces Alcalde Mayor encargado, se le asigna al DADEP funciones en relación con la recuperación, saneamiento y administración de los cementerios Públicos de Bogotá D.C.

Cumplimiento de metas

Para la vigencia del 2006  y 2007, se  programaron 7 metas, que se ejecutaron así:

CUADRO No. 13
PROGRAMACIÓN Y EJECUCIÓN DE METAS

	Descripción
	2006
	2007

	Metas
	Programado
	Ejecutado
	Ejecutado

%
	Programado
	Ejecutado
	Ejecutado

%

	1. Realizar estudios técnico jurídico y recaudar los medios de prueba necesarios para iniciar las acciones judiciales tendientes a lograr el  saneamiento desde el punto de vista administrativo de inmuebles fiscales de propiedad del Distrito Capital.
	9
	10
	111.11
	34
	34
	100

	2. Proyectar 463 documentos de entrega o normalización de tenencia de inmuebles Fiscales
	100
	101
	100.1
	100
	100
	105

	3. Hacer 1000 seguimientos a las obligaciones contenidas en los documentos de entrega suscritos.
	1000
	1000
	100
	1.000
	1.000
	100

	4. Verificar 2000 Estados Físicos de los inmuebles de propiedad del Distrito Capital.
	860
	879
	102.2
	2.000
	2.000
	100

	5. Administrar directa o indirectamente 1600 inmuebles del Distrito Capital.
	1.300
	1.541
	118.5
	1.600
	1.600
	100.9

	6. Realizar 50 seguimientos a contratos de arrendamientos
	50
	0
	0
	50
	38
	76

	7. Ofrecer inmuebles en venta
	5
	0
	0
	54
	54
	100


Fuente: Plan de Acción y Formulación 08-01-08
Se observo que la programación que indica las metas en el plan de acción, no coincide con la información presentada en los informes, hecho que fue aclarado mediante oficio 2008ER3442  y que a continuación se describe:
Meta No.1 El número de predios con estudio técnico y jurídico, con el fin de recaudar las pruebas necesarias para iniciar las acciones judiciales, tendientes a la recuperación de inmuebles fiscales de propiedad del Distrito Capital, fue de 10 y 34 unidades para los año 2006 y 2007 respectivamente, alcanzando así lo programado en la meta.

Así mismo, se suscribieron 8 contratos,  por valor de $348 millones, para el año 2006 y 2 contratos en el año 2007, por valor de $41 millones.
Para la Meta No.2, sobre la gestión de normalización de Tenencia, se realizaron 101 documentos de entrega y tenencia de inmuebles fiscales durante la vigencia 2006 y 105 en el 2007, cumpliendo así, el 100% de lo programado en la meta.

Así mismo en desarrollo de la meta, se suscribieron 7 contratos en el 2006 y 4 en el 2007.

Meta No.3,  se cumplió el 100% de lo programado, ya que en las dos vigencias se realizo el seguimiento y verificación a la normatividad y a las obligaciones, contenidas en los documentos de entrega suscritos. 

Para la Meta No.4, que era verificar el estado físico de los inmuebles de propiedad del Distrito Capital, realizado a través de visitas técnico- administrativas para confrontar entre otros aspectos, el estado del inmueble y el cumplimiento de las obligaciones pactadas en los documentos de entrega suscritos, realizándose  879 visitas durante la vigencia 2006, y 2000 visitas durante el año 2007.

Para esta meta se suscribieron 2 contratos en el año 2006  y 5 en el 2007.
Para dar cumplimiento a la Meta No.5, se realizó la administración indirecta a 1.541 y 1600 inmuebles fiscales de propiedad del Distrito Capital, durante las vigencias de 2006 y 2007, respectivamente.  Dicha administración implica la vigilancia sobre el uso y adecuada utilización por parte de las entidades del sector central o descentralizado del Distrito Capital o la Nación o Personas Jurídicas de derecho privado, que los tienen bajo su tenencia, como también el pago de los impuestos y la contribución de valorización, por ser éstas obligaciones inherentes al dueño del inmueble.

En la Meta No.6, se programó para la vigencia 2006, realizar el seguimiento a 50 contratos de arrendamiento, una vez revisado el Plan de Acción de la vigencia 2006, este reporta cero (0) ejecución, al indagar sobre el cumplimiento de lo programado en la meta, se evidenció que este reporte no era cierto, en declaración emitida mediante oficio 208EE3445, el DADEP justifica que la inconsistencia obedece a que el reporte que se envió a la oficina de planeación, no se diligencio correctamente y que realmente se realizó seguimiento a los 39 contratos suscritos durante la vigencia, los cuales se encuentran soportados en el sistema de información SIDEP.  

Para el año 2007,  se hizo seguimiento a 54 contratos en razón a que disminuyo la contratación en la respectiva vigencia y se realizó la entrega de bienes.

En la  Meta No.7, se programó ofrecer 74 inmuebles en venta, pero presenta la misma inconsistencia de ejecución anterior, para lo cual la Subdirección de administración inmobiliaria, explica que se realizaron las gestiones relacionadas con el ofrecimiento de 135 inmuebles a las diferentes entidades del orden distrital y del orden nacional; y que de acuerdo a lo anterior se recibieron inicialmente solicitudes de 17 entidades.

En el año 2007, se realizó la promoción para la venta de 54  inmuebles, que se encontraban disponibles del sector central y descentralizado del Distrito Capital.

3.2.2.2 Balance Social

A partir de la finalidad que tiene el informe de Balance Social, que es la presentación de los resultados de la gestión social de la entidad,  de acuerdo con la participación y nivel de cumplimiento en la ejecución de las políticas públicas formuladas por la Administración Distrital, para la solución de las problemáticas identificadas.

Se estableció que en primera instancia, los balances tanto del año 2006, como 2007, no establecen la relación de sus problemáticas y proyectos con las políticas establecidas por la Administración en el Plan de Desarrollo de la ciudad.

Para la Contraloría el balance de la entidad debería ser una herramienta de control, que permite evaluar los resultados alcanzados por la entidad en la  formulación, diseño e implementación de políticas públicas y establecer los efectos que su aplicación causa en los ciudadanos y en la búsqueda de la equidad en los niveles económicos, sociales, políticos y culturales; sin embargo esto no se observa en dichos documentos, no se puede establecer la relación de sus acciones y proyectos con las políticas que estableció la Administración.

El Informe de balance debe ser presentado de acuerdo a los tres componentes de la metodología:

1) Reconstrucción del problema social

2) Instrumentos operativos para la solución de los problemas sociales

3) Resultados en la transformación de los problemas sociales 

Respecto del primer componente que es la “Reconstrucción del problema social” se pudo establecer que sí se identificaron los problemas y sus causas pero no se estableció la focalización de la población afectada.

El DADEP no relacionó la ubicación geográfica de la población, directamente afectada por los problemas identificados.  Esta focalización la establece la entidad de acuerdo a sus estadísticas propias.   Las unidades de focalización pueden ser: número de habitantes, localidades, UPZ, barrios, número de colegios, hospitales, etc. de acuerdo al problema diagnosticado, cualquiera de estas unidades es válida, lo importante es que se presente focalización.  

Es importante también  que se definan las características más relevantes de la población y una descripción de la zona específica en la cual se ubica.  Se trata de que se relacione el análisis de contexto sobre la comunidad involucrada caracterización socio-económica y cultural de la población y el área de influencia, relacionándolo con la situación problemática que se enfrenta.

Así mismo el DADEP no menciona los actores, instituciones u organismos públicos o privados que tienen relación directa o indirecta con las problemáticas identificadas.

Del segundo componente “Instrumentos Operativos para la Atención de los problemas,” se pudo establecer como ya se menciono que no hay relación de los proyectos que plantea la entidad con los programas, compromisos y políticas que se programaron para atender el problema social identificado.  

Así mismo la entidad, tampoco no identifica claramente los proyectos, no tienen identificado el código del proyecto y/o acciones que ejecutó la entidad para atender el problema. No se establece claramente cual es el objetivo general y de qué manera se va a lograr o se está logrando el cambio concreto con la ejecución del proyecto. De igual manera, no se ha conocido el conjunto de objetivos específicos que permitirá cumplir el objetivo general. 

En el tercer componente, donde la entidad presenta los resultados de sus acciones, que son el efecto de las actividades desarrolladas para la ejecución de los proyectos o acciones a su cargo que están de acuerdo con la política, se observa que no identificaron la totalidad de las metas de cada uno de los proyectos, razón por la cual, no se puede establecer el porcentaje de cumplimiento de acuerdo con cada uno de los objetivos formulados.  

Una vez señaladas en mesa de trabajo y discutido con el sujeto de control  las inconsistencias presentadas en las cifras reportadas en el Informe de Balance Social presentado por la entidad, se tipifica un hallazgo de tipo administrativo, a saber:

3.2.2.2.1 Hallazgo Administrativo.

Al confrontar algunas de las metas y actividades relacionadas con los informes presentados por el DADEP (Plan de Acción, Informe Subdirección de Administración Inmobiliaria y Área de Defensa), no corresponden a las cifras oficiales presentadas; por ejemplo se habla de que en las “Áreas  recuperadas: a Diciembre de 2007, se apoyó a las Alcaldías Locales en la recuperación para la ciudad de más de 172 mil metros cuadrados de espacio público que estaba invadido” pero en uno de los informes solicitados por esta Auditoria se habla de que en el Grupo de Restituciones Voluntarias por localidades del año 2006 y 2007, se lograron un total de 139.420,46 metros cuadrados.

De otra parte, el DADEP menciona que con respecto a la “Atención a Denuncias Ciudadanas. A diciembre 31 de 2007, se recibieron 1.683 denuncias ciudadanas sobre contravenciones en el espacio público; y se respondieron 1.540 denuncias tanto del año 2007, como de vigencias anteriores” sin embargo,  en el informe de Resultados presentado por el Área de Defensa, señala que en el año 2007,  se recibieron 1.254 denuncias.

Igualmente el informe de Balance Social, menciona que se capacitaron y formaron para el 2006, 340 organizaciones cívicas, gremiales y comunitarias, en temas de administración, mantenimiento y aprovechamiento económico de espacios públicos, para el año 2007 se formaron 61; diferente a lo que muestra el informe suministrado por la Subdirección de Administración Inmobiliaria, que para el 2006 presenta 192 y para el 2007, 67; y en el Plan de Acción se presenta para el año 2006, 296 y para el 2007, 76.  

Respecto al “Acompañamiento a los acuerdos suscritos con la comunidad: Durante la vigencia del 2007 el 100% de los contratos suscritos con organizaciones cívicas, gremiales y comunitarias contaron con el acompañamiento y asesoría de la Defensoría del Espacio Público,”  para los años 2006 y 2007, se menciona un cumplimiento del 100%; las cifras presentadas en el Plan de Acción indican que para el año 2006,  se supero esta meta; se concluye  que se efectuaron 164 seguimientos; razón por la cual, este seria el espacio para comentar el porque se superaron las metas frente a lo programado, sin embargo, no hay una explicación de tales logros.

Siguiendo con el análisis del informe de Balance Social, se encuentra que no se relacionaron los Indicadores del proyecto que son las unidades de medida que permitirá realizar el seguimiento del proyecto y verificar el cumplimiento del objetivo.  

El DADEP no relaciona los indicadores formulados y aplicados, para medir los resultados de cada  proyecto. Por lo tanto no se puede medir, valorar y evaluar el cumplimiento, el comportamiento y dinámica de los objetivos, metas y actividades.

  

Al observar el análisis presupuestal de los proyectos, se encuentra una simple descripción de los porcentajes ejecutados. No hay una explicación de ellos, que permita verificar la eficiencia en el manejo de los recursos.  

Con respecto al numeral que indica las
Limitaciones y problemas del Proyecto, no se describen las suspensiones, correctivos, modificaciones o cambios parciales que han sido necesarios realizar para cumplir con los objetivos previstos del proyecto, como ocurrió en la meta que fue superada ampliamente.

Finalmente, en lo que tiene que ver con los Impactos del Proyecto, la entidad  no relaciona todos los factores, condiciones y procesos que posibilitaron los resultados, describiendo claramente todos aquellos aspectos que permitan evaluar la magnitud de los logros frente a los objetivos  programas, proyectos y metas.

Así mismo, no se indican otras acciones implementadas para la solución de las problemáticas que no están establecidas dentro del plan de desarrollo, pero que permiten dar operatividad y cumplimiento a las políticas de la Administración o de la entidad.

Conclusiones.

De forma general el Balance Social presentado por el DADEP, es muy limitado y no permite determinar el nivel de gestión social de la entidad, el informe presentado en el año 2007, es fiel copia del presentado en el 2006, salvo por el cambio en las cifras, que como se mencionó no son precisas, no hay una explicación del progreso de las metas año a año, ni de los cambios que se han venido dando en la solución de la problemática.

Por lo tanto, no se esta cumpliendo con los lineamientos metodológicos, no se puede observar cual ha sido la participación de la entidad en los procesos de conceptualización, diseño, implementación y ejecución de las políticas públicas formuladas por la Administración, no hay una relación con los instrumentos operativos puestos en marcha, y en este sentido no se puede calificar de buenas o malas las acciones emprendidas para la solución de los distintos problemas sociales, que afectan la calidad de vida de los habitantes del Distrito Capital. 

De acuerdo con lo anterior, no es posible examinar el desempeño y lógica de los objetivos de un programa, proyecto o acción y sus relaciones de causalidad; para establecer si se han alcanzado los objetivos y definiendo los factores externos que influyen en su consecución.

El informe no es el reflejo de un esquema de racionalidad, coherencia, eficiencia, eficacia y equidad de todas las acciones que desarrolla la entidad, pues son muchas y no están reflejadas en dicho informe, no se puede obtener una lectura del contexto en que se han desenvuelto y desarrollado las decisiones para lograr los propósitos de la Administración, con la implementación de los proyectos en los cuales participa la entidad.

Es de aclarar, que en reunión con la Subdirección de Planeación posterior a la mesa de trabajo antes mencionada, se evidenció que adicionalmente a lo ya descrito, el mismo caso se presento con la información que reporto la Subdirección de Administración Inmobiliaria y Espacio Público, a través de los grupos de Defensa, Sostenibilidad y Administración, y Gestión Inmobiliaria, donde fue necesario precisar y corroborar las diferencias encontradas en las cifras consolidadas con respecto a las presentadas en el Plan de Acción de la Entidad.

Lo anterior indica que a pesar de los procedimientos internos que se tienen establecidos para el manejo y control, la información que reportan estas subdirecciones, discrepa mucho de los resultados que se presentan oficialmente. 

Tal situación se considera delicada, ya que la falta de controles adecuados, incrementa el riesgo para la entidad, lo que puede considerarse como una falta de credibilidad de las cifras consolidadas, ninguna cifra puede ser diferente de una Subdirección a otra, es una solo entidad, por tal razón es necesario tomar los correctivos necesarios a fin de subsanar oportunamente tales inconsistencias.

Las inconsistencias detectadas en las áreas que manejan la información, permiten vislumbrar que las Subdirecciones, no han tomado con seriedad la fidelidad en el reporte de las cifras, lo cual dificulta entender que cifras consolidadas del año 2006 se requiera explicación, cuando ya no hay derecho a ello.

Se recomienda entonces que la Oficina de Control Interno cumpla su rol de seguimiento, según se observa en los informes emitidos. Es necesario que esta oficina garantice el cumplimiento de los procesos internos realizando evaluaciones periódicas, que determinen un grado de confiabilidad en los resultados finales.
Es necesario recordar que suministrar información equívoca en un documento público, deja dudas, no solo porque no se pueden corregir, sino porque deja en entre dicho el real cumplimiento de la Administración, que debería tomar las acciones pertinentes a efectuar un verdadero seguimiento de la inversión pública.

Lo anterior denota incumplimiento de lo normado en los artículos 2º literales d, e y f, 3º a y e, y 6º de la Ley 87 de 1993.

3.2.3
Evaluación a los Estados Contables.

El presente componente se evalúo con el fin de verificar y comprobar  las transacciones,  que han dado lugar a los estados contables para emitir una opinión respecto a si presentan razonablemente las situación financiera de la entidad, los resultados de sus operaciones y las variaciones en la posición financiera, todo ello en concordancia con las normas y principios de contabilidad prescritos con la Contaduría General de la Nación y demás disposiciones gubernamentales vigentes.

Bajo este entendido y para el caso que nos ocupa, se procedió a analizar las vigencia 2006 y 2007, cuyos resultados se presentan a continuación:

3.2.3.1.  Estados Contables Vigencia 2006

El alcance de la evaluación cubrió la revisión de las cuentas, su presentación y clasificación en los estados contables a diciembre 31 de 2006,  presentados por el Departamento Administrativo para la Defensoría del Espacio Público -DADEP.  Se efectuaron pruebas sustantivas y de cumplimiento,  revisión de libros principales y auxiliares así como cruces de información entre dependencias, con la finalidad de verificar el cumplimiento a las Resoluciones 4444 del 21 de noviembre de 1995, 400 de diciembre de 2000, 276 de octubre de 2001 y 365 de noviembre de 2001,  y  la Resolución 377 del 23 de diciembre de 1999, que adoptan y modifican el Plan General de Contabilidad Publica, para  obtener evidencia sobre la razonabilidad de las cifras reportadas. 
Activo

Para el DADEP, esta clase a diciembre 31 de 2006, reporta un saldo de $1.180.241.2 millones, presentando una reducción de $1.349.561.0 millones, es decir del  53.35% respecto a la vigencia anterior, ocasionado principalmente por la disminución del 264.5% en lo Bienes de Beneficio y Uso Público. Para esta vigencia el Activo se encuentra compuesto de la siguiente forma:

CUADRO No. 14
ACTIVO

       En millones de pesos

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	    1400
	DEUDORES
	   794,7 

	1600
	PROPIEDAD PLANTA Y EQUIPO
	   295.949,4

	1700
	BIENES DE BENEFICIO Y USO PUBLICO
	   490.711,0

	1900
	OTROS ACTIVOS
	   392.786.0 


Fuente: Estados Contables DADEP a diciembre 31 de 2006

Los Deudores corresponden al 0.1%, la Propiedad Planta y Equipo al 25.1%, los Bienes de Beneficio y Uso Público al 41.6% y Otros Activos al 33.3% del total del activo.

Comparado con la vigencia anterior, se presentaron los siguientes cambios: Deudores con una variación positiva del 6.8%, $54.3 millones, la Propiedad Planta y Equipo presentó una disminución de $24.014.8 millones, 8.1%, Los Bienes de Uso Público con una reducción de $1.297.991.0 millones, 264.5% y los Otros Activos una disminución de $27.608.5 millones, es decir del 6.57%.

1400  Deudores

A diciembre 31 de 2006, muestra un saldo de $794.7 millones, discriminada así:

CUADRO No. 15
DEUDORES

                                                                                                       En millones de pesos 
	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1401
	INGRESOS NO TRIBUTARIOS
	76.2

	1420
	AVANCES Y ANTICIPOS ENTREGADOS
	108.0

	1470
	OTROS DEUDORES
	358.4

	1475
	DEUDAS DE DIFICIL COBRO
	1.531.4

	1480
	PROVISION PARA DEUDORES
	(1.279.3)


Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2006

En la vigencia 2003, el DADEP incorpora en sus Estados Contables la cartera por concepto de arrendamientos de propiedad inmobiliaria del Distrito la información trasladada por la Secretaría de Hacienda Distrital en virtud del Acuerdo 18 de 1999, de creación del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público.  Esta información ha sido objeto de depuración en su totalidad por el Comité de Saneamiento Contable y de análisis con el apoyo de la Subdirección de Análisis Inmobiliario. 

Se revisaron y analizaron las subcuentas 1475- Deudas De Difícil Cobro – Arrendamientos con un saldo de $1.355.3 millones, provisionadas en un 84%, $1.279.3 millones de pesos. La Compañía del Telesférico de Monserrate con $417.9 millones y Corfagro con $450.6 millones, son los deudores morosos más representativos.  

Se concluye que los contratos de arrendamiento fueron celebrados con anterioridad a la creación del DADEP y fueron asumidos por esta entidad cuando la información fue trasladada por la Secretaría de Hacienda.  La gran mayoría de inmuebles, han sido o están en proceso de restitución y en proceso ejecutivo.

1600  Propiedad Planta y Equipo

A diciembre 31 de 2006, arroja un saldo de $ 295.949.4 millones, conformada de la siguiente forma:
CUADRO No. 16 

PROPIEDAD PLANTA Y EQUIPO

En millones de pesos 

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1605
	TERRENOS
	120.780,3

	1635
	BIENES MUEBLES EN BODEGA
	166,8

	1637
	PROPIEDAD PLANTA Y EQUIPO NO EXPLOTADOS
	17,2

	1640
	EDIFICACIONES
	200.786,7

	1655
	MAQUINARIA Y EQUIPO
	26,8

	1665
	MUEBLES ENSERES Y EQUIPOS DE OFICINA
	359,5

	1670
	EQUIPOS DE COMUNICACIÓN Y COMPUTO
	1.276,3

	1675
	EQUIPO DE TRANSPORTE TRACCION Y ELEVACION
	66,3

	1680
	EQUIPOS DE COMEDOR COCINA DESP. y HOTELERIA
	2,5

	1685
	DEPRECIACION ACUMULADA
	(27.533,0)


          Fuente: Estados contables DADEP a 31 de Diciembre de 2006

Se verificó el procedimiento de levantamiento físico de inventario de la propiedad, planta y equipo en las dependencias del DADEP, presentándose el correspondiente inventario físico valorizado a diciembre 31 de 2006, en cumplimiento de lo establecido en la resolución 001 de septiembre de 2001, expedida por la Secretaría de Hacienda.  Se aplica el método de línea recta para determinar el valor de la depreciación con base en el cálculo individual en hojas Excel por cada elemento, el cual es registrado y controlado por el grupo de contabilidad.

Realizados los cruces entre contabilidad y el reporte de almacén a diciembre 31 de 2006, se estableció la consistencia de la cifra presentada en los Estados Contables.  Igualmente, este equipo de auditoria realizó visita fiscal administrativa a las bodegas del almacén general del DADEP; por medio de  prueba selectiva se comprobó la existencia física de Propiedad Planta y Equipo no Explotados -1637 y Bienes Muebles en Bodega -1635 lo mismo que la verificación del control y conservación de elementos, sin que se detectara irregularidad alguna.

Se presenta incertidumbre en el saldo de este rubro por los valores que representan los Bienes Pendientes de Legalizar -8330 con saldo de $45.078.1 millones, situación que podría denominarse “normal” para la misión institucional “…adecuada administración del patrimonio inmobiliarios…”, debido a las dificultades que representa el proceso de legalización permanente de los bienes del Distrito Capital y de la dinámica y procedimientos anexos que se derivan.

1700  Bienes de Beneficio y Uso Público

Este grupo representa el 41% del total del Activo, con un valor bruto de $1.157.338 millones y Amortización Acumulada del orden de $666.626.9 millones para un saldo neto de $ 490.711,1 millones, la variación respecto a la vigencia 2005,  fue del -264.5%, $-1.297.991.0 millones de pesos.
La composición de este grupo se muestra a continuación:

CUADRO No. 17 

BIENES DE BENEFICIO Y USO PÚBLICO

              En millones de pesos 

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1710
	BIENES DE USO PUBLICO                        
	        1.097.273,7 

	1715
	BIENES HISTORICOS Y CULTURALES                        
	                      0,8 

	1720
	BIENES DE BENFICIO Y USO PÚBLICO  ENTREGADOS EN ADMINSTRACIÓN              
	             60.063,5 

	1785
	AMORTIZACION ACUMULADA DE BIENES              
	        (666.626,9) 


       Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2006

El registro de los bienes y la amortización se realizaron de acuerdo a lo estipulado en la escritura Pública o por medio de Declaratoria de Bien de Uso Público y a lo normado por la Contaduría General de la Nación.

Esta cuenta se ve afectada por la incertidumbre que representan los Bienes Pendientes de Legalizar -8330 con saldo de $65.248.4 millones, situación que podría denominarse “normal” para la misión institucional “…adecuada administración del patrimonio inmobiliarios…”, debido a las dificultades que representa el proceso de legalización permanente de los bienes del Distrito Capital y de la dinámica y procedimientos anexos que se derivan.

1900  Otros Activos

El saldo a diciembre 31 de 2006 $392.786.0 millones, representa el 33.0% del total del activo, esta compuesto de la siguiente forma:

CUADRO No. 18
OTROS ACTIVOS 

En millones de pesos

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	 SALDO 

	1905
	GASTOS PAGADOS POR ANTICIPADO
	                    42,4 

	1910
	CARGOS DIFERIDOS
	                    29,7 

	1960
	BIENES DE ARTE Y CULTURA
	                      6,1 

	1965
	PROVISION BIENE DE ARTE Y CULTURA
	                    (5,6) 

	1970
	INTANGIBLES
	                  946,9 

	1975
	AMORTIZACION ACUMULADA ITNAGIBLES
	                (629,8) 

	1995
	PRINCIPAL Y SUBALTERNA
	(27.501.7)

	1999
	VALORIZACIONES
	 419,898,2 


          
    Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2006

Las valorizaciones fueron imputadas a las edificaciones y a los bienes de beneficio y Uso Público, conforme a los avalúos reportados al DADEP y a la información suministrada por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital de acuerdo a los Procesos de Actualización y Conservación. 

Pasivo

El Pasivo del DADEP a diciembre 31 de 2006, arroja un saldo de $1.136.7 millones, que comparado con la vigencia anterior, presenta una variación negativa del 251.2%, equivalente a $-2.855.4 millones; se encuentra conformado así:

CUADRO No. 19
PASIVO

     En millones de pesos 

	CÓDIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	2400
	CUENTAS POR PAGAR
	259.2

	2500
	OBLIGACIONES LABORALES Y DE SEGURIDAD SOCIAL
	343.3

	2700
	PASIVOS ESTIMADOS
	   529.4

	2900
	OTROS PASIVOS
	4.8


Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2006

Al interior de este grupo, las Cuentas por Pagar corresponden al 23%, las Obligaciones Laborales y de Seguridad social al 30%, los Pasivos Estimados al 47% y Otros Pasivos al 0.4%.

Los Pasivos Estimados – Provisión para contingencias, representan el 47% del total de pasivos y fueron registrados conforme a los criterios establecidos por la Contaduría General de la Nación y con base en los reportes suministrados por el SIPROJ. 

Ingresos

Los ingresos totales durante la vigencia 2006, ascendieron a $3.822.7 millones, provenientes de Ingresos no Tributarios $414.1 millones (10.8%), Operaciones Interinstitucionales $479.3 millones (12.6%) y Otros Ingresos $2.929.4 millones, (76.6%), provenientes principalmente por concepto de arrendamientos, por el  Contrato de Concesión 001 con EUCOL S.A. y por la Utilidad en Venta de Inmuebles, los cuales se registran conforme a lo establecido en la normatividad vigente.

Gastos

Los gastos totales durante la vigencia fueron de $13.671.7 millones, y se encuentran compuestos por  Gastos de Administración $5.205.8 millones (38.1%), Gastos de Operación $4.158.3 millones (30.4%), Provisiones, Agotamiento, Depreciación, Amortización $6.132.0 millones (44.9%) y Otros Gastos que presenta un saldo negativo ocasionado por el Ajuste de Periodos Anteriores,         $-1.824.3 millones (-13.3%).

No se presentan inconsistencias en la información reportada, los gastos fueron registrados conforme a los principios de causación y a la normatividad vigente. 

Cuentas De Orden Deudoras

8100  Derechos Contingentes

Representada a diciembre 31 de 2006, por Litigios y Demandas Administrativas $2.186.1 millones, representadas en procesos judiciales para recuperación de cartera de difícil cobro y Otros Derechos Contingentes – Otros por $1.533.0 millones, para un total de $3.719.1 millones.  

No se presentan inconsistencias en la información reportada y lo procesos judiciales a favor del DADEP, se encuentran debidamente registrados.

Deudoras De Control

La cuenta 8330 Bienes Pendientes de Legalizar, presenta un saldo de $110.326.6 millones, representa el 99.7% de este grupo, considerada una cifra importante por su materialidad, que aunque representa un derecho potencial afecta en forma importante el valor de los Bienes de Uso Público hasta tanto, se logre un pleno reconocimiento de la propiedad de estos bienes.  

Cuentas De Orden Acreedoras 

Se analizó la cuenta 9120 Litigios y Demandas que registran $3.723.4 millones, representa el 84.1% de esta clase, evidenciando que  fueron registrados conforme a los criterios establecidos por la Contaduría General de la Nación y con base en los reportes suministrados por el SIPROJ. 

3.2.3.2.  Estados Contables Vigencia 2007

El alcance de la evaluación se realizó con base en el estudio de los libros de contabilidad, presentación de los Estados Contables, reportados por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –DADEP a diciembre 31 de 2007.  Se efectuaron pruebas sustantivas y de cumplimiento, con la finalidad de verificar la aplicación de la Resolución 22 de julio 5 de 2006, “por medio del cual se adopta el régimen de Contabilidad Pública y se define su ámbito de aplicación” y demás normas en materia contable, lo mismo que el cumplimiento de la normatividad tributaria para obtener evidencia sobre la razonabilidad de las cifras reportadas. 

Activo

Para el DADEP, esta clase a diciembre 31 de 2007, reporta un saldo de                                   $1.218.637.3 millones, presentando un incremento del 0.9%  $10.894.3 millones, al compararlo con la vigencia anterior.  El Activo se encuentra compuesto de la siguiente forma:

CUADRO No. 20
ACTIVO

         En millones de pesos

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1400
	DEUDORES
	2.281.3 

	1600
	PROPIEDAD PLANTA Y EQUIPO
	   354.444.1

	1700
	BIENES DE BENEFICIO Y USO PUBLICO
	   847.208.0

	1900
	OTROS ACTIVOS
	    14.703.9 


          Fuentes: Estados Contables a diciembre 31 de 2007

Los Deudores corresponden al 0.2%, la Propiedad Planta y Equipo al 29.1%, los Bienes de Beneficio y Uso Público al 69.5% y Otros Activos al 1.2% del total del Activo.

Se presentaron las siguientes variaciones respecto a la anterior vigencia: Deudores con una variación positiva del 187.1%, $1.486.6 millones, la Propiedad Planta y Equipo presentó incremento de $58.494.7 millones, 19.8%, Los Bienes de Uso Público con incremento de $356.497.0 millones, 72.6% y los Otros Activos una disminución de $405.584.0 millones, es decir del 96.5%.

1400  Deudores

El saldo a diciembre 31 de 2007, por $794.7 millones, se encuentra distribuido de la siguiente manera:

CUADRO No. 21 

DEUDORES

                                                                                         En millones de pesos 

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1407
	PRESTACION DE SERVICIOS
	128.7

	1420
	AVANCES Y ANTICIPOS ENTREGADOS
	91.3

	1470
	OTROS DEUDORES
	445.6

	1475
	DEUDAS DE DIFICIL RECAUDO
	1.615.6


Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2007

En la vigencia 2003, el DADEP incorpora en sus Estados Contables la cartera por concepto de arrendamientos de propiedad inmobiliaria del Distrito, la información trasladada por la Secretaría de Hacienda Distrital en virtud del acuerdo 18 de 1999 de creación del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público.  Esta información ha sido objeto de depuración en su totalidad por el Comité de Saneamiento Contable y de análisis con el apoyo de la Subdirección de Análisis Inmobiliario. 

Se revisó y analizó la subcuenta 1475- Deudas De Difícil Cobro – Arrendamientos con un saldo de $1.439.5 millones (el 89.1%) de esta cuenta.

La provisión para deudas malas asciende a $1.279.3 millones, que equivale al 79.2%, siendo incorporado este valor dentro del rubro 3105 Capital Fiscal, conforme a lo establecido en el nueva PGCP. La Compañía del Telesférico de Monserrate con $463.9 millones y Corfagro con $450.6 millones, son los deudores morosos más representativos.  

Se reitera como en la vigencia anterior, que los contratos de arrendamiento fueron celebrados con anterioridad a la creación del DADEP y fueron asumidos por esta entidad cuando la información fue trasladada por la Secretaría de Hacienda.  La gran mayoría de inmuebles han sido o están en proceso de restitución y en proceso ejecutivo.

1600  Propiedad Planta y Equipo

A diciembre 31 de 2007, arroja un saldo de $ 354.444.1 millones, presentando variación positiva de $58.494,7 millones (19.8%), conformada de la siguiente forma:
CUADRO No. 22
PROPIEDAD PLANTA Y EQUIPO

                                                                                                                En millones de pesos 

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1605
	TERRENOS
	163.653.1

	1620
	MAQUINARIA Y EQUIPO EN MONTAJE
	3.517.3

	1635
	BIENES MUEBLES EN BODEGA
	50.0

	1637
	PROPIEDAD PLANTA Y EQUIPO NO EXPLOTADOS
	17,2

	1640
	EDIFICACIONES
	218.818.5

	1655
	MAQUINARIA Y EQUIPO
	28.6

	1665
	MUEBLES ENSERES Y EQUIPOS DE OFICINA
	372.4

	1670
	EQUIPOS DE COMUNICACIÓN Y COMPUTO
	1.480.9

	1675
	EQUIPO DE TRANSPORTE TRACCION Y ELEVACION
	125.8

	1680
	EQUIPOS DE COMEDOR COCINA DESP. y HOTELERIA
	2,4

	1685
	DEPRECIACION ACUMULADA
	(33.577.1)


          Fuente: Estados contables DADEP a 31 de Diciembre de 2007

Se verificó el procedimiento de levantamiento físico de inventario valorizado a diciembre 31 de 2007, de la Propiedad, Planta y Equipo en las dependencias del DADEP,  en cumplimiento de lo establecido en la resolución 001 de septiembre de 2001, expedida por la Secretaría de Hacienda.  Para la depreciación se aplica el método de línea recta con cálculo por elemento realizado en hojas Excel, el cual es registrado y controlado por el grupo de contabilidad.

Una vez efectuados los correspondientes cruces con el reporte de almacén a diciembre 31 de 2007, se estableció la consistencia de la cifra presentada en los Estados Contables. Igualmente, este equipo de auditoría realizó visita fiscal administrativa a las bodegas del almacén general del DADEP; por medio de  prueba selectiva se comprobó la existencia física de Propiedad Planta y Equipo no Explotados -1637 y Bienes Muebles en Bodega -1635, lo mismo que la verificación del control y conservación de elementos, sin que se detectara irregularidad alguna.

Un hecho relevante de la vigencia lo conforma la Propiedad Planta y Equipo en Montaje $3.517.3 millones, correspondiente al valor de los Modulares de Venta  para la Red Pública de Prestación de Servicios derivado del Contrato de Obra 112 de 2007 por $4.951.4 millones, suscrito con la sociedad SOCODA LTDA. 

Esta cuenta se ve afectada por la incertidumbre que representan los saldos a diciembre 31 de 2007 de los Bienes Pendientes de Legalizar,  cuenta 160504 Terrenos, $36.221.8 millones y la cuenta 164027 Edificaciones Pendientes de Legalizar, $4.884.1 millones, para un total bruto de $41.105.9 millones, con Depreciación Acumulada, cuenta 16850102 de $253.9 millones para un saldo neto de $40.852.0 millones, caso que puede considerarse “normal” para la misión institucional: “…adecuada administración del patrimonio inmobiliarios…”, debido a las dificultades que representa el proceso de legalización permanente de los bienes del Distrito Capital y de la dinámica y procedimientos anexos que se derivan.  

1700 Bienes de Beneficio y  Uso Público

Este grupo representa el 19.5% del total del Activo, con un valor neto de $847.208.0 millones, La variación respecto a la vigencia 2006 fue del 72.6%, $356.496.9 millones.
La composición de este grupo se muestra a continuación:

CUADRO No. 23  

BIENES DE BENEFICIO Y USO PÚBLICO

                                                                                                                      En millones de pesos 

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	1710
	BIENES DE USO PUBLICO  EN SERVICIO                      
	        1.147.514.3 

	1715
	BIENES HISTORICOS Y CULTURALES                        
	                      0,9 

	1720
	BIENES DE BENFICIO Y USO PÚBLICO ENTREGADOS EN ADMINISTRACIÓN               
	             60.159.9 

	1785
	AMORTIZACION ACUMULADA DE BIENES              
	         (360.467.1) 


Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2007

El registro de los bienes y la amortización se realizó de acuerdo a lo estipulado en las Escrituras Públicas y a las Declaratorias de Bien de Uso Público y lo normado por la Contaduría General de la Nación.

Esta cuenta se ve afectada por la incertidumbre que representan el saldo de las cuentas 17100102 Bienes Pendientes de Legalizar Red Terrestre $64.252.2 millones, la cuenta 1785 Amortización Acumulada de Bienes de Beneficio y Uso Público $ 1.541.9 millones, para un total neto de $62.710.3 millones, situación que podría denominarse “normal” para la misión institucional: “…adecuada administración del patrimonio inmobiliarios…”, debido a las dificultades que representa el proceso de legalización permanente de los bienes del Distrito Capital y de la dinámica y procedimientos anexos que se derivan.

1900  Otros Activos

El saldo a diciembre 31 de 2007 $14.703.9 millones, representa el 1.2% del total del activo, esta compuesto de la siguiente forma:

CUADRO No. 24
OTROS ACTIVOS

                                                                                                           

En millones de pesos

	CODIGO
	NOMBRE CUENTA
	 SALDO 

	1905
	GASTOS PAGADOS POR ANTICIPADO
	                  97.5 

	1910
	CARGOS DIFERIDOS
	                  24.2 

	1960
	BIENES DE ARTE Y CULTURA
	                    6.1 

	1970
	INTANGIBLES
	             1.028.7

	1975
	AMORTIZACION ACUMULADA ITNAGIBLES
	             (788.2) 

	1999
	VALORIZACIONES
	 14.335.6 


          Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2007

Las valorizaciones a las Edificaciones y a los Bienes de Beneficio y Uso Público, se realizaron de acuerdo a los avalúos reportados al DADEP y a la información suministrada por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital conforme a los Procesos de Actualización y Conservación. 

Pasivo

A diciembre 31 de 2007, indica un saldo de $1.953.1 millones, presenta incremento del 71.82%, equivalente a $816.4 millones, frente a la anterior vigencia; se encuentra conformado así:

CUADRO No. 24
PASIVO

                                                                                                        
En millones de pesos 

	CÓDIGO
	NOMBRE CUENTA
	SALDO

	2400
	CUENTAS POR PAGAR
	938.6

	2500
	OBLIGACIONES LABORALES Y DE SEGURIDAD SOCIAL
	432.0

	2700
	PASIVOS ESTIMADOS
	524.8

	2900
	OTROS PASIVOS
	57.6


Fuente: Estados contables DADEP a Diciembre de 2007

Las Cuentas por Pagar corresponden al 48%, las Obligaciones Laborales y de Seguridad social al 22.0%, los Pasivos Estimados al 26.9% y Otros Pasivos al 0.2%.

Los Pasivos Estimados – 2710 Provisión para contingencias, representan el 26.9% del total de pasivos, fueron registrados conforme a los criterios establecidos por la Contaduría General de la Nación y con base en los reportes suministrados por el SIPROJ. 

Ingresos

Los ingresos totales durante la vigencia 2007, ascendieron a $2.363.7 millones, provenientes de Otros Ingresos $2.363.7 millones (100.0%). Los cuales se registran conforme a lo establecido en la normatividad vigente.

El principal origen de estos ingresos es el  Contrato de Concesión 001 con EUCOL S.A., correspondiente al mobiliario urbano ubicado en el espacio público (paraderos), y fueron registrados de acuerdo a la normatividad vigente.

Gastos

Alcanzaron la suma de $10.613.7 millones, conformados por Gastos de Administración $5.832.8 millones (54.9%), Gastos de Operación $4.752.8 millones (44.8%), Conmutación Pensional $5.0 millones y Otros Gastos $23.1 millones,  es decir el 0.3%. 

No se presentan inconsistencias en la información, los gastos fueron registrados conforme a los principios de causación y a la normatividad vigente. 

Cuentas De Orden Deudoras

8100   Derechos Contingentes

Representada a diciembre 31 de 2007 por Litigios y Demandas Administrativas $2.392.8 millones, y Otros Derechos Contingentes – Intereses de mora $1.664.7 millones, para un total de $4.057.5 millones. 

Los procesos ejecutivos se registraron observando la Carta Circular 078 del 2007 de la Contaduría General de la Nación.

En términos generales, no se evidencian errores  en la información reportada y los procesos judiciales a favor del DADEP, se encuentran debidamente registrados.

Cuentas de Orden Acreedoras 

Se analizó la cuenta 9120 Litigios y Demandas $6.059.1 millones, representa el 88.6% de esta clase, se evidenció que  fueron registrados conforme a los criterios establecidos por la Contaduría General de la Nación y con base en los reportes suministrados por el SIPROJ.

3.2.3.3 Evaluación Sistema De Control Interno Contable
El Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público mediante Resolución 254 de noviembre 22 de 2007, adopta el Sistema Integral de Control Interno –SICI, compuesto por el Modelo Estándar de Control Interno – MECI,  Sistema de Gestión de la Calidad NTCGP 1000:2004, el Plan Institucional de gestión Ambiental –PIGA, el Modelo del Sistema de Control Interno Contable –MCICO 2007:1; Sistema de Seguimiento a Proyectos Institucionales y Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno.

El informe del Sistema de Control Interno Contable, fue presentado de acuerdo con lo establecido en la Resolución 34 del 31 de enero de 2008, expedida por la Contaduría General de la Nación; igualmente dio cumplimiento con la entrega en medios electrónicos CBN-1019 a la Resolución 003 de enero 22 de 2008, de la Contraloría de Bogotá.

Se verificó la existencia y cumplimiento del Plan de Acción 2007 de la Oficina de Control Interno y como resultado de la Evaluación del Sistema de Control Interno Contable, se evidenciaron las siguientes situaciones de acuerdo a la actividad:

Identificación

Los documentos soporte son suficientemente descriptivos para que sea interpretado, reconocido y medido  el hecho económico, facilitando la asociación con el Plan General de Contabilidad Pública y acatando la Doctrina Contable Pública, para la correspondiente imputación contable dando cumplimiento a la Resolución 555 de diciembre 1 de 2006.

El grupo responsable de la administración de la información financiera, se  actualiza permanentemente en temas financieros, contables, tributarios y presupuestales que garantizan la oportunidad, calidad e interpretación en presentación de los estados contables y demás informes intermedios.

Clasificación

La clasificación de las operaciones y su registro se realiza de acuerdo al Catálogo General de Cuentas,  los hechos económicos son registrados conforme al Catálogo general de Cuentas, siguiendo los manuales de procedimientos de la CGN; los  saldos de las cuentas  son conciliados mensualmente y para efectos de las cuentas recíprocas se realizan circularizaciones periódicas de confirmación de saldos para unificar el monto de las cifras. Anualmente se realiza el inventario físico valorizado a las diferentes dependencias de la entidad.

Registro y Ajustes 

Los libros oficiales se encuentran registrados, contando con actas de apertura debidamente firmadas por el Director y el Subdirector Administrativo y Financiero; para el inicio la vigencia 2007, y se siguen procedimientos de análisis y depuración de los saldos. 

En el proceso de homologación de las cuentas exigido por la Resolución 222 de 2006 de la Contaduría General de la Nación, se dieron los siguientes casos más importantes:

· Traslado de las cuentas de Orden los Bienes Pendientes de Legalizar a las Cuentas del Activo.  

· El Gasto por Depreciación, cuenta 5330,  fue trasladado a la cuenta 3128 de Patrimonio.

· Se eliminó la cuenta 1999 Valorización o Desvalorización de los Bienes de Uso Público y el saldo se reclasificó a la cuenta 310503 - Capital Fiscal.

· Finalmente, el saldo de la cuenta Principal y Subalterna – 1995 fue trasladado a la cuenta 310503- Capital Fiscal. 

Como debilidad en el DADEP, se evidencia la existencia de multiplicidad de módulos para la administración de la información financiera como son: PREDIS para presupuesto, SAE-SAI para Inventarios, SIPROJ para procesos judiciales, OPGET para pago de nómina, CONBI para bienes inmuebles y WINSAF para contabilidad general y la utilización de hojas Excel para la depreciación de la Propiedad Planta y Equipo.  

Lo anterior genera riesgos en la oportunidad de ser informadas las transacciones económicas para ser integradas a la contabilidad y el incurrir en mayores costos y pérdida de tiempo que puede ser utilizado más racionalmente en el análisis y depuración de la información contable y en el apoyo para la toma de decisiones. 

Adicionalmente, otra debilidad la constituye el poco personal asignado al grupo de contabilidad que tiene que realizar múltiples tareas, faltando apoyo para análisis de las cuentas y otros procesos.

Elaboración y Presentación

Los estados Contables fueron presentados oportunamente conforme a lo registrado en los libros oficiales y auxiliares, soportados por documentos fuente de contabilidad y acorde a las Normas Generales de Contabilidad Pública. Así mismo, la documentación contable se encuentra debidamente archivado y a disposición de los usuarios de la información financiera.
La ausencia de un sistema integrado de información, ocasiona riesgos en la entrega de datos de las diferentes áreas que manejan información financiera a contabilidad,  que han sido mitigados por medio de procedimientos y acuerdos que permitan entregar la información en forma puntual por las diferentes dependencias.

Análisis, interpretación y comunicación de la información

El Estado Contable, Notas a los Estados Financieros, explica y revela de manera suficiente la situación financiera de la entidad, permitiendo a los usuarios de la información formarse una idea real de la situación del DADEP.

Así mismo, para facilitar la consulta por parte de los usuarios de la información, en el piso 15 entrada oriental del CAD, se fijan periódicamente los informes financieros que a su vez son  publicados en la página WEB de la entidad.

3.2.4
Evaluación al Presupuesto.

Este componente pretende establecer la efectividad del presupuesto como instrumento de planeación, gestión y control para el cumplimiento de la misión y los objetivos institucionales.

3.2.4.1 Evaluación presupuestal vigencia 2006

En cumplimiento del Plan de Auditoria 2006-2007 y con el objetivo de establecer la efectividad del presupuesto como instrumento de gestión y control para el desempeño de la misión y los objetivos del DADEP- y con el fin de observar la legalidad y la oportunidad de las operaciones y registros en la ejecución y cierre presupuestal, se desarrolló la evaluación presupuestal, la cual se basó fundamentalmente en los lineamientos establecidos en el encargo  y en el programa de auditoria correspondiente.

El marco normativo para la evaluación a la ejecución presupuestal del DADEP-, establecido por lo dispuesto en la Constitución Política de Colombia, Decreto 1138 de 2000, Decreto 714 de 1996 - Estatuto Orgánico de Presupuesto.

Mediante el Decreto 480 del 30 de diciembre de 2005, se liquidó  el presupuesto Anual de Rentas y de Gastos e inversiones del Distrito Capital para la vigencia fiscal comprendida entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 2006, y se dictan otras disposiciones, en cumplimiento del Acuerdo Nº 198 del 28 de diciembre de 2005, expedido por el Concejo de Bogotá. 

Del presupuesto Anual de Rentas e Ingresos  para Gastos de Inversión inicialmente asignado mediante acuerdo No 247 del 21 de noviembre de 2006, por valor de $ 10.295.8 millones, se adicionan al presupuesto $5.500.0 millones, quedando un presupuesto definitivo para la vigencia de  $15.795.8  millones; distribuidos así: para gastos de funcionamiento $5.215.5 millones, equivalente al 33.02% del total del presupuesto, para inversión $10.580.2  millones, que equivale al 66.98% del total del presupuesto. 

La Vigencia 2006, presenta una ejecución presupuestal de $10.077.7 millones, equivalente al 63.80% del total del presupuesto, esta baja ejecución se debe a la adición por valor de $5.500.0 millones, realizada a finales de año, la cual no se alcanzó a ejecutar. 

A 31 de diciembre de 2006, se efectuaron giros por de $8.363.2 millones,   que corresponde al 52.95% de lo disponible. 

Durante la vigencia, se registraron siete (7) traslados presupuestales, presentando conformidad con lo establecido en el artículo 63 del decreto 714  de 1996,  traslados que se relacionan a continuación:

CUADRO No. 25
MODIFICACIONES PRESUPUESTALES 
VIGENCIA 2006

                                           En  millones de pesos 

	ACTO ADMINISTRATIVO
	FECHA
	VALOR

	Resolución  No. 026
	16-02-06
	0.39

	Resolución  No.085
	21-04-06
	10.40

	Resolución  No.157
	15-06-06
	5.30

	Resolución  No.221
	18-09-06
	30.00

	Resolución  No.271
	10-11-06
	302.80

	Resolución  No 280
	15-11-06
	23.00

	Resolución No  323
	27-12-06
	0.34


Fuente: Resoluciones  de traslado presupuestal,   oficina presupuesto- DADEP

Durante la vigencia fiscal 2006, el DADEP no manejó vigencias futuras, como tampoco se presentaron suspensiones o aplazamiento de apropiaciones. 

Gastos de Funcionamiento.     
De un presupuesto definitivo de $5.215.5 millones, los Gastos de Funcionamiento presentaron una ejecución de $5.098.5 millones, equivalentes al  97.76%, de los cuales $4.987.6 corresponden a giros realizados que representan el 95.63%.

Gastos de inversión. 

De  $10.580.2  millones, asignados a inversión la ejecución presentada fue de $4.979.2 millones equivalente al 47.06%, de los cuales $3.375.5 millones, corresponden a giros realizados que representan un 31.9% del presupuesto asignado. 

El rubro 3-3-1-12-02-11-7400, que presenta menor ejecución, corresponde al Proyecto  7400 “Defensa participativa y sostenibilidad territorial del espacio público”, al cual se le asignó un presupuesto inicial de $1.300.4 millones, adicionado en el ultimo bimestre en $$5.530.0 millones, para un presupuesto  definitivo de $6.830.4 millones; presupuesto que no se alcanzó a ejecutar; razón por la cual, presenta tan solo al final del periodo compromisos que equivalen al 19.48% y giros del 18.84%.

En cuanto al rubro 3-3-1-12-04-30-0332,  del proyecto  0332  “Reestructuración Institucional” con una asignación presupuestal de $195.0 millones, del cual se comprometió el 92.53% en el mes de diciembre. 

Cierre presupuestal

Reservas presupuestales de la vigencia 2006.

A 31 de diciembre de 2006, se constituyeron reservas presupuestales por valor de $1.714.5 millones, equivalentes al 17.01% del presupuesto comprometido, quedando constituidas por Gastos de Funcionamiento $110.8 millones, que corresponde al 2.17% de lo comprometido, y por Inversión  $1.603.6  millones, que corresponden al 3.22%.

Lo anterior, se ajustó a lo normado en el articulo 38 del decreto 480 del 30 de diciembre de 2005, y a la circular 22 del 13 de diciembre de 2006, expedida por la  Secretaria Distrital de Hacienda.

Cuentas por Pagar.

A 31 de diciembre de 2006,  se constituyeron cuentas por pagar,  por valor de $458.2 millones. 

3.2.4.2 Evaluación presupuestal  vigencia 2007 

Mediante Decreto No. 535 del 29  de diciembre de 2006, se liquida el presupuesto Anual de Rentas y de Gastos e inversiones del Distrito Capital para la vigencia fiscal comprendida entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 2007,  y se dictan otras disposiciones, en cumplimiento del Acuerdo Nº262  del 21 de diciembre de 2006, expedido por el Concejo de Bogotá. 

El presupuesto inicialmente asignado para la vigencia 2007, fue por valor de $19.349.8  millones, mediante  Decreto  No 255 del 25 de junio de 2007, se adiciona el presupuesto Anual de Rentas e Ingresos para Gastos de Inversión en $1.000.0  millones, y mediante Oficio 400 del 22 de agosto de 2007, se reduce el presupuesto para gastos de Inversión en $1.761.5 millones, lo que representa una reducción presupuestal de $670.6 millones, quedando un presupuesto definitivo de $18.679.2 millones, monto que presenta un mayor valor en $2.883.4 millones, equivalente a un incremento del 15.43% , frente a los $15.795.8 millones que aforó en el 2006.

Durante la vigencia 2007, se registraron quince (15) traslados presupuestales, una (1) adición y una (1) resolución de reducción  presupuestal,  las cuales están conforme a lo establecido en el artículo 63 del decreto 714  de 1996, como se observa en el siguiente cuadro: 

Cuadro No. 26
MODIFICACIONES PRESUPUESTALES 2007



    


Millones de pesos 

	ACTO ADMINISTRATIVO
	FECHA
	VALOR

	Resolución No 004 
	10-01-07
	1.105.2

	Resolución No 008
	02-02-07
	609.2

	Resolución No 023 
	22-02-07
	0.6

	Resolución No 033 
	16-03-07
	26.2

	Resolución No 046 
	21-03-07
	2.5

	Resolución No 054 
	29-03-07
	16.2

	Resolución No 071 
	16-04-07
	2.4

	Decreto No 255 (ADICION)
	25-06-07
	1.000.0

	Resolución No 137 
	12-06-07
	28.2

	Resolución No 154 
	12-07-07
	14.6

	SAF 400 (REDUCIÓN)
	22-08-07
	-1.761.5

	Resolución No 236 
	24-10-07
	22.1

	Resolución No 249 
	14-11-07
	287.3

	Resolución No 276 
	04-12-07
	0.1

	Resolución No 299 
	11-12-07
	18.3

	Resolución No 298 
	11-12-07
	30.0

	Resolución No 307 
	17-12-07
	0.8


Fuente: Resoluciones  de traslado presupuestal,   oficina presupuesto- DADEP

Del presupuesto disponible $18.679.2 millones, se asignó a gastos de funcionamiento $5.838.0 millones, que equivalen al 31.24%,  e inversión $12.842.1 millones, que equivalen al 68.75%, de los cuales se ejecutaron $17.620.9 millones, que representan el 94.33%. 

A 31 de diciembre de 2007, reportó giros por $14.455.0 millones, equivalente al 77.39%  del presupuesto  disponible.   

Gastos de Funcionamiento

De un presupuesto disponible para Gastos de Funcionamiento de $5.837.0 millones, se ejecutaron $5.627.3 millones, que equivale al  96.41% del presupuesto, y giros por $5.533.2 millones, que corresponde al 94.8%. 

Gastos de inversión. 

El presupuesto inicial de $13.512.7 millones, se reduce en $637.6 millones, quedando un presupuesto disponible de $12.842.1 millones, presentando una ejecución de $11.993.5 millones, que equivale al 93.39%, de los cuales  $8.921.8 millones, corresponden a giros realizados que representan el 69.47%, del presupuesto disponible. 

Los rubros a los cuales se le redujo el presupuesto, se relacionan a continuación: 

CUADRO No. 27
REDUCCIÒN PRESUPUESTAL

                                                        Millones de pesos

	Rubro

Proyecto
	Presupuesto inicial
	Reducción
	Reducción

%
	Presupuesto disponible
	Total Ejecución

	3-3-1-12-02-11 -7227
	1690.0
	331.2
	19,59
	1.358.7
	1.288.6

	3-3-1-12-02-11-7229
	576.4
	3.7
	0.64%
	572.6
	317.5

	3-3-1-12-02-11-7400
	7.485.0
	307.6
	4.10%
	7.182.3
	6.833.9

	3-3-1-12-04-30-7401
	2.183.0
	1.189.1
	54.47%
	993.8
	865.3


FUENTE: Ejecución presupuestal 2007 del DADEP.

Dichas reducciones presupuestales, presentan  justificación avalada por el Jefe de la Oficina de Planeación. 

Como se observa en el cuadro, el rubro de mayor reducción presupuestal es 3-3-1-12-04-30-7401 , que corresponde al proyecto “Optimización   de  la gestión inmobiliaria Distrital “ cuya justificación esta relacionada con las actividades   de  reubicación  de los marmoleros  del cementerio central , atribuyendo que la competencia es de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos – UAESP, quien debe ejecutar la enunciada estrategia, aún cuando el 27 de noviembre de 2007, mediante Decreto 557 el Secretario Distrital de Salud  encargado de las funciones del despacho del  Alcalde Mayor de Bogotá D.C.,  asigna al Departamento Administrativo del Espacio Público - DADEP  funciones en relación con la recuperación, saneamiento y administración de los Cementerios públicos de Bogotá D.C.

Cierre Presupuestal.         
Reservas presupuestales de la vigencia 2007

A 31 de diciembre de 2007, del presupuesto comprometido correspondiente a   $15.850.8 millones, se constituyeron reservas presupuestales por valor de $3.044.7 millones, que corresponde al 19.20% del presupuesto comprometido.

De Gastos de Funcionamiento se constituyeron reservas por valor de $94.1 millones, que corresponde al 1.7% del presupuesto comprometido, y de Inversión  $2.950.6  millones, que corresponden al 28.56% 

Lo anterior, se ajustó a lo normado en el articulo 38 del decreto 480  del 30 de diciembre de 2005,  y a la circular 22 del 13 de diciembre de 2006, expedida por la  Secretaria Distrital de Hacienda.

Cuentas por Pagar 

A 31 de diciembre de 2007, se constituyeron  cuentas por pagar por valor de $1.239.4 millones. 

Por  gastos de funcionamiento $271.8 millones y por inversión $967.6 millones.

Control Interno

Realizada la auditoría al componente de presupuesto, se concluye que la entidad cumplió con las normas presupuestales, de acuerdo a las revisiones realizadas a la ejecución, cierre presupuestal, y soportes de contratos, en  cuanto los  realizó  en forma precisa, adecuada y oportuna dando confiabilidad a  los  registros presupuestales.  

3.2.4.3 Presupuesto  Orientado a  Resultados  -POR-

Dado que el POR es una herramienta gerencial de la Secretaría de Hacienda Distrital, que asigna la totalidad de los recursos (Funcionamiento  e inversión) de acuerdo a la políticas públicas previamente establecidas por la Administración y orientada al proceso de asignación de recurso. Esta herramienta es de gran utilidad para efectuar el análisis y la asignación de presupuestal.

De acuerdo a lo anterior, el Departamento Administrativo del Espacio Publico - DADEP desde el año 2000, ha administrado esta aplicación para informar a la Secretaria de Hacienda Distrital, la programación, ejecución presupuestal y los resultados alcanzados en cada periodo.

No se ha realizado ninguna actualización al POR, debido a que la propiedad y administración de la misma, recae directamente a la Secretaria de Hacienda Distrital,  y proporcionan el aplicativo por medio de la Extranet, realizando la entidad los reportes correspondientes con una periodicidad mensual.

El responsable del manejo de la herramienta corresponde directamente a la Secretaria de Hacienda Distrital, y como operador de la misma recae sobre la Oficina Asesora de Planeación del DADEP, que es la que consolida la información que reportan las diferentes áreas de la entidad.

Según la metodología diseñada por la Secretaría Distrital de Hacienda, son condiciones básicas para construir el POR, el Marco de Gastos de Mediano Plazo - MGMP y todo lo relacionado con productos, metas y presupuestos -PMR, la entidad para cumplir con cada uno de los pasos para la implementación del POR, tuvo en cuenta estos  aspectos  y sin los cuales la Secretaría de Hacienda, no hubiera aprobado  la asignación presupuestal para cada vigencia.

El costeo de las unidades se realiza con base en la metodología del POR, confrontando los productos y las actividades de los proyectos de inversión social para cada vigencia.

El objetivo se definió a partir de la misión, de la visión y las políticas de la entidad, identificando en él los impactos que debe generar el DADEP, sobre la población.

En cuanto a los productos, una vez identificado el objetivo, se establecieron, los bienes y servicios (productos), cuya entrega contribuye al logro del beneficio social propuesto por el DADEP.

En caso de modificación presupuestal, tanto de recursos de inversión como de funcionamiento, previamente se realiza y envía una justificación y/o evaluación de impacto a la Secretaria Distrital de Planeación y a la Secretaria de Hacienda Distrital, para su correspondiente aprobación. Acto seguido la Oficina Asesora de Planeación responsable del POR, debe realizar la debida reprogramación de los planes y proyectos, para actualizar el POR.

Además en la herramienta denominada SEGPLAN de la Secretaria Distrital de Planeación, se debe realizar igualmente esta modificación, con una periodicidad trimestral y solamente en recursos de inversión.

La confrontación de la programación de los recursos de inversión y funcionamiento con los resultados obtenidos, se realiza con una periodicidad mensual, para así generar los informes correspondientes.

Los objetivos del Plan de Desarrollo,  tienen coherencia con los objetivos del DADEP, ya que fortalecen la cultura de uso, apropiación y participación de la ciudadanía y las organizaciones sociales para el respeto, disfrute y buena administración del espacio publico.

Establecido el objetivo y los productos de la Entidad frente al POR, se establecieron los indicadores para cada uno de ellos. Para los cuales se tuvieron en cuenta las variables necesarias para medir los efectos e impactos.

El DADEP comparte dos indicadores que son:

· Número  de metros cuadrados de espacio publico restituido por las alcaldías locales con apoyo del DADEP.

· Número de acciones de acompañamiento técnico, logístico y operativo en procesos de recuperación del espacio público realizadas.

La cuantificación de estos indicadores corresponde, al acompañamiento que realiza el DADEP con las Alcaldías locales, para la realización de los procesos de recuperación de espacios públicos.

Los productos definidos por la Entidad son: Eventos, capacitaciones para divulgar temas de espacio público, cupos ofrecidos, número de acuerdos de sostenibilidad de espacio público con acompañamiento institucional, Número de escrituras realizadas a favor del Distrito en desarrollos urbanos con zonas de cesión, requerimientos contestados, bienes entregados para ser administrados por terceros, bienes administrados, numero de acciones de acompañamiento técnico, logístico, y operativo en procesos de recuperación, número de predios depurados, número de mobiliarios urbanos instalados para la red pública.

Los indicadores son consecuentes con el que hacer institucional  (misión)  y el desarrollo de los objetivos propuestos en cada uno de los proyectos de Inversión social.

La revisión es mensual con el fin de poder determinar el comportamiento de los recursos asignados y las metas proyectadas en un periodo determinado, para tomar las acciones pertinentes.

El informe que arroja el POR,  se utiliza para consolidar el informe general para la rendición de la cuenta a la ciudadanía y entes de control social.

Fortalezas.

· Herramienta de control social para orientar al ciudadano, permitiéndole la  identificación de los productos y los beneficios de la entidad. 

· Se puede acceder por Internet.

· Se convierte en información básica durante las  discusiones  presupuestales técnicas encaminadas a la asignación de recursos para la vigencia siguiente.

· Ofrece mayor autonomía y responsabilidad al proceso de planeación, seguimiento y control de la Gestión.

La oficina de Control Interno, realiza el análisis y control correspondiente a los procesos en general de la oficina Asesora de Planeación.

Es de aclarar, que lo descrito anteriormente es suministrado por el DADEP, en respuesta al cuestionario aplicado en cumplimiento de  la solicitud de la Dirección de Economía y Finanzas Públicas.

3.2.5
Evaluación a la Contratación.

El proceso contractual que realizan las entidades estatales a las cuales se aplican las reglas y principios contenidos en la Ley 80 de 1993  y sus decretos reglamentarios, se expresa a través de las actividades y operaciones conducentes a los estudios de prefactibilidad, factibilidad y operatividad del proyecto, pliegos de condiciones o términos de referencia de la licitación o concurso, selección objetiva de los contratistas, perfeccionamiento y legalización de los contratos, su ejecución, terminación y liquidación.

Cuando el objeto del contrato se ha ejecutado o cuando el plazo previsto se ha vencido o en los casos de terminación anticipada; nulidad absoluta, aplicación de cláusulas excepcionales entre otras, el ente de control verifica si con la ejecución del objeto del mismo,  se atendió adecuadamente el servicio público a cargo de la entidad, si el interés colectivo estuvo debidamente protegido, o si  se cumplió de manera idónea y oportuna el objeto contratado.

En este entendido, se realizó auditoria a la contratación suscrita por el DADEP, durante las vigencia 2006 y 2007,  tomando como muestra un total de 111 contratos.

De esta evaluación, se encontraron los siguientes hallazgos:

Es de aclarar que los tres primeros posibles hallazgos fiscales ya fueron comunicados a la administración y respondidos por esta, los cuales fueron validadas sus respuesta y realizado algunos ajustes por el ente de control.

3.2.5.1 Hallazgo Fiscal con Incidencia Disciplinaria.
 Se  evidenció la presunta falta de control y seguimiento por parte de la entidad hacia los funcionarios que faltaron de forma significativa al evento, sin que se pudieran alcanzar los objetivos propuestos del seminario, desdibujando los propósitos contenidos en el documento de justificación:

 “… El objetivo principal de esta campaña es otorgar una herramienta clara y precisa a las alcaldesas locales así como a sus asesores en el espacio público de manera que les permita resolver las múltiples problemáticas que se presentan día a día en el complejo tema del  espacio público, así como unificar las políticas  de espacio  publico”.  

Contrato No. 128 del 29 de noviembre de 2006. – U. PILOTO. Suscrito con la Corporación Universitaria Piloto de Colombia, por $9.500.000.oo,  cuyo objeto es “La realización de un seminario “marco de instrumentos del plan maestro de espacio público, el cual tiene como propósito orientar, afianzar y consolidar la aplicación práctica y unificada de criterios frente a los instrumentos legales que se derivan de los decretos reglamentarios y en particular del Decreto 419 de 2006 por la cual se reglamentan las zonas de transición de aprovechamientos autorizados.”. 
El seminario se realizó para las alcaldesas  y funcionarios de alcaldías locales, el cual se desarrolló los días 7, 14, 15, y 21 de diciembre de 2006, con una intensidad de tres (3) horas diarias. 

De los 48 funcionarios inscritos, la universidad certificó la asistencia mediante documento de relación de asistencia de siete (7) funcionarios a las 12 horas, es decir 41 no asistieron a las 12 horas programadas. De otro lado, la universidad manifestó que 33 participantes o funcionarios no se certificaron, debido a que la asistencia fue menor al 69%.

En virtud de la inversión de recursos en esta actividad, cuyo costo por persona ascendió a $237.500.oo, según el documento de conveniencia, y el monto total fue de $9.500.000.oo, valor que finalmente fue contratado.

Para la Contraloría se generó un daño de $7.837.500.oo  que resulta de multiplicar  $237.500.oo por 33 funcionarios que no fueron certificados  por la Universidad debido a que su asistencia fue menor al 70 de la establecida, ya que se incurrió en costos en actividades que no  cumplieron los propósitos planteados, como bien lo señala la Universidad Piloto de Colombia cuando señaló:

 “Desarrollo de las actividades…La inasistencia no permitió que las actividades pudieran lograr los objetivos  previstos de cada sesión. De igual la manera, la asistencia  en la plataforma  virtual  no fue lo suficientemente  regular  como para que los objetivos  se pudieran  lograr como estaba previsto…

La modificación  de los objetivos fueron... una de las actividades adicionales…a través de talleres en las sesiones presénciales que permitieron a los asistentes recuperar los conocimientos perdidos por inasistencia  a las sesiones  y a la plataforma virtual.

Dichos talleres  se centraron en el reconocimiento  de problemas  de orden práctico que fueron resueltos  a través de discusiones con participantes y guías. El último taller tuvo como objetivo  ejemplificar  la construcción de una zona  de transición, lo cual generó  una dinámica de construcción  teórica y de soluciones practicas  a las problemáticas planteadas.  Este ejercicio no tuvo el  resultado esperado debido a que la misma inasistencia  no permitió que los participantes  tuvieran  los conocimientos  mínimos para afrontar los retos prácticos  del taller”.

 De acuerdo con lo manifestado por la Universidad la entidad falló en parte frente a las obligaciones del contrato al no disponer de forma adecuada del elemento de gestión humana, para así obtener el éxito del objeto tal y como estaba previsto.

La entidad que dispuso de recursos públicos para este evento, debió vigilar y controlar que todos y cada uno de los funcionarios asistiera, se capacitaran y fueran certificados, de esa forma se daría cabal cumplimiento al objeto contratado. No obstante, estos propósitos no se cumplieron en la forma señalada ya que de la información revisada no se observó actuación tendiente a dar cumplimiento y hacer cumplir a estos funcionarios la asistencia a esta capacitación, generándose con esta situación menoscabo al patrimonio público
  por valor de $7.837.500.oo  
En consecuencia se presume la infracción del articulo 209 de la CPC, de los principios de economía, eficacia y eficiencia previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, de los manuales de funciones e interventoría, del mismo contrato objeto de capacitación, cuando la entidad esto es el DADEP; en su calidad de coordinador e  interventor no hace cumplir las obligaciones  propias, esto es, la asistencia puntual y cabal de los invitados a participar. Lo anterior, por cuanto la entidad en su actividad de gestión fiscal a través de la interventoría como mandatario de recursos ajenos, debe velar porque estos se ejecuten de forma adecuada, para que se de el cumplimiento de los propósitos perseguidos que han de redundar en beneficio de la entidad y/o entidades involucradas.

Como quiera que los programas de capacitación, además de ser un derecho se constituyen en un deber de los servidores públicos
; en el caso en particular se evidenció la inasistencia de algunos de estos, situación que configura una presunta trasgresión de la Ley 734 de febrero de 2002, artículo 1, 33 “Recibir capacitación para el mejor desempeño de sus funciones”  y  34, deberes del servidor público, numeral 40, “capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función”.

Según la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año encontramos que:

· Según el DADEP, desde su esfera no puede hacer seguimiento a terceros (alcaldesas) para que participen del curso ya que actuar así seria sobrepasar el ámbito de su competencia.

Para el ente de control,  el DADEP dispuso de unos recursos económicos en desarrollo del proyecto Campañas educativas y Pedagógicas en el Espacio Público, mediante un contrato con la universidad del cual participaron funcionarios de las Alcaldías. 

El solo hecho de haber contratado y pagado con presupuesto de la entidad, dicho  seminario le obliga a efectuar control y seguimiento a estos recursos invertidos garantizando la activa participación de todos para que su inversión se vea reflejada en el éxito total de la actividad. 

Si bien, no puede ejercer de forma directa acciones administrativa y disciplinarias hacia los funcionarios que inicialmente fueron invitados por la entidad, sí debió hacer un seguimiento directo desde su inicio informando a los superiores jerárquico en las respectivas entidades de la obligatoriedad de asistir como es el deber de todo servidor publico y en caso de incumplimiento denunciar el hecho para que se iniciaran las acciones administrativas y disciplinarias por los  recursos invertidos y el incumplimiento del deber de capacitarse .

· En palabras de la entidad DADEP, en el contrato no se pactó como obligación la asistencia ya que su objeto se circunscribió al cumplimiento de la misión de la entidad, al desarrollo de una política pública, a través de las campañas educativas y pedagógicas, cuyo resultado del contrato se cumplió. Es decir los participantes no son parte ni fundamento del objeto del contrato. 

Sobre este tema la Contraloría considera que los participantes se constituyen en el eje  principal de la actividad contractual pactada con la universidad que le costó un dinero del patrimonio estatal, desconocer este hecho, es igual a aceptar que  el  objeto del contrato igual se cumple sin dicho personal lo que resulta totalmente fuera de contexto. Evidentemente que el personal a capacitar no es parte directa contractual, pero si hace parte de las obligaciones del contratante.

· Para el DADEP el contrato se cumplió y prueba de ello, está la Resolución de adopción de Zonas de Aprovechamiento Transitorio Regulado y de las actualizaciones del mismo puesto a disposición para las alcaldías.
Sobre esta afirmación la Contraloría diverge de lo advertido por la entidad, ya que  de la revisión del contenido del informe de la  universidad de lo que se da cuenta es de la forma como se trastornó la actividad ante la escasa asistencia del personal, razón de ser del objeto contratado, que en este caso no puede confundirse con el instrumento jurídico obtenido (Resolución) como herramienta a la función, pero que no  es el fin mismo del curso, pues de ser así simplemente se hubiera contratado dicho producto sin necesidad de que acudiera el personal a la universidad para ello.

· Otros aspectos relevantes que se mencionan en la respuesta al iniciar su contenido corresponden a los literales del A al D, y que se  contraen a señalar que por tratarse de  un proyecto de inversión como desarrollo de una política publica con la generación de una nueva cultura  se debe evaluar de forma integral por sus resultados y no por meras cifras. Que existe  la obligación de dar formación a titulo de campañas educativas y pedagógicas dirigidas a ciudadanos o servidores publico indistintamente, esto por mandato constitucional y de la Ley 4 de 1992, formación que es diferente a la que se menciona  en la Ley de Capacitación y el Decreto 1567 de 1998 que para la entidad está derogado.
Al respecto y en gracia de discusión para este hallazgo, el solo hecho de ostentar la calidad de servidores públicos los participantes y los servidores del DADEP que dispusieron de recursos para su “asistencia” que se asemeja mas a una capacitación llevada a cabo a través de este proyecto como Campaña Pedagógica se constituyen en deberes  a cumplir por todos.

Por lo expuesto, los temas puestos en consideración por el DADEP y aquí analizados, deben ser abordados por la Dirección de Responsabilidad Fiscal para que sea esta quien fije su alcance y decida la procedencia de la acción fiscal, por estar dentro del ámbito de su competencia.

En este sentido es que se confirma el hallazgo fiscal en los términos  que anteceden,  solicitando de la Entidad se hagan los correctivos a futuro a que haya lugar.
3.2.5.2 Hallazgo Fiscal con Incidencia Disciplinaria.

Se evidenció la presunta falta de control y seguimiento por parte de la entidad hacia los funcionarios que faltaron al evento, sin que se pudieran alcanzar los objetivos propuestos del seminario, desdibujando los propósitos contenidos en el documento de justificación, de igual manera, el desconocimiento e inaplicabilidad de las normas con  respecto a los empleados con nombramiento provisional  mediante la cual sólo se beneficiarían de programas de inducción:

Contrato No. 074 de enero 26 de 2006. – U. PILOTO. Suscrito con Corporación Universitaria Piloto de Colombia $70.000.000.oo, cuyo objeto es “prestar los servicios mediante la realización de un diplomado para continuar y proseguir con el fortalecimiento de las capacidades institucionales en el diseño y ejecución de las políticas sobre espacio público de la ciudad. El contenido general del programa académico y curricular del Diplomado se encuentra establecido en los términos de referencia”.
El plazo fue de 252 horas académicas (línea 1 126 horas y línea 2 126 horas), con fecha de inicio del 18 de abril de 2006 y de  finalización el 17 de agosto de 2006, sin embargo, este plazo se extendió hasta el 17 de septiembre de 2006.

El diplomado que consistió en el “MANEJO INTEGRAL DEL ESPACIO PUBLICO”, comprendió dos líneas de discusión: “línea 1: Espacio Público – Manejo integral del espacio público”, con un costo de  $39.375.000.oo, para 45 participantes, (El costo por persona fue de $875.000.oo
); la “Línea 2: Pensamiento complejo”,  con un costo $ 30.625.000.oo para 35 participantes (el costo por persona fue de $875.000.oo
), con intensidad horaria de 126 horas c/u. 

Tema De Inasistencia: 

En la primera línea “Manejo integral del espacio público”:

Fueron inscritos 49 personas de diferentes entidades del Distrito, de los cuales 13, no fueron certificados por la universidad debido a que no cumplieron con la asistencia  requerida para ello. De estas 13 personas  que no asistieron y por lo tanto no fueron certificados, 9 pertenecen a diferentes entidades del Distrito y 4 al DADEP;  estos últimos corresponden personal provisional  y contratista.

La inasistencia de estas 9 personas, le costó a la entidad la suma de $7.875.000.oo que resulta de tomar el costo por persona $875.000, multiplicado por los 9 funcionarios de diferentes entidades del distrito que la universidad no certificó por su inasistencia.

En la segunda línea “Pensamiento complejo”:

Fueron inscritos 38 personas, de las cuales 6 no fueron certificados por la universidad debido a su inasistencia.

De los 6 convocados que no asistieron, 3 pertenecen a diferentes entidades del Distrito y 3 al DADEP, estos últimos corresponden personal o bien provisional o contratista los incluyen en el tema de prohibición legal sobre capacitación.

Por lo anterior, se configura un posible detrimento $2.625.000.oo, ($875.000.oo X 3 = 2.625.000.oo)  correspondiente a los tres (3) funcionarios de otras entidades que no se certificaron por inasistencia.

Parte del pago que hizo a la universidad, corresponde al incumplimiento de estas personas de asistir a la totalidad de la actividad o al menos a la mínima requerida, para así cumplir con el objeto de la misma, como una de las obligaciones del contratante con la universidad.

Por lo tanto, la entidad que dispuso de recursos públicos para este evento, debió vigilar y controlar que todos y cada uno de los funcionarios asistiera, se capacitaran y fueran certificados, de esa forma se daría cabal cumplimiento al objeto contratado. No obstante, estos propósitos no se cumplieron en la forma señalada ya que de la información revisada no se observó actuación tendiente a dar cumplimiento y hacer cumplir a estos funcionarios a asistir a dicha capacitación, generándose con esta situación menoscabo al patrimonio público
 en cuantía de  $10.500.000.oo  ($7.875.000.oo y $2.625.000.oo respectivamente)

En consecuencia se presume la infracción del articulo 209 de la CPC, de los principios de economía, eficacia y eficiencia previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, de los manuales de funciones e Interventoría, del mismo contrato objeto de capacitación, cuando la entidad en su calidad de coordinador e  interventor no hace cumplir las obligaciones  propias, esto es, la asistencia puntal y cabal de los invitados a participar. Lo anterior por cuanto la entidad en su actividad de gestión fiscal a través de la Interventoría como mandatario de recursos ajenos debe velar porque estos se ejecuten de forma adecuada, para que se de el cumplimiento de los propósitos perseguidos que han de redundar en beneficio de la entidad y/o entidades involucradas.

 Los programas de capacitación, además de ser un derecho se constituyen en un deber de los servidores públicos
; en el caso en particular se evidenció la inasistencia de algunos de estos, situación que configura una presunta trasgresión de la Ley 734 de febrero de 2002, artículos 1, 33 “Recibir capacitación para el mejor desempeño de sus funciones”   y 34, deberes del servidor público, numeral 40, “capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función”., en este  caso se hace referencia de los servidores públicos que no asistieron.

Tema De Provisionales y Contratistas:

 Línea Uno “Manejo Integral del Espacio Publico,”

De los 49 convocados, 25 pertenecen al DADEP vinculados como provisionales y otros a través de contrato de prestación de servicio quienes no podían participar de este programa de capacitación como se verá mas adelante, situación que genera un posible detrimento adicional en cuantía de $21.875.000.oo que resulta de tomar el costo por persona y multiplicarlo por las 25 personas que no tenían derecho a ésta capacitación. (875.000.oo X 25)

Línea. Dos “Pensamiento Complejo”

De los 38 convocados, 22 son empleados provisionales y contratistas que fueron vinculados con el al DADEP, los cuales no podían participar de este programa de capacitación de acuerdo con la prohibición contenida el Decreto Ley 1567 de 1998, artículos 6 y 7  situación que se configura como un posible detrimento patrimonial en cuantía de $19.250.000.oo que resulta de tomar el costo por persona y multiplicarlo por las 22 personas provisionales  y contratistas vinculados al DADEP, que no tenían derecho a esta capacitación (875.000.oo X 22).

Es de mencionar, que tras el incumplimiento de la norma, se le adiciona que 3 de los 22 asistentes (provisionales y contratistas del DADEP), no asistieron y por lo tanto no fueron certificados.

Para los dos casos se genera un detrimento en cuantía de $41.125.000.oo ($21.875.000.oo oo mas $19.250.000.oo)
La asistencia al diplomado por parte de funcionarios provisionales y contratistas del DADEP, trasgrede el Decreto Ley 1567 del 15 de agosto de 1998, artículo 6 literal g) y 7.
“Artículo 6.- Prelación de los empleados de carrera. Para aquellos casos en los cuales la capacitación busque adquirir y dejar instaladas capacidades que la entidad requiera más allá del mediano plazo, tendrán prelación los empleados de carrera. Los empleados vinculados mediante nombramiento provisional, dada la temporalidad de su vinculación, sólo se beneficiarán de los programas de inducción y de la modalidad de entrenamiento en el puesto de trabajo”

 “Artículo 7o.- Programas de inducción y reinducción. Los planes institucionales de cada entidad deben incluir obligatoriamente programas de inducción y de reinducción, los cuales se definen como procesos de formación y capacitación dirigidos a facilitar y a fortalecer la integración del empleado a la cultura organizacional, a desarrollar en éste habilidades gerenciales y de servicio público y a suministrarle información necesaria para el mejor conocimiento de la función pública y de la entidad, estimulando el aprendizaje y el desarrollo individual y organizacional, en un contexto metodológico flexible, integral, práctico y participativo. Tendrán las siguientes características particulares: 

a) Programa de inducción. Es un proceso dirigido a iniciar al empleado en su integración a la cultura organizacional durante los cuatro meses siguientes a su vinculación. El aprovechamiento del programa por el empleado vinculado en período de prueba deberá ser tenido en cuenta en la evaluación de dicho período…. 

b) Programa de reinducción. Está dirigido a reorientar la integración del empleado a la cultura organizacional en virtud de los cambios producidos en cualquiera de los asuntos a los cuales se refieren sus objetivos, que más adelante se señalan. Los programas de reinducción se impartirán a todos los empleados por lo menos cada dos años, o antes, en el momento en que se produzcan dichos cambios, e incluirán obligatoriamente un proceso de actualización acerca de las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades y de las que regulan la moral administrativa”.

Al respecto la Corte Constitucional en sentencia C-1163 de 2000 en diferentes apartes de la decisión, señaló: 

“En esta oportunidad le corresponde a la Corte determinar, si la decisión del legislador, contenida en la disposición impugnada, de excluir de los cursos de capacitación que brinden las entidades oficiales, a los empleados públicos con nombramiento provisional, los cuales, "...dada la temporalidad de su vinculación sólo se beneficiarán de los programas de inducción y de la modalidad de entrenamiento en el puesto de trabajo", vulnera el principio de igualdad que contiene el artículo 13 de la C.P., además de lo dispuesto en los artículos 53 y 54 superiores, que respectivamente establecen los principios mínimos fundamentales de la relación laboral y le señalan al Estado la obligación de "ofrecer formación y habilitación profesional a quien lo requiera"; así mismo, si dicha norma desconoce lo dispuesto en el artículo 67 de la Carta, que consagra el derecho fundamental a la educación.

Teniendo en cuenta los anteriores presupuestos, la pregunta que surge y que deberá resolver la Corte en este caso, es si los empleados públicos que excepcional y transitoriamente ocupen cargos en la administración, vinculados a ella mediante nombramientos provisionales, tienen derecho, en condiciones de igualdad, a acceder a los programas de capacitación que brinde la entidad en la que laboran, o si el legislador puede restringirlos, como lo hizo a través de la disposición impugnada, estableciendo que ellos sólo se beneficiarán de los cursos de inducción y entrenamiento en el puesto de trabajo, sin vulnerar con ello el ordenamiento superior, y específicamente el derecho a la igualdad….

En esa perspectiva, la capacitación implica el desarrollo de un principio de rango constitucional, que se erige como un derecho del cual son titulares todos los trabajadores y en la administración pública todos sus servidores. Así las cosas, lo que deberá ahora determinar la Corte, es si la decisión del legislador extraordinario, de distinguir entre empleados de carrera y empleados provisionales, a la hora de impartir cursos de capacitación diferentes a los de inducción y entrenamiento específico para el puesto de trabajo, dando prevalencia a los primeros, constituye una forma de discriminación no justificada o irrazonable, que como tal vulnera el ordenamiento superior, especialmente el principio de igualdad al que se refiere el artículo 13 superior….

6. El literal g) del artículo 6º del Decreto Ley 1567 de 1999, no acarrea vulneración o desconocimiento del principio de igualdad, dado que la situación jurídica de los empleados públicos de carrera es sustancialmente diferente de la de los empleados públicos provisionales, por lo que es razonable y se justifica un trato distinto en materia de capacitación …

Lo anterior se afirma, si se tiene en cuenta que el objetivo principal de la capacitación en la administración pública es mejorar la calidad de la prestación de los servicios a cargo del Estado, para garantizar así el bienestar general y la consecución de los fines que le son propios, objetivo que no se distorsiona ni se elude con el trato diferente que contempla la norma legal impugnada para los empleados vinculados con nombramiento provisional, los cuales, dice ella misma expresamente, tendrán derecho a los programas de inducción y de entrenamiento en el puesto de trabajo, lo que es suficiente para garantizar el cumplimiento de ese objetivo, y además es razonable y se justifica, si se tiene en cuenta la temporalidad de su vinculación y los costos crecientes de ese tipo de programas, que exigen estrategias de racionalización y optimización a la hora de utilizarlos, una de las cuales es destacarlos para aquellos servidores que permanecerán en su cargos, pues sólo así, paralelamente, se garantizará la instalación cierta y duradera de competencias y capacidades específicas en la respectiva entidad…

Lo anterior se afirma, si se tiene en cuenta que el objetivo principal de la capacitación en la administración pública es mejorar la calidad de la prestación de los servicios a cargo del Estado, para garantizar así el bienestar general y la consecución de los fines que le son propios, objetivo que no se distorsiona ni se elude con el trato diferente que contempla la norma legal impugnada para los empleados vinculados con nombramiento provisional, los cuales, dice ella misma expresamente, tendrán derecho a los programas de inducción y de entrenamiento en el puesto de trabajo, lo que es suficiente para garantizar el cumplimiento de ese objetivo, y además es razonable y se justifica, si se tiene en cuenta la temporalidad de su vinculación y los costos crecientes de ese tipo de programas, que exigen estrategias de racionalización y optimización a la hora de utilizarlos, una de las cuales es destacarlos para aquellos servidores que permanecerán en su cargos, pues sólo así, paralelamente, se garantizará la instalación cierta y duradera de competencias y capacidades específicas en la respectiva entidad… 

Así las cosas, encuentra la Corte que el fragmento del inciso segundo del literal g) del artículo 6º del Decreto Ley 1567 de 1998, sobre el que se efectúa el juicio de inconstitucionalidad, no viola lo dispuesto en los artículos 1, 13, 53 y 54 de la C.P., pues el trato diferente en materia de capacitación que establece para un grupo de empleados del Estado, el conformado por los empleados provisionales, no vulnera el principio de igualdad que garantiza la Carta Política, ni afecta las condiciones dignas y justas en el trabajo contempladas y protegidas en el artículo 53 superior, pues al empleado provisional, a través de los respectivos cursos de inducción y entrenamiento, se le prepara adecuadamente para el desempeño de sus funciones y se le brindan las garantías necesarias para su ejercicio en condiciones de igualdad y dignidad”.

En este mismo sentido se ha pronunciado el Departamento Administrativo del Servicio Civil, según concepto 367 del 13 febrero de 2006 al señalar: “(…) Así las cosas, no sería viable brindar capacitación a los funcionarios que se encuentran en la administración, como lo es el caso de los provisionales, así hayan laborado en la administración varios años”.

De conformidad con lo expuesto, se presume la infracción de los artículos 6  y 209 de la CPC, de los principios de economía, eficacia y eficiencia previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, Decreto Ley 1567 del 15 de agosto  de 1998, art 6 literal g) y 7, artículo 73, de los manuales de funciones e interventoría, configurándose un detrimento por la asistencia de provisionales al diplomado y la inasistencia de funcionarios de otras entidades del Distrito en cuantía total de $51.625.000.oo ($10.500.000.oo mas $41.125.000.oo)       

Por manejo dado a los recursos dispuestos para capacitación a funcionarios vinculados como provisionales y contratistas, se presume la actuación irregular de los servidores públicos que invirtieron dichos recursos pese a la prohibición, conducta que estaría incursa en causal  del artículo 34 numerales 1 y 21 de la ley 734 de 2004.

De otra parte en relación con los contratos de prestación de servicios hay que destacar que estamos ante un contrato estatal definido en la ley 80 de 1993
, del cual no se desprende relación laboral alguna y por ende no genera ningún tipo de derechos de este orden, como prestaciones y capacitación.

Norma de la cual se infiere la imposibilidad de hacer participes de los programas de capacitación a contratistas cuya relación contractual estatal es carácter   de prestación de servicios.

Al respecto se debe tener en cuenta las características propias del contrato de prestación de servicio que hace la diferencia frente a la vinculación laboral legal y reglamentaria de las entidades públicas, de acuerdo con la sentencia C-154 de 1997  Corte Constitucional:

“ (…) a. La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para la ejecución de labores en razón de la experiencia, capacitación y formación profesional de una persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las respectivas labores profesionales. b. La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y científico, constituye el elemento esencial de este contrato. c. La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido. Por último, no es posible admitir confusión alguna con otras formas contractuales y mucho menos con los elementos configurativos de la relación laboral, razón por la cual no es procedente en aquellos eventos el reconocimiento de los derechos derivados de la subordinación y del contrato de trabajo en general, pues es claro que si se acredita la existencia de las características esenciales de éste quedará desvirtuada la presunción establecida en el precepto acusado y surgirá entonces el derecho al pago de las prestaciones sociales en favor del contratista, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo.”
Cabe resaltar que el hecho de someter a un contratista de prestación de servicios a participar de los programas de capacitación, además de estarle generando unos derechos propios de una relación laboral, se daría la subordinación porque existe la obligación del cumplimiento de un horario para lograr los objetivos de la formación y  obtener la  respectiva certificación, situación que podría eventualmente generar en un riesgo económico para la entidad ante posibles demandas para la entidad, en virtud del principio de la primacía de la realidad.

Según la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año encontramos que:

Como lo advierte la entidad sirve de sustento al presente al hallazgo, el contenido de respuesta para el hallazgo 3.2.5.1, en la parte  inicial, se entiende se refiere literales del A al D cuyo  contenido es “de características semejantes”, donde si “cabe la misma razón cabe la misma disposición, llegando a la conclusión  de que los argumentos y elementos de juicio ya esgrimidos, son procedentes y válidos en el presente hallazgo … resulta ser suficiente para establecer que se ha cumplido a cabalidad con el objeto estipulado por las partes”.

La  Contraloría igualmente se suscribe   y ratifica en cuanto al análisis efectuado, para el hallazgo 3.2.5.1, dando lugar a temas pendientes referentes a la jerarquía de la Ley 4 de 1992 sobre la Ley 909 de 2004 y otras disposiciones, norma  que según el DADEP prevalece y es la única de aplicación en temas de capacitación, que en términos del literal e) del Articulo 2°, a la autoridad administrativa del Estado le es imperativo la utilización eficiente del recurso humano a su servicio. Recurso humano indistinta y válidamente compuesto por funcionarios públicos, trabajadores oficiales y contratistas de servicio. Para ello, y de manera complementaria y concordante el literal g) del mismo ordenamiento consagra como obligación del Estado, el “…propiciar una capacitación continua del personal a su servicio…”.

Sobre este aspecto no se desconoce el carácter y jerarquía de la disposición que se cita,  pero  no se puede omitir que el desarrollo del tema especifico sobre la forma como se brindó la capacitación que precisamente no se dirigió a la ciudadanía y comunidades como se infiere de la misma política y del proyecto, sino a servidores de libre nombramiento y remoción; provisionales y  contratistas que prestan su servicio al DADEP, cuyo objeto contractual versó en  “ (¿)la realización de un diplomado para continuar y proseguir con el fortalecimiento de las capacidades institucionales en el diseño y ejecución de las políticas sobre espacio público de la ciudad. El contenido general del programa académico y curricular del Diplomado se encuentra establecido en los términos de referencia”,  objeto del cual se infiere una capacitación, que en principio salvo opinión en contrario de autoridad competente, se ajustaría mas a las normas contenidas en el Decreto 1567 de 1998, norma que hasta donde se sabe sigue vigente para el caso bajo examen y el ejemplo de ello es el Decreto 1227 de 2005, con el cual se reglamenta la Ley 909 de 2004 y el Decreto Ley 1567.

Los servidores de la entidad quienes recibieron dicha capacitación se convierten difusores de dicha pedagogía a la ciudadanía.

Si se aplicara tal y como lo plantea p el DADEP, esto es, con derecho indistintamente de quien se trate, daríamos por sentado que existen dos clases de capacitación a los servidores públicos cuya reglamentación sería por dos vías jurídicas, una la Ley Nacional de Capacitación, el Reglamento sobre esta, el Decreto 1567 de 1998 y el Decreto 1227 de 2005 y otra por vía de la Ley 4 de 1992, tema y el producto recibido debe ser abordado por la Dirección de Responsabilidad Fiscal al decidir la procedencia y la apertura de la acción fiscal.

De otra parte, si bien el impacto de la asistencia  a  los diplomados  como campaña educativa y pedagógica fue superior al 80%, en expresión del DADEP y que por tanto esta cifra en términos de resultados como ejercicio de formación es más que exitosa, para subrayar que el objeto se cumplió y en este sentido se ajustó las disposiciones contenidas en la Ley 4 de 1992; la entidad al parecer desconoce como ordenamiento jurídico el Decreto 1567 de 1998, cuyo  sentido es no disponer recursos económicos para esta actividad a provisionales quedando como solución la formación y capacitación pero desde y al interior de la entidad. 

Para el respectivo análisis, existen varios conceptos de entidades competentes a nivel Distrital como lo es el Departamento Administrativo del Servicio Civil así: 

El concepto 367 del 13 de febrero de 2006,  señala que: “(…) No sería viable brindar capacitación a los funcionarios que se encuentran en la administración, como lo es el caso de los provisionales, así hayan laborado en la administración varios años”.

El Concepto 3269 del 4 de agosto de 2005, hace referencia a que:  “1. Los funcionarios nombrados en provisionalmente, dada la temporalidad de su vinculación se beneficiaran de los programas de inducción y de la modalidad de entrenamiento en el puesto de trabajo de acuerdo con lo consagrado en el literal g del articulo 6 del Decreto Ley 1567 de 1998, norma vigente de acuerdo con lo  Dispuesto en el Decreto 1227 de 2005, e igualmente declarado exequible por la Corte Constitucional en sentencia del 6 de septiembre de 2002, expediente D-2865.  
3.2.5.3 Hallazgo Fiscal con Incidencia Disciplinaria.
Contrato 130 del 7 de diciembre de 2006–  U. SABANA. 

Se evidenció el presunto desconocimiento de las normas que regulan el sistema nacional de capacitación, relacionadas con la provisionalidad o temporalidad en el cargo y la falta  de control y seguimiento por parte de la entidad hacia los funcionarios que faltaron al evento, sin que se pudieran alcanzar los objetivos propuestos en forma plena respecto del modulo de capacitación, se generó un posible detrimento al patrimonio del distrito, relacionado con la actividad denominada “CAPACITACIÓN”.
El contrato de Prestación de Servicios 130 del 7 de diciembre de 2006, celebrado entre el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP y la Universidad de la Sabana, se pactó por valor de $85.895.284 incluido IVA y demás costos directos e indirectos de carácter nacional y/o distrital legales vigentes al momento de la presentación de la oferta, en cuyo objeto “El CONTRATISTA se obliga para con el CONTRATANTE a prestar los servicios profesionales para desarrollar las actividades relacionadas con la sensibilización, capacitación, diseño, implementación y puesta en marcha del modelo estándar de control interno (MECI), el sistema de gestión de calidad (SGC) y el plan institucional de gestión ambiental (PIGA), con miras al fortalecimiento del Sistema Integral de Control Interno del DADEP.”

Para la referenciada capacitación, se estableció un presupuesto de $85.895.284, para ser ejecutados durante la vigencia del contrato, de acuerdo con la CLAUSULA SEPTIMA.- PLAZO de ejecución y vigencia del contrato, pactado a ocho (8) meses y hasta cuatro (4) meses siguientes a la finalización del plazo de la ejecución.  Sin embargo, dicha vigencia fue ampliada mediante los contratos de adición y prorroga por un término de dos (2) meses más, que no generó para el contratante ningún costo adicional.

Producto del análisis y verificación de la información relacionada con el contrato se determinó lo siguiente: 

De acuerdo con las instrucciones impartidas por el Director del DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DEL ESPACIO PÚBLICO – DADEP, en desarrollo del contrato suscrito con la UNIVERSIDAD DE LA SABANA, informó el programa de capacitación a los “SUBDIRECTORES, JEFES DE OFICINA ASESORA Y JEFES DE OFICINA DEL DADEP” mediante el memorando 2007IE1536 del 16 de marzo de 2007, programa que requería la presencia de todos los funcionarios, para desarrollar los temas de “Comunicación Acertiva, Sistema de Gestión de Calidad SGC-NTC-GP-1000, Modelo Estandar de Control Interno – MECI, Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA, Contabilidad Ambiental, Aspectos legales en los componentes del programa y curso para Auditores Internos, que se dictará únicamente a los veinticinco funcionarios que aprueben los contenidos de todo el programa”.  

Según las mencionadas instrucciones habría una distribución de personal,  advirtiendo que la universidad emitiría certificado de asistencia a quienes cumplieran con mas del 80% de las charlas, con la respectiva emisión de un certificado de auditores internos únicamente a las personas que aprobaran el examen respectivo y se destacaran en los simulacros de auditoría programados dentro del DADEP.

Frente  a la distribución y programación  se concretó lo siguiente: 

Grupo 1 = 19, Grupo 2 = 17, Grupo 3 = 26 y Grupo 4 = 21, en este último grupo se encuentra repetido el nombre del señor Iván Ernesto Rojas Guzmán, por lo tanto el total de funcionarios citados correspondió a 82; que guardan relación con el mismo número de funcionarios reportados como convocados por la oficina de Talento Humano del DADEP, según consta en el “INFORME FINAL” entregado como producto por la Universidad de la Sabana.  Así mismo, se fijaron las fechas  y en algunos casos el horario de asistencia, al igual que los temas a capacitar, entre los que se encuentran: Sistema de Calidad GP - 1000, Aspectos legales, Modelo Estándar de Control Interno, Sistema de Gestión Ambiental y Contabilidad Ambiental.

Es claro que el número de asistentes a participar en el módulo de capacitación, estaba plenamente definido desde el principio y producto de ello se incluyo el mismo número en la relación manejada por la universidad, a través de documentos tales como el control de horario, el producto denominado “INFORME FINAL – CONTRATO 130/2006 Defensoría del Espacio Público Universidad de la Sabana”, página 38, documentos que hacen parte de la relación contractual, de lo que resulta viable la manera como se calculó el detrimento.

Verificado el listado de “CONTROL DE ASISTENCIA” diligenciado por la Universidad y valorada la respuesta de la entidad por este organismo de control, se determinó que se encuentran relacionados como asistentes a la capacitación un total de 80 funcionarios, de los 82 convocados por el DADEP. 

Caso 1: Provisionales
Confrontados los nombres con el listado de distribución denominado “HORARIO Y ASISTENTES AL PROGRAMA DE CAPACITACIÓN DADEP – U. LA SABANA”, elaborado por la misma, se estableció la capacitación de 71 funcionarios que fueron vinculados como provisionales los cuales no podían participar de este programa de capacitación de acuerdo con la prohibición contenida el Decreto Ley 1567 de 1998, artículos 6 y 7  situación que se configura como un posible detrimento patrimonial en cuantía de $7.411.298,63 que resulta de tomar el costo por persona y multiplicarlo por las 71 personas (104.384,48 X 71).

La asistencia a la capacitación por parte de funcionarios provisionales del DADEP, trasgrede el Decreto Ley 1567 del 15 de agosto de 1998, artículos 6 literal g) y 7, citados para el hallazgo 3.2.5.2 en el tema referente a las prohibiciones de capacitación a provisionales, se aclara que el articulo 6  fue objeto de desarrollo por la Corte Constitucional en sentencia C-1163 de 2000.

Por lo tanto, en desarrollo de la gestión fiscal
 adelantada y ante la causación del daño
, se presume la infracción de los artículos 6  y 209 de la CPC, de los principios de economía, eficacia y eficiencia previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, Decreto Ley 1567 del 15 de agosto  de 1998, art 6 literal g) y 7.de los manuales de funciones.

Por el manejo dado a los recursos dispuestos para capacitación a funcionarios vinculados como provisionales se presume la actuación irregular de los servidores públicos que invirtieron dichos recursos pese a la prohibición, conducta que estaría incursa en causal  establecida artículo 34 numerales 1 y 21 de la ley 734 de 2004.

Según la ley 80 de 1993 del contrato de prestación de servicios no puede desprenderse relación laboral alguna y por ende no genera ningún derecho como la capacitación.

Son características propias del contrato de prestación de servicio que las diferencia de la vinculación laboral legal y reglamentaria de las entidades públicas, de acuerdo con la sentencia C-154 de 1997  Corte Constitucional, citada para el hallazgo 3.2.5.2., en el tema de provisionales y contratistas.

Se reitera el riesgo económico por eventuales demandas a la entidad al reconocer este tipo de derechos a los contratistas según lo señalado en párrafos anteriores.

Caso 2: Inasistencia a Capacitación 

Como se menciono en párrafos anteriores, solamente asistieron 80 funcionarios, faltando dos de los servidores de nivel directivo, a pesar de estar programados. 

El pago de capacitación para los dos (2) empleados públicos es considerado por este ente de control como un detrimento patrimonial por valor de $208.768,98 calculado de manera proporcional con base en los 82 funcionarios programados y el valor de las capacitaciones que correspondió al 10% del valor del contrato, es decir, la suma de $8.559.582, que resulta de tomar el costo por persona y multiplicarlo por las 2 personas (104.384,48 X 2)

Parte del pago que hizo a la universidad, corresponde al incumplimiento de estas personas de asistir a la totalidad de la actividad o al menos a la mínima requerida, para así cumplir con el objeto de la misma, como una de las obligaciones del contratante con la universidad.

Por lo tanto, la entidad que dispuso de recursos públicos para este evento, debió vigilar y controlar que todos y cada uno de los funcionarios asistiera, se capacitaran y fueran certificados, de esa forma se daría cabal cumplimiento al objeto contratado. No obstante, estos propósitos no se cumplieron en la forma señalada ya que de la información revisada no se observó actuación tendiente a dar cumplimiento y hacer cumplir a estos funcionarios a asistir a dicha capacitación, generándose con esta situación menoscabo al patrimonio público
 en cuantía de  $208.768,98

En consecuencia se presume la infracción de los artículos 6  y 209 de la CPC, de los principios de economía, eficacia y eficiencia previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, de los manuales de funciones e interventoría, del mismo contrato objeto de capacitación, cuando la entidad en su calidad de coordinador e  interventor no hace cumplir las obligaciones  propias, esto es, la asistencia puntal y cabal de los invitados a participar. Lo anterior por cuanto la entidad en su actividad de gestión fiscal a través de la Interventoría como mandatario de recursos ajenos debe velar porque estos se ejecuten de forma adecuada, para que se de el cumplimiento de los propósitos perseguidos que han de redundar en beneficio de la entidad y/o entidades involucradas.

 Los programas de capacitación, además de ser un derecho se constituyen en un deber de los servidores públicos; en el caso en particular se evidenció la inasistencia de algunos de estos, situación que configura una presunta trasgresión de la Ley 734 de febrero de 2002, artículos 1, 33 “Recibir capacitación para el mejor desempeño de sus funciones”   y 34, deberes del servidor público, numeral 40, “capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función”., en este  caso se hace referencia de los servidores públicos que no asistieron.

De los anteriores análisis, se concluye que existe un posible detrimento al patrimonio del distrito relacionado  con el producto “CAPACITACIÒN”, derivado del contrato suscrito entre el DADEP y la UNIVERSIDAD DE LA SABANA, en cuantía acumulada por un valor total de $7.620.067,61.

Por último, es preciso resaltar que frente al tema relacionado con la capacitación a funcionarios vinculados a la Administración del Distrito en calidad de provisionales, esta no es posible puesto que, “tiene derecho únicamente a la capacitación en inducción y entrenamiento de trabajo, tal como lo establece la ley”

Una vez validada la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año encontramos que:

Tema inasistencia: 

· Las explicaciones expuestas por la entidad para los casos de dos de los funcionarios que no pudieron asistir a dicha capacitación y que hacen alusión a las diversas tareas asignadas por estos días, no fueron soportadas con la respuestas ni en los documentos que expuso la entidad para adelantar la auditoria se evidenciaron estas situaciones.

Es de agregar que la entidad ante el cuestionamiento efectuado a través del hallazgo nada mencionó sobre las acciones administrativas iniciadas encaminada a determinar la responsabilidad administrativa y disciplinaria a los funcionarios que no asistieron como mecanismo interno.

Tema de provisionalidad 

En primer lugar y antes de dar paso al tema del daño que se causa por concepto provisionalidad, una vez revisada la documentación pertinente, el ente de control acepta la aclaración referente a que a través de este contrato: “No se vinculó a ningún contratista de la entidad”, tal y como se consigna en la relación de personal provisional aportada por el DADEP, por tanto el hallazgo se ajusta a funcionarios provisionales.

· Respecto de la sentencia C-1163 de 2000 referida por el ente de control,  y que fue objeto de pronunciamiento en relación  con el artículo 6, la entidad señala que no se puede aplicar al caso en concreto por que no versa sobre la misma  “realidad fáctica y jurídica de la Defensoria del espacio Público”, aspecto ne tenido en cuenta por la entidad. 

La Contraloria aclara que cuando se mencionó este pronunciamiento se hizo para referirse a que pese a la situación de la provisionalidad existe una prelación a funcionarios de carrera y no hay violación de principios como el de igualdad.

Ahora, revisando el texto del Decreto- Ley 1567 de 1998, este ente de control encuentra que  pese a la realidad fáctico jurídico de algunas entidades, en casos como el DADEP  donde su planta actualmente la conforman servidores de libre nombramiento  remoción y provisionales, el decreto en mención infortunadamente no hizo excepción alguna para su inaplicación, en consecuencia se infiere que no se podría dar capacitación en los términos que establece la ley a funcionarios vinculados en provisionalidad, lo que no significa que no tengan derecho a inducción, entrenamiento en el puesto de trabajo o reinducción a través  por aquellas personas que la pueden recibir. Entendemos que el sentido de la norma es no disponer recursos económicos para esta actividad a provisionales quedando como solución la formación y capacitación pero desde y al interior de la entidad. 

Dada la complejidad del tema, para el respectivo análisis, además de esta normativa  se ha echado mano de los conceptos de entidades competentes a nivel Distrital como lo es el Departamento Administrativo del Servicio Civil así:

El concepto 367 del 13 de febrero de 2006,  señala que: “(…) No sería viable brindar capacitación a los funcionarios que se encuentran en la administración, como lo es el caso de los provisionales, así hayan laborado en la administración varios años”.

El Concepto 3269 del 4 de agosto de 2005, hace referencia a que:  “1. Los funcionarios nombrados en provisionalmente, dada la temporalidad de su vinculación se beneficiaran de los programas de inducción y de la modalidad de entrenamiento en el puesto de trabajo de acuerdo con lo consagrado en el literal g del articulo 6 del Decreto Ley 1567 de 1998, norma vigente de acuerdo con lo  Dispuesto en el Decreto 1227 de 2005, e igualmente declarado exequible por la Corte Constitucional en sentencia del 6 de septiembre de 2002, expediente D-2865.  

· En relación con la vigencia del Decreto Ley 1567 de 1998, este de control toma para este caso los mismos argumentos expuestos para los hallazgos fiscales que anteceden, para indicar su aplicabilidad.

· En cuanto a la forma como se determinó el daño, para el tema de inasistencia y provisionalidad, la entidad ha señalado  que no se ajusta al contenido del contrato:

 “El ente de control señala que dicho detrimento se calcula al tomar el costo (de la capacitación) por persona  y multiplicarlo por el número de funcionarios que asistieron y el número de servidores que no asistieron.

Es necesario dejar absoluta claridad en el punto, porque en ninguno de los  capítulos que conforma los términos de referencia y del contrato en sí (que son ley para las partes), se determinó que el pago de los productos pactados se realizaría mediante la modalidad de precios unitarios; es decir, por cada de uno de los procesos, por cada uno de procedimientos, por cada una de las guías, o por cada uno de los documentos, etc., ni tampoco para el caso específico de las capacitaciones, por cada uno de funcionarios de la Entidad que participaron en el proceso.

En ente de control en su estudio introdujo una variable que no existe en las piezas que conforman el contrato y sobre esa creación estableció un posible detrimento patrimonial. Este quehacer del Grupo Auditor, además de estar inobservando las normas de auditoría generalmente aceptadas, desconoce lo contenido en los términos de referencia y en el cuerpo del contrato que son ley para las partes, pero también son ley para todo aquel que lo examine, de lo contrario se vulnera el principio de la seguridad contractual y se transita por el sendero de interpretaciones subjetivas.

Por último el análisis realizado por el ente de control rompe el principio de integralidad que tutela el contrato.  No puede la Contraloría negar que efectivamente se cumplió con el objeto del contrato y que cada uno de los productos contratados se recibió a satisfacción.”

Al respecto, se debe señalar que el calculo del posible daño causado, se soportó para este caso en los términos de referencia, capitulo de DEFINICIONES, SIGNIFICADO DE TÉRMINOS en el se establece que; “(…) Los términos de referencia  y los demás documentos expedidos por el DADEP en desarrollo de la presente convocatoria conforman las disposiciones de obligatorio cumplimiento para los proponentes el contratista y el DADEP. Vencida la oportunidad para modificación o aclaración de dichos documentos los mismos serán aplicables tal y como fueron expedidos”

Así las cosas, el ente de control discrepa del análisis realizado al tema de la forma como se calculó el daño por cuanto para este caso no se circunscribió exclusivamente al contenido de la minuta del contrato con la cual se perfeccionó,  sino de forma integral con los términos de referencia así como de los documentos que le anteceden y que le suceden, para señalar que dicha capacitación se dirigió a todos los funcionarios según directrices del Director del DADEP
 en virtud de lo dispuesto en el Programa General de Capacitación, daño que se ha concretado
,elaborando  fórmula de prorrateo con base en los 82 funcionarios programados a dicha capacitación  el valor del item de capacitación
a $8.559.528 y los funcionarios que no asistieron. Es de aclarar  en este caso el contrato está pactado por productos.

En conclusión, la forma de establecer el daño en nada contraviene norma alguna ni el contrato, ya que simplemente se basó en tomar el producto pactado capacitación que no tiene más conceptos adicionales y el número de funcionarios citados capacitación, para calcular cuanto le costó la inasistencia de alguno de ellos. 

En los términos de referencia capitulo DEFINICIONES, SIGNIFCADO DE TERMINOS respecto de la clase de capacitación ofrecida se entiende que se trata de  una Sensibilización  que se define como: “Proceso mediante el cual EL CONTRATISTA seleccionado adelantará procesos de información orientación y motivación a todos los servidores públicos vinculados en los siguientes temas..”

· Según el DADEP la contratación desarrollada consistió en un proceso capacitación por vía de reinducción al cual tiene derecho indistintamente se trate o no de servidores de carrera o provisionales esto en virtud de los Decretos 682  del 16 de abril de 2001 y el Decreto  4665 de 2007. 

En lo concerniente a esta afirmación, cierto es que la entidad en cumplimiento de esta normatividad existe el derecho de obtener   formación y capacitación, pero dentro del marco de lo establecido en el Decreto 1567 de 1998, que para el caso de de provisionales se  recibirá al interior de la entidad a través de funcionarios capacitadores bien de carrera administrativa o libre nombramiento y remoción quienes previamente debieron recibir dicha capacitación.  

· Por ultimo, no se niega que el contrato en el item capacitación se  cumplió en gran medida, no obstante la entidad debió velar por la asistencia de todos sus funcionarios ya por cada uno de ellos se dispuso de recursos del Distrito, de manera que estamos en desacuerdo con la entidad al señalar que en el caso de los funcionarios de la alta Dirección si bien no participaron, ello no implica que desconozcan el tema; porque se concluiría que no era necesaria su participación ni el pago efectuado para estas dos personas.    

Por lo expuesto, los temas puestos en consideración por el DADEP y aquí analizados, deben ser abordados por la Dirección de Responsabilidad Fiscal para que sea esta quien fije su alcance y decida la procedencia de la acción fiscal, por estar dentro del ámbito de su competencia.

. 

Hechos estas anotaciones y efectuados los ajustes correspondientes se confirma un posible hallazgo fiscal con incidencia  disciplinaria en los siguientes términos que anteceden:

3.2.5.4 Hallazgo Fiscal con Incidencia Disciplinaria.

El Contrato No.131 del 13 septiembre de 2005. – U. PILOTO. Suscrito con la Corporación Universitaria Piloto de Colombia $76.000.000.oo, cuyo objeto era “realizar un diplomado para continuar y proseguir con el fortalecimiento de las capacidades institucionales en el diseño y  ejecución  de las políticas sobre espacio público de la ciudad.”  El contenido general del programa académico y curricular del Diplomado, se encuentra establecido en los términos de referencia.

El plazo fue de 4 meses, contados a partir de la suscripción del acta de inicio la cual, fue realizada el 19 de septiembre de 2005 y cuya finalización estaba para el 18 de enero de 2006. La duración  252 horas académicas (línea 1 de 126 horas y línea 2 de 126 horas).

Según documento denominado “MANEJO INTEGRAL DEL ESPACIO PUBLICO”, comprendió dos líneas de discusión: “línea 1: Espacio Público – Manejo integral del espacio público”, con un costo de  $39.000.000.oo, para 40 participantes (El costo por persona fue de $975.000.oo); la “Línea 2: Pensamiento complejo”,  con un costo $37.000.000.oo para 40 participantes (el costo por persona fue de $925.000.oo), con intensidad horaria de 126 horas c/u. 

Según informe de ejecución del contrato de febrero 15 de 2006, se presentan las siguientes situaciones que afectaron el patrimonio del Distrito.

Caso uno: Inasistencia

En la primera línea “Manejo integral del espacio público”:

Fueron inscritos 56 personas de diferentes entidades del Distrito, de los cuales 7, no fueron certificados por la universidad, debido a que no cumplieron con la asistencia requerida para ser certificadas por la Universidad, de estos 7 que no asistieron y por lo tanto no fueron certificados, 4 pertenecen a diferentes entidades del Distrito y 3 al DADEP, estos últimos corresponden a personal provisional o contratista.

La inasistencia de estas 4 personas que pertenecen a diferentes entidades del Distrito, le costó a la entidad el pago de $3.900.000.oo, que resulta de tomar el costo por persona $975.000.oo
, multiplicado por los 4 funcionarios de diferentes entidades del distrito que la universidad no certificó por su inasistencia.

Adicionalmente 3 de los 56 asistentes (provisionales y contratistas del DADEP), no asistieron y por lo tanto no fueron certificados, tema que se incluye para el caso dos.

En la segunda línea “Pensamiento complejo”:

Fueron inscritos 36 personas, de las cuales 5 no fueron certificados por la universidad, debido a su inasistencia.

De los 5 convocados que no asistieron, 3 pertenecen a diferentes entidades del Distrito y 2 al DADEP, estos últimos corresponden a personal provisional o contratista, los que se incluyen en el tema de prohibición legal sobre capacitación (caso dos).

Por lo anterior, se configura un posible detrimento en cuantía de $2.775.000.oo, ($925.000.oo X 3 = 2.775.000.oo)  por los tres (3) funcionarios de otras entidades que no se certificaron por inasistencia.

Se le adiciona que 2 de los 36 asistentes (provisionales y contratistas del DADEP), no asistieron y por lo tanto no fueron certificados, tema que se incluye para el caso 2 de esta línea.

Los programas de capacitación, además de ser un derecho se constituyen en un deber de los servidores públicos; en el caso en particular se evidenció la inasistencia de algunos de estos, situación que configura una presunta trasgresión de la Ley 734 de febrero de 2002, capitulo II artículo 34, deberes del servidor público, numeral 40, “capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función”, en este  caso se hace referencia de los servidores públicos que no asistieron.

Parte del pago que hizo a la universidad, corresponde al incumplimiento de estas personas de asistir a la totalidad de la actividad o al menos a la mínima requerida, para así cumplir con el objeto de la misma, como una de las obligaciones del contratante con la universidad.

Por lo tanto, la entidad que dispuso de recursos públicos para este evento, debió vigilar y controlar que todos y cada uno de los funcionarios asistiera, se capacitaran y fueran certificados, de esa forma se daría cabal cumplimiento al objeto contratado. No obstante, estos propósitos no se cumplieron en la forma señalada ya que de la información revisada no se observó actuación tendiente a dar cumplimiento y hacer cumplir a estos funcionarios a asistir a dicha capacitación, generándose con esta situación menoscabo al patrimonio público
 en cuantía de  $6.675.000.oo  ($3.900.000.oo. y $2.775.000.oo respectivamente).

En consecuencia se presume la infracción del articulo 209 de la CPC, en cuanto a los principios de economía, eficacia y eficiencia también previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, de los manuales de funciones e Interventoria, del mismo contrato objeto de capacitación, cuando la entidad en su calidad de coordinador e  interventor no hace cumplir las obligaciones  propias, esto es, la asistencia puntal y cabal de los invitados a participar. Lo anterior por cuanto, la entidad en su actividad de gestión fiscal a través de la Interventoria como mandatario de recursos ajenos debe velar porque estos se ejecuten de forma adecuada, para que se de el cumplimiento de los propósitos perseguidos que han de redundar en beneficio de la entidad y/o entidades involucradas.

 Los programas de capacitación, además de ser un derecho se constituyen en un deber de los servidores públicos; en el caso en particular se evidenció la inasistencia de algunos de estos, situación que configura una presunta trasgresión de la Ley 734 de febrero de 2002, capitulo II artículo 34, deberes del servidor público, numeral 40, “capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función”., en este  caso se hace referencia de los servidores públicos que no asistieron.

Caso dos: Provisionales Y Contratistas.

En la primera línea “Manejo Integral del Espacio Publico”:

De las 56 personas participantes, 35 pertenecen al DADEP, vinculados como provisionales y otros a través de contrato de prestación de servicio.

Situación que genera un posible detrimento  en cuantía de $34.125.000.oo, que resulta de tomar el costo por persona y multiplicarlo por las 35 personas provisionales  y contratistas vinculados al DADEP, que no tenían derecho a esta capacitación (975.000.oo X 35)
.

En la segunda línea “Pensamiento Complejo”:

De los 36 convocados, 8 son empleados provisionales que fueron vinculados con el DADEP, los cuales no podían participar de este programa de capacitación, situación que se configura como un posible detrimento patrimonial en cuantía de $7.400.000.oo, que resulta de tomar el costo por persona y multiplicarlo por las 8 personas provisionales y contratistas vinculados al DADEP, que no tenían derecho a esta capacitación (925.000.oo X 8).

Para los dos casos se genera un detrimento en cuantía de $41.525.000.oo ($34.125.000.oo mas $7.400.000.oo)
La asistencia al diplomado por parte de funcionarios provisionales y contratistas del DADEP, trasgrede el Decreto Ley 1567 del 15 de agosto de 1998, artículo 6 literal g) y 7.
Por lo tanto, se presume la infracción del artículo 209 de la CPC, de los principios de economía, eficacia y eficiencia previstos en el artículo 8 de la Ley 42 de 1993, Decreto Ley 1567 del 15 de agosto  de 1998, art 6 literal g) y 7.de los manuales de funciones.

Por manejo dado a los recursos dispuestos para capacitación a funcionarios vinculados como provisionales y contratistas, se presume la actuación irregular de los servidores públicos que invirtieron dichos recursos pese a la prohibición, conducta que estaría incursa en causal  del artículo 34 numerales 1 y 21 de la ley 734 de 2004.

Por todo lo anterior, se configura un posible detrimento por la asistencia de provisionales al diplomado y la inasistencia de funcionarios de otras entidades del Distrito en cuantía total de $48.200.000.oo ($6.675.000.oo mas $41.525

.000.oo)       
De otra parte en relación con los contratos de prestación de servicios hay que destacar que estamos ante un contrato estatal definido en la ley 80 de 1993
, del cual no se desprende relación laboral alguna y por ende no genera ningún tipo de derechos de este orden, como prestaciones y capacitación.

Norma de la cual se infiere la imposibilidad de hacer participes de los programas de capacitación a contratistas cuya relación contractual estatal es carácter de prestación de servicios.

Al respecto se debe tener en cuenta las características propias del contrato de prestación de servicio que hace la diferencia frente a la vinculación laboral legal y reglamentaria de las entidades públicas, de acuerdo con la sentencia C-154 de 1997  Corte Constitucional.

Cabe resaltar que el hecho de someter a un contratista de prestación de servicios a participar de los programas de capacitación, genera subordinación porque existe la obligación del cumplimiento de un horario para lograr los objetivos de la formación y  obtener la  respectiva certificación. Como consecuencia de este hecho se estarían reconociendo derechos de una relación  laborar, situación que podría eventualmente generar en un riesgo económico con posibles demandas para la entidad.

Como los cuestionamientos aquí efectuado por el DADEP, como bien lo señala esta entidad son similares a los señalados en los hallazgos 3.2.5.1 y 3.2.5.2; el análisis que se hizo por parte del ente  de control a estos aspectos es el mismo para este hallazgo, solicitando su remisión a ello.

No obstante se enfatiza en los siguientes temas:

Se ajustó el hallazgo al señalar cuales son los principios infringidos de que trata los  artículos 209 de la CPC que son los mismos de la Ley 42 de 1993 y como norma de infracción expresa en provisionalidad está el Decreto- Ley 1567 de 1998 reglamentado por el Decreto 1227 de 2005 y disciplinariamente las normas citadas.

El objeto según la entidad se cumplió,  hecho que la Contraloria no niega, pero, pero resalta la importancia de participación y formación de la totalidad del personal invitado a participar del programa como fin ultimo de la entidad DADEP que dispuso recursos públicos, cuya inversión en los casos de inasistencia no se cumplió, casos puntuales a los que se refiere el daño.

3.2.5.5 Hallazgo Administrativo con Posible Incidencia Disciplinaria.

De la evaluación al contrato No. 093 de fecha 13 de marzo de 2007, por valor de $32.400.000,00, con un plazo de 12 meses, cuyo objeto consistió en la prestación de “(…)servicios profesionales para apoyar jurídicamente a la Subdirección de Registro Inmobiliario en el proyecto de saneamiento de la propiedad inmobiliaria distrital, con el propósito de elaborar, aclarar y revisar ochenta y cuatro (84) proyectos escriturarios que correspondan a cesión de zonas de uso público al Distrito capital o declaratorias de propiedad pública, así mismo, deberá realizar el seguimiento al reparto de las minutas ante las distintas notarias y al registro de por lo menos sesenta (60) escrituras públicas en los correspondientes folios de matrícula inmobiliaria”.


De acuerdo con la información suministrada por la Interventoria del contrato, este se suspendió mediante acta del 20 de diciembre de 2007, a partir de esta fecha y hasta el día 18 de febrero de 2008. Acompaña dicha acta como único soporte el Acta de Reunión 001 del 20 diciembre de 2007, suscrita entre la interventora del contrato y el contratista. 

De la lectura de estos dos documentos se evidencia falta de explicación de las causas y soportes que justificaron al contratista para solicitar la suspensión por dos meses, tiempo que demoró el recibo del producto. Se observa la  ausencia de motivación por parte de la entidad para calificar las presuntas “dificultades” como hechos de “fuerza mayor”. 

En  razón a que las actuaciones de los servidores públicos están presididas por las reglas sobre administración  de bienes ajenos, por los mandatos y postulados que gobiernan una conducta ajustada estas deben estar amparadas en soportes que permitan justificar contractualmente la actuación del contratista. Se espera que este hecho  no afecte el grado de cumplimiento del contrato dentro del plazo estipulado teniendo en cuenta que según los últimos reportes el contratista ha tramitado aproximadamente 19 escrituras de las 60 que se espera en el mes de mayo se entreguen al finalizar el plazo. 

Aunado a lo señalado, de la revisión de la carpeta del contrato no se evidencia el documento de reiniciación de ejecución del contrato y el estado actual del mismo.

En conclusión, el contrato como instrumento jurídico cuyo contenido se refiere a las obligaciones o prestaciones mutuas a cumplir entre las partes en los plazos fijados, es la entidad como gestor de los recursos públicos quien debe velar por el cumplimiento de los objetos contratados, por tanto sus actuaciones deben estar acompañadas de los soportes que justifiquen las decisiones tomadas.

De conformidad con lo expresado, se presume que la conducta asumida por la Interventoria es de incumplimiento de la función al adoptar la decisión de suspender el contrato por más de dos meses, con la mera solicitud del contratista que alegó hechos de fuerza mayor, solicitud desprovista de soportes que demuestren esta situación.  Por lo tanto, su actuación se presume es la infracción a la función de interventoria contenida en el reglamento existente; de los artículos 4 (numeral 1) y 26 (numerales 1 y 4) de la Ley 80 de 1993. Por tanto, su actuación puede ser objeto de acción disciplinaria según lo preceptuado en el artículo 34 de la Ley 734 de 2002. 

En la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año, la entidad hace énfasis en que sí existió explicación del contratista y por ello fue atendida por el interventor, no existe norma alguna que obligue al interventor motivar la suspensión. De otra parte en sentir del DADEP, la dinámica de tramites notariales implica la intervención de de terceros que dificultan la actividad y por tanto no se puede exigir productos  dentro de unos términos. El contrato siendo ley para las partes debe aplicarse de manera rigurosa.

Para la Contraloria ente que vigila la gestión de los recursos públicos por mandato constitucional (como representante de los dueños- ciudadanía), el concepto de infracción aquí aplicado se infiere de la función misma de todas aquellas disposiciones contenidas en las reglamentaciones que le señalan como debe ser  el actuar de los servidores públicos y de contratistas (interventor), sujetos de la norma disciplinaria, en este caso la función  del interventor se traduce en un mandato a través del cual se administra recursos de un tercero (la ciudanía), recursos dispuestos en un contrato estatal. Por ello es que en la función de interventoria es su obligación rendir cuentas con los debidos soportes.

Se considera que en esta oportunidad la autonomía de la voluntad no se puede equiparar a la de un tercero particular cuando maneja su patrimonio, quedando a su libre albedrío exigir o no a sus mandatarios sustentar su actuación si no se la exige el dueño, pues aquí la autonomía de la voluntad se ve limitada por la administración de lo público. En este sentido es que desde el punto de vista de lo fiscal, se confirma como presunto hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria. Será la Personería quien defina su alcance, para lo cual se dará traslado del mismo.

En cuanto a la forma como pueda impactar esta suspensión al contrato mismo, esto se evidenciará con el resultado final y al vencimiento del contrato, tema sobre el cual se está de acuerdo con la entidad.

3.2.5.6 Hallazgo Administrativo. 

Hechos los ajustes correspondientes el hallazgo quedara así:

El contrato No.078 de 2006, actualmente objeto de caducidad, fue suscrito con la UNION TEMPORAL JMG Y CIA LTDA CARMEN ESTELLA MORALES, del 27 de enero 2006,  por valor de $90.736.360,00, con plazo de  5 meses, cuyo objeto versó en la “la prestación de los servicios para alistar y empaquetar la información general, técnica y jurídica de 11.000 predios individualmente considerados y registrados en el inventario de la propiedad inmobiliaria distrital, con acta de iniciación del 10 de abril de 2006.

El contratista se obligó a consolidar la información técnica y jurídica individualizada de los predios registrados en el sistema de información de la Defensoria del Espacio Público “SIDEP”.

De acuerdo con lo estipulado en la minuta del contrato cláusula sexta, el plazo de ejecución de las obligaciones era de cinco meses contados a partir de la aprobación de la garantía única, la obtención de registro presupuestal y la suscripción del acta de iniciación. 

Pese a ello la Oficina Asesora Jurídica, días después de la suscripción del contrato, informó a la Coordinación del cumplimiento de los requisitos de ejecución, entendiéndose que a partir de este momento se daría inicio a la ejecución del contrato y plazo estipulado (cinco meses), no obstante, la suscripción del acta de iniciación como requisito de ejecución, se dio en forma tardía, esto es, dos meses después (10 de abril de 2006), situación que se justifica según el DADEP en que luego de suscribirse el contrato se presentaron problemas al contratista respecto de la planta de personal ofrecida en la propuesta y de otra parte, el DADEP  dio una especie capacitación o practicas al contratista la cual se llevó a cabo que durante varios días del mes de marzo de ese año, documentos anexados con la mesa final de trabajo.

Apreciados los soportes entregados se puede concluir que la iniciación de cualquier contrato debe en un término prudente, con el propósito de no afectar la relación contractual y cumplimiento del contratante, y no dejar espacio para cualquier cuestionamiento de parte del contratista, más aún cuando las cláusulas del contrato contemplaban la designación de la Interventoria. 

La entidad debe disponer de mecanismos necesarios para que se garantice salvo  hechos ajenos a la voluntad que deben ser igualmente soportados, las plantas de personal que se ofrecen en la propuesta sean aquellos que ejecuten el contrato porque precisamente como parte de le selección y adjudicación se tuvo en cuenta estas hojas de vida. 

De otra parte al revisar el contenido contractual no se evidencia que habría un término de capacitación o practicas al contratista temas que deben ser tenidos en cuenta a futuro.

Teniendo en cuenta la la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año se concluye que la actuación de la entidad una vez recibas las explicaciones se constituyen en fallas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 1 y 2.

Por lo anterior se confirma el hallazgo administrativo, que debe ser tenido en cuenta en el Plan de Mejoramiento.          

3.2.5.7 Hallazgo Administrativo . 

Así mismo del contrato en mención, se observan que de acuerdo a los términos de referencia el contratista debe hacer entrega mensual de la información solicitada, una vez revisados estos informes, se evidenció que  existen devoluciones por errores en más de 8 predios, inconsistencias en áreas de terreno que no corresponden a las áreas de cesión que aparecen en los planos urbanísticos   y que el contratista no se ciñe a las convenciones dadas en los pliegos para cada uno de los elementos a incorporar, e incorporación de mojones incorrecta.

Desde la primera entrega se incumplió con la cantidad y calidad pactadas,  dicha situación llevó a la Interventoria a la devolución reiterada de la información, por errores que superaron los mínimos permitidos en los términos de referencia, entre los que se destacan errores transversales o particulares. 

Desde el principio de la ejecución del contrato se presentaron incumplimientos del contratista en cuanto a calidad y oportunidad de los productos. 

La entidad no pudo adelantar procesos de multa según la respuesta 2008EE4124 del 21 de abril de este año, y soportes enunciados en el oficio  por cuanto había pactado su procedimiento  en forma de cláusula exorbitante, en el año anterior a la suscripción de contrato que en consideración del Consejo  Estado no era viable. Por ello es que la entidad no la aplicó. Al respecto la entidad no debe pactar cláusulas que no surtan efectos jurídicos dejando como ocurrió en este caso sin los mecanismos necesarios para hacer cumplir su objeto. Tampoco aclaró o modificó el contrato para incluir el procedimiento que se debía adelantar en especial el contratista y la compañía aseguradora quien debe estar debidamente informada de la ocurrencia del hecho siniestro. 

Aunado a lo anterior el contratista reprocho el incumplimiento del  DADEP de iniciar la ejecución del contrato a propósito de la declaratoria de caducidad, situación que puede desdibujar los fundamentos que llevaron a la entidad a la declaratoria de caducidad del contrato

Durante el plazo contractual y con el objeto de subsanar y poder dar cumplimiento al mismo, se suscribieron cuatro suspensiones para un total de 98 días y se amplió el plazo de 165 días, es decir, que el plazo inicialmente pactado de 5 meses resultó en 12 meses y ocho días con un mínimo de producto recibido a satisfacción por parte del DADEP de 160 predios de los 11.000 predios contratados.

En la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año la entidad no se pudo dar aplicación a la cláusula respectiva en virtud del pronunciamiento del Consejo de Estado en el sentido que no era viable de forma unilateral y como cláusula exorbitante pactar multas. Por ello quedó sin efecto esta cláusula contractual.  

La Contraloría de Bogotá al analizar la respuesta, acepta parcialmente estos argumentos, sin embargo  encuentra que el  pronunciamiento que se menciona, se dio desde el año de 2005 y pese a ello se pactó esta cláusula como exorbitante dentro del contrato suscrito en el mes de enero de 2006, cláusula sin efecto alguno, dejando desprovisto al contratante de uno de los instrumentos para hacer valer el contrato  en caso de incumplimiento, por no haber pactado en su lugar este tema pero en los términos que señaló el alto tribunal. 

Teniendo en cuenta la la respuesta contenida en la comunicación 2008EE4124 del 21 de abril de este año se concluye que la actuación de la entidad una vez recibas las explicaciones se constituyen en fallas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 1 y 2.

Por lo anterior se confirma el hallazgo administrativo, que debe ser tenido en cuenta en el Plan de Mejoramiento.          

3.2.6
Evaluación a la Gestión Ambiental.

De acuerdo con  la verificación hecha a los documentos soportes del Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA, se estableció lo siguiente:

Previamente a la elaboración del PIGA, el departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –  DADEP en el año 2006, evaluó la situación del manejo de residuos, los impactos ambientales que causan  en el desarrollo de la actividad, identificando  los aspectos críticos y las alternativas de manejo ambiental para los mismos.

De manera particular, se evaluó el PIGA, tomando en consideración el desarrollo de actividades relacionadas con la sensibilización, capacitación, diseño, implementación y puesta en marcha el plan institucional de gestión ambiental (PIGA), con miras al fortalecimiento del Sistema Integral de Control Interno del DADEP.

El DADEP, para generar educación y/o cultura ambiental de sus servidores, “desarrolló un proceso de sensibilización y capacitación en dos fases, una primera efectuada a través de piezas comunicacionales diseñadas directamente por la entidad tales como afiches, plegables, correos electrónicos y mensajes de impacto. Una segunda fase constituida por un proceso de capacitación adelantada a través de la ejecución del contrato de prestación de servicios No. 130 de 2006, suscrito con la Universidad de la Sabana”. La etapa final estuvo relacionada con la dotación de elementos que facilitan la clasificación en la fuente de residuos y con la orientación de la utilización del papel en las diferentes impresoras con las que cuenta la entidad.
De otro lado, el DADEP para involucrar a la comunidad en el respeto al ciudadano de las áreas verdes que constituyen el espacio público, según lo informado por la entidad, “celebró acuerdos de sostenibilidad y gestión concertada de espacios públicos mediante la ejecución de recursos de inversión social asignados al proyecto 7400, igualmente a través de este mismo proyecto se adelanto actividades pedagógicas ante la comunidad para que ella propendiera hacia el cuidado y sostenibilidad principalmente de humedales”.
Analizado el estudio de conveniencia y oportunidad, el DADEP dando cumplimiento a la Constitución y a la ley, inició en el año 2005, un proceso para desarrollar e implementar el Sistema Integrado de Gestión de la Defensoría del Espacio Público, con el fin de hacer más efectivo el cumplimiento de su misión. Este sistema incluye, el diseño, implementación y puesta en marcha, entre otros el Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA, en cumplimiento de la ley 061 de 2004 y el acuerdo 114 de 2004.

Para ello, el sistema integrado realizó al interior de la Entidad en el año 2005 y lo corrido del año 2006, entre otras actividades, el diseño de un sistema de información denominado “Documento en Línea OAP” que permite a todos los servidores públicos de la Entidad, además de consultar, auto-capacitarse, entre otros temas en los relacionados con el PIGA.
El Departamento Administrativo del Espacio Público, concertó el Plan Institucional de Gestión ambiental – PIGA, siendo adoptado mediante la resolución No. 295 del 28 de diciembre de 2005.
Según lo manifestado por los funcionarios responsables del control y ejecución del PIGA, durante el año 2006, se realizaron actividades en una primera fase, relacionadas sobre todo con el proceso de sensibilización y capacitación a través de piezas comunicacionales diseñadas directamente por la entidad, tales como afiches, plegables, correos electrónicos y mensajes de impacto. En el año 2007, con una segunda fase, se entra de lleno en un proceso de capacitación adelantado a través de la ejecución del contrato de prestación de servicios No.130 del 7 de diciembre de 2006, suscrito con la Universidad de la Sabana. Una etapa final  relacionada con la dotación de elementos que facilitan la clasificación en la fuente de residuos y con la orientación de la utilización del papel en las diferentes impresoras con las que cuenta la entidad.
La entidad en desarrollo y ejecución del PIGA, instituyó entre sus prioridades la formulación de un plan de acción para el mejoramiento de las condiciones ambientales siguiendo la metodología establecida por la Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos – UESP, denominado Plan de Acción interno de aprovechamiento de residuos sólidos, en el cual se contemplaron temas como: la clasificación de los residuos, la separación en la fuente, el almacenamiento temporal y señalización, residuos con potencial reciclable, además de campañas y estrategias de sensibilización.

Así mismo, implementó acciones en búsqueda del mejoramiento del uso eficiente de recursos agua, aire y energía, y criterios ambientales para compras y uso de insumos y servicios que se encuentran inmersas en el PIGA y es allí donde el DADEP, establece los controles que se efectuaran en el componente energético, hidráulico y ambiental de las oficinas. 

En cuanto al recurso hídrico el DADEP, optó por la instalación de fluxómetros en los baños del costado oriental que están bajo su administración desde el año 2000, sin embargo, por no contar con una partida con destinación especial para Programas y Proyectos de prevención Ambiental, como lo establece el Acuerdo 9 de 1990, los baños del costado occidental no han sido intervenidos, aunado a lo anterior, según lo manifiesta la entidad estos “fueron entregados por la SHD a finales del 2006 o principios del 2007, y por lo tanto esta área será sometida a la adecuación una vez se cuente con los recursos en el rubro de funcionamiento”. 

En los siguientes cuadros  se muestra el comportamiento de pagos de los consumos de Agua y alcantarillado durante  los años 2005, 2006 y 2007 en el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público.

CUADRO No. 28
	ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO

	Prorrateo SDH en Pesos

	MES
	PERIODO FACTURADO
	2005
	2006
	VARIACIÓN
	VARIACION

%

	ENERO
	OCTUBRE DICIEMBRE 
	488.345
	811.924
	323.579
	9,27

	MARZO
	ENERO MARZO
	460.070
	780.096
	320.026
	9,17

	MAYO
	MARZO ABRIL
	568.671
	1.045.228
	476.557
	13,65

	JULIO
	ABRIL JUNIO
	596.215
	516.741
	-79.474
	-2,28

	SEPTIEMBRE
	JUNIO AGOSTO
	618.842
	645.315
	26.473
	0,76

	NOVIEMBRE
	AGOSTO OCTUBRE
	758.213
	652.485
	-105.728
	-3,03

	TOTAL
	 
	3.490.356
	4.451.789
	961.433
	27,55


         Fuente: Ordenes de Pago canceladas durante los años 2005-2006 por el DADEP

En el año 2006,  el gasto del consumo de agua y alcantarillado se incrementó en el 27.55%, con respecto al año anterior.
CUADRO No. 29
	ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO

	Prorrateo SDH en Pesos

	MES
	PERIODO FACTURADO
	2006
	2007
	VARIACIÓN
	VARIACION

%

	ENERO
	OCTUBRE DICIEMBRE 
	811.924
	740.475
	-71.449
	-1,60

	MARZO
	ENERO MARZO
	780.096
	1.080.330
	300.234
	6,74

	MAYO
	MARZO ABRIL
	1.045.228
	879.514
	-165.714
	-3,72

	JULIO
	ABRIL JUNIO
	516.741
	1.117.994
	601.253
	13,51

	SEPTIEMBRE
	JUNIO AGOSTO
	645.315
	889.352
	244.037
	5,48

	NOVIEMBRE
	AGOSTO OCTUBRE
	652.485
	926.126
	273.641
	6,15

	TOTAL
	 
	4.451.789
	5.633.791
	1.182.002
	26,55


      Fuente: Ordenes de pago canceladas durante los años 2006-2007 por el DADEP

En el año 2007, el gasto del consumo de agua y alcantarillado se incrementó en el 26.55%, con respecto al año 2006.
A pesar del porcentaje de incrementos en los años 2006 (27.55%) y 2007 (26.55%), no fue posible establecer en el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, el consumo real del servicio de acueducto y alcantarillado en términos de metros cúbicos, impidiendo determinar si hubo o no disminución del consumo del componente hídrico, puesto que el pago se hace a través de un prorrateo elaborado por la Secretaría Distrital de Hacienda con base en el área de que dispone cada entidad en el CAD.

Imposibilitando igualmente el poder hacer un comparativo real con el consumo Per Cápita, adoptado como indicador 50 Litros/funcionario/día de dotación de oficina según Waste Water Enginering Treatmente and Reuse-Melcalf and Heddy Mac Graw Hill o con base en los indicadores de consumo en m3/usuario/mes, Litros/habitante/día, Litros/usuario/mes, establecido por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 
Frente al tema energético según lo manifestado por la entidad “optó por realizar separaciones por áreas de trabajo permitiendo con ello que el fluido de energía pueda ser suspendido en el momento que en dicha área no se encuentren laborando servidores públicos; esta actividad se cumplió a través de la separación de circuitos desde el tablero de control de energía (tacos), ubicados en el costado oriental al lado de los baños”. Adicionalmente, mediante el oficio No. 2007ER14605 del 1 de octubre de 2007, la Secretaria Distrital de Hacienda, proporcionó instrucciones sobre el uso racional de energía eléctrica de las entidades en el CAD. 

En cuanto al recurso eléctrico, el comportamiento de los dos últimos años se presenta  en el siguiente cuadro:
CUADRO No. 30
	CODENSA – Comprobante de Pago

Prorrateo SDH en Pesos

	MES
	2.005
	2.006
	TOTAL
	% Variación

	ENERO
	1.872.355
	1.886.292
	13.937
	0,06

	FEBRERO
	2.019.355
	1.835.635
	-183.720
	-0,81

	MARZO
	1.887.655
	1.833.313
	-54.342
	-0,24

	ABRIL
	1.673.239
	1.966.709
	293.470
	1,29

	MAYO
	1.822.342
	1.947.477
	125.135
	0,55

	JUNIO
	2.073.454
	2.128.448
	54.994
	0,24

	JULIO
	1.789.702
	2.272.776
	483.074
	2,12

	AGOSTO
	1.996.442
	2.677.424
	680.982
	2,99

	SEPTIEMBRE 
	1.959.648
	2.819.436
	859.788
	3,77

	OCTUBRE
	1.904.442
	2.738.950
	834.508
	3,66

	NOVIEMBRE
	1.809.084
	2.881.871
	1.072.787
	4,71

	DICIEMBRE
	1.972.759
	2.364.278
	391.519
	1,72

	TOTAL
	22.780.477
	27.352.609
	4.572.132
	20,07


    Fuente: Copia facturas canceladas en el 2005 y 2006 por el DADEP.

En el año 2006, el gasto del consumo de energía se incrementó en el 20.07% con respecto al año anterior, cabe resaltar, que la información registrada en el formato CB-0501E4 del SIVICOF en relación con el consumo de energía por valor de $27.8 millones, difiere en $476.313,  del valor realmente pagado por $27.3 millones según ordenes de pago.

CUADRO No. 31
	CODENSA – Comprobante de Pago

Costo del Consumo en Pesos

	MES
	2006
	2007
	TOTAL
	% Variación

	ENERO
	1.886.292
	3.738.599
	1.852.307
	6,77

	FEBRERO
	1.835.635
	2.745.795
	910.160
	3,33

	MARZO
	1.833.313
	3.018.765
	1.185.452
	4,33

	ABRIL
	1.966.709
	2.943.827
	977.118
	3,57

	MAYO
	1.947.477
	2.905.698
	958.221
	3,50

	JUNIO
	2.128.448
	2.938.781
	810.333
	2,96

	JULIO
	2.272.776
	3.062.223
	789.447
	2,89

	AGOSTO
	2.677.424
	2.682.628
	5.204
	0,02

	SEPTIEMBRE 
	2.819.436
	2.736.370
	-83.066
	-0,30

	OCTUBRE
	2.738.950
	2.834.618
	95.668
	0,35

	NOVIEMBRE
	2.881.871
	2.980.180
	98.309
	0,36

	DICIEMBRE
	2.364.278
	2.912.517
	548.239
	2,00

	TOTAL
	27.352.609
	35.500.001
	8.147.392
	29,79


   Fuente: Copia facturas canceladas en el 2006 y 2007 por el DADEP

En el año 2007, el consumo de energía se incrementó en el 29.79% con respecto al año anterior.

Al igual que el análisis anterior, pese a los porcentajes de incrementos en los años 2006 (20.07%) y 2007 (29.79%), no fue posible establecer el consumo real de energía en el DADEP, puesto que el pago se hace igualmente, a través de un prorrateo elaborado por la Secretaría Distrital de Hacienda, lo cual impidió hacer un comparativo con el consumo Per Cápita adoptado como indicador en 1.208Kwh/hab/día o Kwh/hab/mes, Kwh/usuario/mes, entre otros, para los años 2006 y 2007 por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial u otros organismos versados en la materia. 
Del análisis realizado a estos servicios públicos en el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –DADEP, se pudo concluir que no es posible establecer si el consumo y utilización de los recursos hídricos y energéticos fueron óptimos en el sentido de ahorro o disminución de los mismos, toda vez que no existen medidores independientes para cada entidad, y además, dichos servicios son prorrateados por área, a los cuales se carga igualmente el consumo de la planta baja donde funciona el SUPERCADE.

Referente al manejo de los residuos sólidos, en el primer trimestre de 2006, funcionarios del Departamento Administrativo del Medio Ambiente, desarrollaron una capacitación a funcionarios de la Entidad sobre el aprovechamiento de los Residuos sólidos.
Así mismo la entidad estableció la prohibición de fumar en las dependencias, sin embargo, en este sentido no ha mejorando mucho el ambiente puesto que algunos funcionarios fuman en los baños en horas laborales, en especial en las baterías sanitarias destinados para Damas en el costado occidental del edificio, contraviniendo lo establecido en la Resolución 4225 de 29 de mayo de 1992 del otrora Ministerio de Salud, que  contempla en algunos de sus apartes: "Recomendar a todas las instituciones, empresas, establecimientos educativos, militares, religiosos, deportivos y otros, que adopten medidas restrictivas del hábito de fumar…". "Recomendar el establecimiento de lugares específicos para los no fumadores dentro de las empresas, restaurantes, entidades o instituciones" y lo establecido en los acuerdos 079 de 2003 y 264 de 2004, mediante los cuales el Concejo de Bogotá D.C. expidió el Nuevo Código de Policía de Bogotá, D.C., que señala el "Comportamiento en relación con el tabaco y sus derivados. Los siguientes comportamientos favorecen la salud propia y la ajena: … No fumar o consumir tabaco o sus derivados, en cualquiera de sus formas, en los siguientes sitios: … Oficinas estatales o públicas;  Recintos cerrados públicos y abiertos al público…"
En cuanto al parque automotor la Entidad posee 2 vehículos nuevos (Chevrolet Gran Vitara y Chevrolet Luv Dmax), ambos cuentan con el SOAT vigente y con los respectivos certificados de emisión de gases.
Con relación a las mediciones de ruido, en noviembre del año 2006, según lo manifestado por el DADEP “la entidad contratada para realizar el estudio de iluminación aplicó el sonómetro informando que no existe riesgo, puesto que no se superaron los deciveles mínimos establecidos para el efecto, dicha actividad estaba incluida en el estudio de iluminación”.

Para cubrir los gastos de servicios públicos, en la vigencia 2006, se asignaron recursos presupuestales por valor de $89.78 millones, su ejecución fue del 100% del total; para el 2007 $113.0 millones, presentando una ejecución del 99.54%, sin embargo, presentó un incremento en los gastos de servicios públicos por valor de $22.7 millones, equivalentes al 20.2%.

3.2.6.1 Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA

La inexistencia de un Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA en las distintas entidades del Estado, repercute en problemas económicos además de impactos ambientales. A raíz de ello se hizo necesario evaluar la gestión en el Departamento Administrativo Distrital del Espacio Público –DADEP, como instrumento para cuantificar los efectos de las operaciones realizadas en cada sector, verificando si están dentro de las normas de protección ambiental y si están desarrollando e implementando programas para el uso eficiente de los distintos recursos a nivel hídrico, energético, atmosférico y residuos sólidos, que a su vez garanticen al trabajador el bienestar y un ambiente seguro para el desenvolvimiento de sus funciones.
Esta evaluación está encaminada a proteger las inversiones, establecer si la  organización está operando de manera responsable desde el punto de vista ambiental y comprobar las acciones relacionadas con el mejoramiento ambiental. 
El análisis de la situación actual
 permitió establecer que para evaluar la gestión ambiental institucional se requieren elementos que permitan, de manera eficaz y pertinente, evidenciar y evaluar la gestión ambiental desarrollada por cada una de las entidades del distrito. 

En esta auditoría se revisaron factores como normatividad aplicada, programas de ahorro y uso eficiente del agua, clasificación de los diferentes tipos de residuos sólidos, planes de reciclaje, capacitaciones y programas de ahorro de energía, y estado de las áreas asignadas al DADEP, a nivel interno.

Este nivel evalúa el desempeño, cumplimiento de normatividad y compromisos de la entidad con el medio ambiente, con el propósito de calificar posteriormente, la gestión ambiental realizada por el DADEP para minimizar los impactos que generan sus actividades.

En cada componente se relacionaron los costos de la utilización del recurso, del programa o según sea el caso la actividad de gestión ambiental relacionada. 

La valoración de la gestión está establecida en la Tabla “Criterios Para La Calificación De La Gestión Ambiental Institucional”. Criterios para la calificación de la Gestión Ambiental Institucional”, elaborada por la Contraloría de Bogotá D.C., la cual permite otorgar una calificación a la gestión ambiental desarrollada por las instituciones de acuerdo con la información consignada en el instrumento reporte de gestión y lo corroborado en las auditorias. 
CUADRO No. 32
TABLA “CRITERIOS PARA LA CALIFICACIÓN DE LA GESTIÓN AMBIENTAL INSTITUCIONAL”.

	CALIFICACIÓN
	RANGO
	DESCRIPCIÓN

	Altamente Eficiente
	91% -100%
	Existe compromiso institucional con el medio ambiente; las acciones, programas y proyectos adelantados por la entidad dan cumplimiento a la política ambiental Distrital (PGA). Las estrategias propuestas en la política se han adoptado en gran medida, denotando la prioridad ambiental y programática de la institución en el desarrollo de su gestión. 

	Eficiente
	71% – 90%
	Existen carencias en términos generales en la gestión ambiental adelantada por la entidad, aunque existe el desarrollo de planes, programas y proyectos en el tema ambiental y van acorde con la política ambiental Distrital (PGA), se pueden desarrollar muchos más. En términos generales la gestión adelantada es buena, pero falta mayor compromiso de la institución con el medio ambiente.

	Aceptable
	61% – 70%
	A pesar de existir avances significativos en materia ambiental, la gestión ambiental desarrollada por la entidad no ha logrado consolidar esfuerzos en torno al proceso. Falta implementar mecanismos que garanticen mayor efectividad en los resultados, no obstante se reconoce el esfuerzo. 

	Insuficiente
	36% – 60%
	No ha existido una dedicada voluntad por parte de la entidad, con el objeto de garantizar una eficaz gestión ambiental. Las acciones desarrolladas han sido parciales, lo que evidencia la falta de compromiso institucional y el cumplimiento de la política ambiental Distrital (PGA). Los resultados obtenidos son el reflejo de la baja prioridad institucional para solucionar la problemática ambiental. 

	Deficiente
	0% – 35%
	Las acciones desarrolladas hacia el tema ambiental han sido mínimas; no existe ningún compromiso, ni proceso que permita articular o avanzar en el cumplimiento de la política ambiental Distrital (PGA). No se evidencia compromiso institucional para solucionar la problemática ambiental. No se evidencia ningún proceso de gestión ambiental institucional.


Fuente: Contraloría de Bogotá

3.2.6.2 Análisis de la Evaluación de la Gestión Ambiental Nivel Interno 

A continuación se realiza el análisis de los componentes del nivel interno, es importante señalar que en el caso de los componentes hídrico y energético, como se mencionó anteriormente, no pudieron ser comparados con indicadores Per Cápita establecidos por las entidades competentes, a nivel nacional o internacional, puesto que el DADEP no cuenta con medidores o contadores que permitan establecer la cantidad real del servicio público utilizado.

Normatividad Aplicable.

Por otra parte, analizada la información incluida por el DADEP al sistema de vigilancia y control fiscal – SIVICOF de las vigencias 2006 y 2007, se estableció que el sujeto de control no está dando cumplimiento a la normatividad relacionada con la gestión ambiental, de acuerdo a lo manifestado por el sujeto de control en el acta de diligencia administrativa del 30 de enero de 2006 y el diligenciamiento del formato suministrado por el equipo auditor a la entidad, dicha observación se ratifica con la información suministrada en los formatos denominados para las dos vigencias en el  SIVICOF “…5200 - CB-0501A2: NORMATIVIDAD AMBIENTAL APLICABLE AL INTERIOR DE  LA ENTIDAD”, en los cuales únicamente se encuentran relacionados los planes de “Acción de Residuos Sólidos e Interno de Gestión Ambiental”.

De otro lado, la entidad estableció requisitos ambientales en los procesos de compra y contratación de aseo, exigiendo a los contratistas y proveedores elementos e insumos biodegradables y no contaminantes, que se verifica en cada una de las entregas.
Cabe destacar, que el DADEP durante los años 2006 y 2007 desconoció principalmente la aplicabilidad del artículo 8º del Acuerdo 9 de 1990 y el parágrafo del artículo 12 del Decreto 61 de 2003, al no incorporar en su presupuesto de inversión un rubro denominado "Plan de Gestión Ambiental" para las vigencias 2006 y 2007, con una partida de entre el 0.5% y el 3% de su presupuesto total de inversión.

Las partidas según los presupuestos de las vigencias 2006 y 2007, debieron estar en los intervalos entre $52.9 millones a $317.4 millones y $64.2 millones a $385.2 millones, respectivamente, teniendo en cuenta que los presupuestos asignados correspondieron a $10.580.3 millones en el 2006 y $12.842.2 millones para el 2007.

De lo expuesto, cabe precisar que según la documentación aportada en el anexo No. 3 del oficio 2008EE59927 del 27 de marzo de 2008, suscrito por el Doctor Isaura Cabrera Vega, Director Distrital de Presupuesto de la Secretaria Distrital de Hacienda, en respuesta a la solicitud del DADEP del 14 de marzo de 2008, relacionada con el “(…) concepto sobre si el Departamento Administrativo de la Defensoria del Espacio Público está obligado a dar cumplimiento a lo estipulado en el Artículo 8º del Acuerdo 9 de 1990, respecto a la financiación del Plan de Gestión Ambiental del Distrito Capital….”,  dicha respuesta, hace referencia a que “(…) la Secretaría Distrital de Ambiente incluyó entre otras fuentes, el porcentaje correspondiente al Plan de Gestión Ambiental” para la vigencia del 2008, correspondiente al “(…)1% fijado por el “CONFIS” sobre inversión directa, sin incluir la inversión relacionada con el pago de nómina y aportes (salud, educación y bienestar) y el régimen subsidiado de seguridad social, para todas las entidades Distritales”.

En virtud de lo anterior, y teniendo en cuenta lo conceptuado por la Secretaria Distrital de Hacienda en el sentido de que “al ser el DADEP una entidad que conforma el Presupuesto Anual, le aplica lo estipulado”, este ente de control entiende “que la Defensoría del Espacio Público no disponga en su presupuesto de inversión de un rubro denominado “Plan de Gestión Ambiental” incluso para vigencias posteriores a los años 2006 y 2007.
 3.2.6.3 Programas de Ahorro y Uso Eficiente del Agua

En cuanto al recurso hídrico el DADEP, optó por la instalación de fluxómetros en los baños del costado oriental que están bajo su administración desde el año 2000, al igual que la instalación de llaves de presión reguladoras de agua en los lavamanos (economizadoras). Sin embargo, los baños del costado occidental que fueron entregados por la SHD a finales del 2006 o principios del 2007, no han sido sometidos a ningún tipo de intervención o adecuación, encaminada a disminuir el consumo del servicio.

A pesar de que el DADEP expresó en el SIVICOF que la entidad tiene registros históricos de los consumos de agua, conoce las necesidades reales, llevan una estadística de sus consumos reales, han identificado oportunidades de reducción del consumo en su actividad y tienen implementado el programa de ahorro y uso eficiente del agua, este ente de control evidenció que dicha información no es totalmente cierta, puesto que los datos se obtienen a través de los pagos que realiza la entidad, con base en el prorrateo por área calculado y asignado al DADEP por la SDH y no con base en el consumo por litros o metros cúbicos, puesto que en el Centro Administrativo Distrital no existen medidores independientes para cada entidad. 

Por lo anterior, este ente de control concluye que el DADEP no posee datos reales históricos, de necesidades, de consumo y de oportunidades de reducción. Lo único cierto es que la entidad implementó y tiene en ejecución un programa de ahorro para el uso y consumo del agua. 

Para efectos de conocer el consumo real por entidad en el CAD, es preciso tener instalados los medidores independientes para cada piso, puesto que de nada sirve que se hagan revisiones periódicas para detectar fugas o escapes de agua, e impulsar campañas o programas para el uso y ahorro en el consumo, si las demás entidades destacadas en el edificio, no ejecutan las mismas acciones con la misma rigurosidad y además, se infiere que el pago no corresponde al consumo real calculado en metros cúbicos del piso 15.

3.2.6.4 Programas de Ahorro de Energía, a Nivel Interno.

La entidad optó por realizar separaciones por áreas de trabajo permitiendo con ello que el fluido de energía pueda ser suspendido, en el momento que en dicha área no se encuentren laborando servidores públicos, a través del tablero de control de tacos, ubicados en el costado oriental al lado de los baños, excepto la fotocopiadora que tiene taco independiente. 
Adicional a lo anterior, se dio cumplimiento a las recomendaciones impartidas por la Secretaria Distrital de Hacienda, mediante el oficio No. 2007ER14605 del 1 de octubre de 2007, en el que se consignaron las instrucciones sobre el uso racional de energía eléctrica en las entidades ubicadas en el CAD.

Al igual que en el análisis anterior, se observó que la entidad expresó en el SIVICOF que la entidad tiene registros históricos de los consumos de energía, conoce las necesidades reales, llevan una estadística de sus consumos reales, han identificado oportunidades de reducción del consumo en su actividad y tienen implementado el programa de ahorro y uso eficiente de la energía, este ente de control evidenció que dicha información se obtiene a través de los pagos que realiza la entidad, con base en el prorrateo calculado por la SDH con base en el área asignada al DADEP y no con base en el consumo por kilovatios. Toda vez que en el Centro Administrativo Distrital, no existen contadores independientes para cada entidad, por tal razón, este ente de control concluye que el DADEP no posee datos reales históricos, de necesidades, de consumo y de oportunidades de reducción. Lo único cierto es que la entidad implemento y tiene en ejecución un programa de ahorro para el uso y consumo de energía. 

Para efectos de conocer el consumo real por entidad en el CAD es preciso tener instalados los contadores independientes para cada piso, puesto que de nada sirve que se apaguen las luces en el piso donde esta ubicado el DADEP, se apaguen y desconecten los equipos eléctricos y electrónicos, se utilicen bombillas y tubos ahorradores, si las demás entidades destacadas en el edificio, no ejecutan las mismas acciones con el mismo compromiso y responsabilidad y aunado a ello, se infiere que el pago no corresponde al consumo real en kilovatios del piso 15.

3.2.6.5 Clasificación de los Diferentes Tipos de Residuos Sólidos.

La entidad impulsó campañas de manejo y aprovechamiento de los residuos sólidos en el año 2007, a través de la Universidad de la Sabana, en cumplimiento del contrato de prestación de servicios 130 de 2006. Para ello, se estableció la separación de los residuos en la fuente con base en tres grupos, a saber: reciclables, orgánicos y papel reciclado. De acuerdo a esta clasificación se destinaron canecas de color verde para depositar material orgánico, canecas de color blanco para el depósito de vidrio, plásticos, metales, entre otros,  y cajas de cartón para papel.

3.2.6.6 Planes de Reciclaje

Referente al manejo de los residuos sólidos, según lo manifestado en el acta de diligencia administrativa del 30 de enero de 2008, “(…) en el primer trimestre de 2006 funcionarios del Departamento Administrativo del Medio Ambiente, desarrollaron una capacitación a funcionarios de la Entidad sobre el aprovechamiento de los Residuos sólidos”, aunado a lo anterior, en cumplimiento al Decreto 400 de 2004 y las directrices de la Secretaría Distrital de Hacienda, se suscribió el 19 de noviembre de 2007 el “ACUERDO DE CORRESPONSABILIDAD PARA LA ENTREGA DE MATERIALES RECICLABLES”, entre el IDIPRON y el DADEP. Así mismo, se elaboraron y repartieron folletos y afiches alusivos al reciclaje y la conservación del medio ambiente.

Como lo manifestó la entidad en el SIVICOF, tiene implementado y en ejecución el plan o programa de reciclaje, que es complementado con un sitio especial destinado por la SDH para almacenamiento temporal, para ello se definieron rutas y horarios especiales de transporte.  

Con base en lo anterior y la información reportada en SIVICOF, se observó en el formato relacionado con el “PLAN O PROGRAMAS PARA RECICLAR O PARA REUTILIZAR RESIDUOS SÒLIDOS”, que de las cantidades mensuales producidas, se incremento la cantidad de papel a reciclaje al pasar de 52  a 1430 KG/ mes, entre tanto, solamente se ve reflejado en unidades de KG/mes, el reciclaje de cartón (374), vidrio (201), plástico (14), periódico (107), aluminio (4), en el año 2007.

3.2.6.7 Capacitaciones

De acuerdo a los documentos aportados y lo manifestado por la entidad, se elaboraron afiches  alusivos al uso racional del agua y la energía, que fueron fijados en las diferentes carteleras de la entidad y a través de la red, sin embargo, no se pudo establecer el número de capacitaciones realizadas y campañas medioambientales ejecutadas durante el año 2006, mientras que en el año 2007, según la información contenida en el SIVICOF se efectuaron campañas de sensibilización para los componentes hídrico, energético y reciclaje, por intermedio de la Universidad de la Sabana en el marco del contrato 130 de 2006.

3.2.6.8 Estado de las Áreas Asignadas al DADEP 

Existen dos (2) baterías de servicios sanitarios en los costados del piso 15 del Centro Administrativo Distrital – CAD, según lo observado por el equipo auditor y ratificado por la entidad en el acta de diligencia administrativa, carecen de un adecuado sistema de ventilación, por ello, que los del costado oriental permanecen abiertos todo el tiempo, entre tanto, a los del costado occidental, por no haber sido intervenidos presentan malos olores frecuentes, obligando al aseo permanentemente por parte de las señoras contratadas para la limpieza. Además, los secadores de manos del costado occidental no funcionan y en el costado oriental no existen.

Como se observa en los registros fotográficos (Anexo No.5), los sanitarios del costado occidental, en especial el de DAMAS, son utilizados como depósitos de materiales y elementos devolutivos de inventario. Evidencia en sus cielorrasos y paredes rastros de humedad, el sistema eléctrico representa peligro toda vez que algunas de sus instalaciones tienen el cableado por fuera de sus respectivas tomas, igualmente, las luminarias de techo están deterioradas y con filtraciones que afectan el sistema, los sanitarios están en mal estado, hay filtraciones de agua y uno de ellos se encuentra roto, el piso está en mal estado y se observa un deterioro progresivo, las paredes se encuentran deterioradas y en algunas se observa que el enchape ha sido retirado. 

En similar circunstancia se encuentran las baterías de sanitarios para CABALLEROS, que presentan taponamiento en las tuberías sanitarias de los lavamanos, no tienen instaladas llaves de presión reguladoras de agua, además, son utilizados para depositar materiales, equipos para mantenimiento y transporte de carga.

En el área de la cocina ubicada en el costado oriental los cielorrasos se encuentran en total abandono, no existen ductos de ventilación y se comparte el sitio destinado para el lavado de traperos, cosa que es antihigiénica y se ha convertido en un depósito de insumos de aseo y cafetería.

3.2.7
Representación Judicial.
Aunado a las acciones  de recuperación del espacio público ante autoridades policivas en las que se hace parte el DADEP, así como de las restituciones voluntarias obtenidas por ésta con el mismo propósito, la entidad adelanta parte de la  representación judicial mediante los contratos de prestación de servicios 115, 085 y 116 de 2000, 119 de 2004, 08 de 2006, 02, 128,097, 136,199 de 2007, en procesos de pertenencia, reivindicatorios, nulidad de escritura publica, nulidad del contrato restitución de bienes inmuebles arrendados, ejecutivos por falta de pago de cánones de arrendamiento, restituciones de espacio público, acciones populares, tutelas, algunos de nulidad y restablecimiento del derecho y de reparación directa, entre otros.

Por esta modalidad de contratación se pactaron entre 26 y 380 procesos respectivamente, dependiendo la clase del proceso. 

De la revisión documental y del sistema presentado por la entidad, se destacan  las acciones populares que representan significativamente en numero la representación judicial, esto porque en términos de la entidad, en la mayoría de los casos corresponden a demandas entre particulares “ (…)cuando existe vulneración  o amenaza  del derecho  colectivo de goce del espacio publico  y la utilización  y defensa  de los bienes de uso publico, la entidad es llamada  a rendir dictamen  y es vinculada al proceso”. En muchos de estos casos la entidad ha  logrado su desvinculación. 

Sobre pagos del incentivo legal de que trata el articulo 39 de la Ley 472 de 1998 para las vigencias de 2006 y 2007, se canceló un valor de $13.6 millones, acciones que fueron iniciadas en los años 2002 al 2005.   

Al revisar una muestra de la información contenida en el sistema, informes y algunas actuaciones procesales se puede deducir la existencia de impulso de las actuaciones en la medida de las posibilidades de la entidad. 

De la evaluación a esta contratación para la representación judicial, se evidencia el adecuado control a procesos por parte de la entidad a través del sistema de seguimiento a procesos judiciales, cuyo  control y coordinación están a cargo de abogados del área Jurídica. Este sistema de control se nutre de los informes mensuales, semestrales, de la calificación de riesgo en cada uno de los procesos, de la confrontación de los informes con el sistema de la rama judicial, de las visitas a los despachos judiciales, de reuniones periódicas con los abogados y de requerimientos de impulso  a los procesos.   

3.2.8
Controles de Advertencia.

La Contraloria de Bogotá realizó evaluación del estado de los bienes de uso publico, correspondientes a áreas de cesión localizados en la zona norte de la ciudad,  entre la calle 100 y la calle 200 y la autopista norte  y carrera 7, para lo cual tomo una muestra de 61 de predios, para un total de invasión de espacio publico de 22.104m2. Este resultado se concretó en el control de advertencia 10100-20832 del 27 de octubre de 2004.

Mediante comunicación 2004EE14723 del 12 de noviembre de 2004. La Alcaldía Mayor a través de las dependencias del DADEP, IDU, Catastro y Gobierno, informó que efectivamente, gran parte de la relación de bienes relacionados por la Contraloria, corresponden al inventario de la propiedad inmobiliaria distrital:

Comoquiera que el  DADEP, tiene entre otras la función de “Contribuir  al mejoramiento  de la calidad  de vida de Santa Fe  de Bogotá por medio  de una eficaz defensa del espacio publico, de una óptima administración del patrimonio inmobiliario  de la ciudad  y de la construcción de una nueva cultura del Espacio publico que garantice su uso y disfrute común y estimule la participación comunitaria”, en aras de la defensa del espacio publico, su participación se limita a constituirse en parte procesal  en las querellas que por restitución de bien de uso publico, se adelantan en las 20 alcaldías locales,  otras actuaciones en estos procesos consisten en emitir conceptos técnicos, aportar documentos sobre la titularidad de los bienes de uso publico, prestar apoyo técnico y jurídico en las diligencias de inspección y restitución.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                            

En este sentido, la actuación del DADEP frente a la invasión de espacio público, se concretó en informar a la Alcaldía Local de Usaquen mediante comunicación  2004EE15298 del 19 de noviembre de 2004, sobre el tema de invasión de espacio publico a predios señalados por el ente de Control, solicitando de la Alcaldía, de acuerdo con la competencia asignada, iniciar las acciones respectivas de recuperación del espacio publico. Solicitud que fue reiterada mediante la comunicación 2004EE17071 del 27 de diciembre de 2004.

Se deduce  del contenido de la primera comunicación que el DADEP en aras de apoyar la actuación policiva adelantó las visitas respectivas, obtuvo actas de recibo de las zonas de cesión de uso público  y la copia parcial  de los planos  donde figuran las mismas. 

De otra parte, una vez consultado el tema a la Dirección de Infraestructura y Transporte de la Contraloria de Bogotá (área encargada en años anteriores de ejercer control al DADEP)  se pudo establecer que este control de advertencia se cerró en el 2007. 
3.2.9
Acciones Ciudadanas.

De acuerdo con  la información suministrada por el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP, se pudo establecer que la entidad en aras de facilitar la participación ciudadana,  dispuso de unos espacios y mecanismos para que las comunidades realizaran sus solicitudes de pretensiones  y denuncias, según el interés que se tenga sobre los espacios públicos existentes en su área de influencia. El tipo de comunidad hacia la cual está dirigida la participación ciudadana, corresponde a las organizaciones de tipo barrial sin ánimo de lucro, con pertenencia al sector donde se encuentran ubicados los predios de interés.
Para ello se destinó una oficina ubicada en la en la carrera 30 No. 24-90, edificio CAD, torre B piso 15 denominada Sistema de Quejas y Soluciones que depende de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., en lo que tiene que ver con el DADEP; una oficina de atención al usuario, la página Web de la Entidad; la línea telefónica 018000127700 extensión 553, además de la atención personalizada adelantada en todas las áreas de la Entidad.

Con relación a los mecanismos de participación ciudadana y acciones implementadas por la entidad para posibilitar la intervención de los ciudadanos en la formación, ejecución, control y evaluación  de la gestión pública, se consideraron tres (3) puntos de vista: 

En primer lugar la obtención de información, de los miembros de la comunidad, de las organizaciones sociales, de las organizaciones no gubernamentales, las autoridades a través de los consejos locales de gobierno, el programa institucional de niños y niñas adelantado por el área de campañas, el programa de instituciones voluntarias a través de los talleres pedagógicos y los usos temporales del espacio público, como es el caso de las ferias o mercados móviles con base en el Decreto 463 de 2003.

En segundo lugar, la utilización de los mecanismos jurídicos, por medio de las acciones populares, de tutela y cumplimiento de normas, la denuncia de aquellos hechos que constituyan delito y la queja presentada ante los organismos competentes.

Finalmente, el control social a través del cual se ejecutan los siguientes pasos: verificación de la selección del proceso, el plan, los programas o proyectos; el acopio de información; la sistematización y análisis de la información; el seguimiento a recomendaciones; e informar y socializar.

De otro lado, en lo referente a la cuantificación de recursos derivados de las actividades encaminadas a evitar el desvío o mal uso y los que fueron recuperados, la entidad conoce las solicitudes, sin embargo, desconoce su cuantificación.

La entidad generalmente utiliza las capacitaciones, como medio para la participación ciudadana, entre las cuales se pudo establecer que en el año 2006, se adelantaron tres (3) ciclos de capacitación y en el 2007, se llevó a cabo solamente una (1) capacitación.

Con relación a la cantidad de participantes en los diferentes eventos realizados por el DADEP, que guardan relación con la participación de la ciudadanía, según la información suministrada por la entidad, asistieron 163 organizaciones para un total de 489 participantes en el año 2006 y 76 organizaciones con un total de 228 participantes en el año 2007, cuyo promedio fue de 3 habitantes en representación de las comunidades respectivas; cabe precisar, que el número de asistentes en apariencia se vio disminuido en razón a que la capacitación es personalizada para sacar el mayor provecho, con el fin de procurar que estas personas se vuelvan multiplicadores y den a conocer todo el trámite del proyecto a la comunidad que expreso el interés en el espacio público que se encuentra ubicado en su área de influencia.

Frente a la convocatoria de la comunidad no existe periodicidad anual, puesto que la misma depende de las inscripciones realizadas por la comunidad según el interés frente a la administración, mantenimiento y aprovechamiento económico del Espacio Público.

Entre tanto, las sugerencias presentadas por la comunidad son tenidas en cuenta para la toma de decisiones, sin embargo, no se cuantifican por que el programa es dinámico y se ajustan en la medida en que dichas sugerencias propicien un mejor desarrollo del mismo, y en algunos casos determinan los lineamientos que rigen el programa.

La iniciativa del interés sobre la administración, mantenimiento y aprovechamiento de un espacio público por parte de las comunidades, debe cumplir entre otros con los siguientes procesos: Inscripción de la propuesta en la base de datos del DADEP, charlas de iniciación, visita técnica, diagnóstico y envió de comunicación a participar de la capacitación, formulación del proyecto (reglamento de uso, horario y tarifas; reglamento Administrativo, plan de manejo y presupuesto), aval técnico y presentación y aprobación del proyecto a la comunidad (Aval social).

Una vez surtidos estos procesos, de común acuerdo entre las partes (organización comunitaria y DADEP) suscriben el respectivo contrato que tendrá el posterior seguimiento y acompañamiento por parte del Departamento a título de supervisión o Interventoria y de la comunidad como control social.

Teniendo en cuenta lo anterior y según la información suministrada por la Entidad, se pudo establecer que el DADEP celebró con diferentes organizaciones comunitarias dos (2) contratos en el año 2006 y cuarenta y tres (43) en el año 2007. Por lo tanto su gestión tiene un grado de cumplimiento significativamente alto.

ANEXO 1
CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO DE HALLAZGO

	CANTIDAD


	VALOR
	REFERENCIACIÓN

	ADMINISTRATIVOS
	8
	NA
	3.2.2.2.1 3.2.5.1, 3.2.5.2, 3.2.5.3, 3.2.5.4, 3.2.5.5, 3.2.5.6,            3.2.5.7.

	FISCALES
	4
	$115.282.568
	3.2.5.1, 3.2.5.2, 3.2.5.3,            3.2.5.4.

	DISCIPLINARIOS
	5
	NA
	3.2.5.1, 3.2.5.2, 3.2.5.3, 3.2.5.4, 3.2.5.5, 

	PENALES
	NA
	NA
	


            NA: No Aplica

� Resolución Reglamentaria 009 de abril 25 de 2007 de la Contraloría de Bogotá D, C. 


Sector de Gestión Pública: Departamento Administrativo Servicio Civil Distrital, Secretaria General  de la Alcaldía Mayor de Bogota D. C.


Sector de Gobierno, Seguridad y Convivencia: Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público, Fondo de Vigilancia y Seguridad de Bogotá, D. C., Fondo de Prevención y Atención de Emergencias,  Instituto Distrital de la Participación y Acción Comunal,  Secretaria de Gobierno, Unidad Administrativa Especial del Cuerpo Oficial de Bomberos.


Sector Hacienda: Fondo de Prestaciones Económicas, Cesantías y Pensiones,  Secretaría Distrital de Hacienda,  Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital.


Sector Planeación: Secretaría Distrital de Planeación.


Organismos de Control:  Concejo de Bogotá D. C., Personería de Bogotá D. C., Veeduría Distrital


� Informe Final de Gestión 2004-2007 DADEP, Pág. 2


� Ibidem, Pág. 2


� Acuerdo 18 de 1999 Por el cual se crea la Defensoría del Espacio Público.


� Acuerdo 257 del 30 de noviembre de 2006, "por el cual se dictan normas básicas sobre la estructura, organización y funcionamiento de los organismos y de las entidades de Bogotá, Distrito Capital, y se expiden otras disposiciones"


� Acuerdo 257 de 2006 “Por el cual se dictan normas básicas sobre la estructura, organización y funcionamiento de los organismos y de las entidades de Bogotá D.C., y se expiden otras disposiciones.  Art.51


� Por el cual se modifica la Estructura Organizacional del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público


� Por el cual se modifica la estructura organizacional del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público- DADEP como consecuencia de lo dispuesto por el Decreto � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=16127" \l "0" �785� de 2005


� Por el cual se adoptan unas medidas en relación con la implementación del Control Disciplinario Interno en algunas entidades del Distrito Capital, de acuerdo con las normas que consagra la Ley 734 del 5 de febrero del 2002, actual Código Disciplinario Único"


� Ley 909 de 2004 Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones.


� Ficha de Estadística Básica de Inversión Distrital (EBI-D), 29 marzo de 2006


� Ibidem, pág. 1 


� Ibidem, pág. 2


� Ibidem Pág. 3


� Ficha de estadística Básica de inversión Distrital (EBI-D), Proyecto de inversión Social denominado “registro y Saneamiento del Espacio Público”.


� Se debe aclarar que un proyecto urbanístico puede generar más de 100 predios de cesión (zonas verdes, vías públicas vehiculares o peatonales, separadores, zona de protección ambiental…etc.)que están amparados por una sola escritura pública y en los registros aparecen registradas una a una


� Zonas de cesión obligatorias gratuitas.


� Decreto Nacional 564 de 2006, artículo 122.


� “Es la expresión  pedagógica  de las autoridades distritales  para concertar  con la comunidad  invasora  la entrega  de bienes  de uso publico indebidamente ocupados  sin que medie proceso policivo –administrativo”


� De acuerdo con la LEY 42 DE 1993 en su Artículo  101º.- Los contralores impondrán multas a los servidores públicos y particulares que manejen fondos o bienes del Estado, hasta por el valor de cinco (5) salarios devengados por el sancionado a quienes no comparezcan a las citaciones que en forma escrita las hagan las contralorías; no rindan las cuentas e informes exigidos o no lo hagan en la forma y oportunidad establecidos por ellas; incurran reiteradamente en errores u omitan la presentación de cuentas e informes; se les determinen glosas de forma en la revisión de sus cuentas; de cualquier manera entorpezcan o impidan el cabal cumplimiento de las funciones asignadas a las contralorías o no les suministren oportunamente las informaciones solicitadas; teniendo bajo su responsabilidad asegurar fondos, valores o bienes no lo hicieren oportunamente o en la cuantía requerida; no adelanten las acciones tendientes a subsanar las deficiencias señaladas por las contralorías; no cumplan con las obligaciones fiscales y cuando a criterio de los contralores exista mérito suficiente para ello.  Texto subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17092" \l "0" �Sentencia C-054 de 1997�, bajo el entendido de que en dicha expresión no se consagra una causal autónoma para aplicar sanciones, sino una regla que deben seguir dichos contralores para imponerlas





�  Artículos 3 y 6, Ley 610 de 2000.


� Concepto 5607 del 23 diciembre de 2005 – Departamento Administrativo de Servicio Civil.


� Propuesta económica del 24-01-2006, Universidad Piloto de Colombia


� ibidem


�  Artículos 3 y 6, Ley 610 de 2000.


� Concepto 5607 del 23 diciembre de 2005 – Departamento Administrativo de Servicio Civil.


� ARTICULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación:…


3o. Contrato de prestación de servicios


Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.





En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.











� Articulo 3 Ley 610 de 2000


� Articulo 6 de la Ley 610 de 2000


�  Art. 6, Ley 610 de 2000.


� Concepto 367 del 13 de febrero de 2006 - Departamento Administrativo del Servicio Civil, dirigido a la Secretaria de Gobierno.


� Memorando  2007IE1563 DFEL 16 de marzo de 2007.


� Certificado de la interventoría del 18 de julio de 2007 y Orden de pago 682 del 3 de julio de 200


� Minuta de contrato cláusula quinta literal g. y estudio de conveniencia y o oportunidad para la contratación, capitulo  IV (Condiciones del contrato a celebrar numeral 4) y términos de referencia capitulo V numeral 5.3


  


� Propuesta presentada  por la Universidad Piloto de Colombia 12-07-05, que forma  parte del contrato.


�  Art. 6, Ley 610 de 2000.


�  Propuesta presentada  por la Universidad Piloto de Colombia 12-07-05, que forma  parte del contrato.





� ARTICULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación:…





3o. Contrato de prestación de servicios


Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.





En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.











� Sentencia 15 de marzo de 2001, Expediente 13415 del Consejo de Estado: señala la sentencia que en virtud del articulo 1609 del Código Civil, el contratista no esta obligado a cumplir sus obligaciones  cuando su contratante  incumplió las propias.


� Resolución Reglamentaria No 052/03, Anexos 14 y 15 Inversión Pública Ambiental y Gestión Ambiental. 
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